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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que moderniza el sector portuario estatal.

___________________________________





HONORABLE SENADO:



			Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República.



			Cabe hacer presente que este proyecto se encuentra con urgencia calificada de “simple” el día 7 de Enero de 1997.



- - - - - 



			Asimismo, hacemos presente que en cumplimiento del inciso segundo del artículo 17 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y conforme a lo dispuesto en el inciso tercero de los artículos 27 y 36 del Reglamento del Senado, este proyecto debe ser conocido por la Comisión de Hacienda.



- - - - - 



			Se deja constancia que deben ser aprobados con el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental, en el carácter de norma orgánica constitucional, el artículo 40 de la iniciativa legal en informe, por afectar la ley Nº 10.336, de la Contraloría General de la República.



			Dejamos constancia, asimismo, que deben ser aprobados con el quórum exigido por el inciso tercero del artículo 63 de la Constitución Política del Estado, en el carácter de normas de quórum calificado, los artículos 1º y 2º permanentes y 4º transitorio del proyecto de ley en estudio, de acuerdo a lo dispuesto en los Nºs. 21 y 18 del artículo 19 de la Constitución Política del Estado.



- - - - - - 



			Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la colaboración y participación del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don Claudio Hohmann; del Subsecretario de Transportes, don Andrés Wallis; del Jefe de Gabinete del señor de Ministro, don Eduardo Abedrapo; de la asesora legal de dicho Ministerio, doña Paulina Soriano y del Director de la Empresa Portuaria de Chile, don Gabriel Aldoney.



			La Comisión acordó invitar al señor Vicealmirante Director General Territorio Marítimo y Marina Mercante; al señor Alcalde y Presidente de la Asociación de Ciudades Puertos de Chile; al señor Presidente de la Federación de Trabajadores Portuarios de Chile; al señor Vicepresidente Ejecutivo de la Asociación Nacional de Agentes de Naves de Chile A.G.; al señor Presidente de la Cámara Marítima y Portuaria de Chile A.G.; al señor Presidente de la Asociación Nacional de Armadores de Chile A.G.; al señor Presidente de la Asociación de Industriales Pesqueros de la V y VI Regiones; al señor Presidente de la Cámara Aduanera de Chile A.G.; al señor Gerente General de la Sociedad de Fomento Fabril; al señor Presidente de la Corporación Nacional de Exportadores; al señor Presidente de la Federación de Empleados de Bahía de Chile (Febach); al señor Presidente de la Confederación Marítima de Chile (Comach); al señor Presidente de la Federación Nacional de Trabajadores Portuarios de Chile; al señor Presidente de la Federación Marítima de Estibadores de Chile; al señor Presidente de la Cámara Marítima Local de Coquimbo y, al señor Presidente de la Cámara Chilena de la Construcción; al señor Presidente del Instituto Libertad y Desarrollo; al señor Presidente de la Confederación de Gente de Mar, Portuarios y Pesqueras de Chile (Congemar); al señor Presidente del Sindicato Nacional de Oficiales de Marina Mercante (Siproman), y al señor Presidente del Consejo Nacional de Confederaciones, Federaciones y Sindicatos Unidos de Portuarios, Gente de Mar y Marítimos de Chile.



			De los invitados, concurrieron, con el objeto de conocer su opinión, acompañando algunos de ellos, sus observaciones por escrito, las siguientes personas:



			1.- El señor Presidente de la Cámara Marítima y Portuaria de Chile A.G., don Víctor Pino Torche, acompañado de los señores Vicepresidente Ejecutivo, don Rodolfo García Sánchez y el Director, don Eduardo Hartwig Iturriaga.



			2.- El señor Vicealmirante Director General Territorio Marítimo y Marina Mercante, don Ariel Rosas Mascaró, acompañado de los señores Director de Intereses Marítimos, Cn. Lt. don Carlos Bastías Alvarado y el Jefe de Departamento Jurídico, Cc. Jt. don Maximiliano Genskowsky Moggía.



			3.- El señor Presidente de la Federación Nacional de Trabajadores Portuarios de Chile, don Carlos Garrido Estrada, acompañado de los señores Tesorero, don Raúl Fredes Vega y el Asesor Jurídico, don Jorge Peña Garay.



			4.- El señor Director de Asuntos Marítimos y Portuarios de la Asociación de Ciudades Puertos de Chile, don Arturo Morandé Larraín.



			5.- El señor Vicepresidente Ejecutivo de la Asociación Nacional de Agentes de Naves de Chile A.G., don Carlos Manterola Carlson, acompañado de los señores Directores, don Jorge Torres y don Jorge Carle.



			6.- El señor Presidente de la Asociación de Industriales Pesqueros de la V y VI Regiones, don Erick Peters, acompañado de el señor Vicepresidente, don Claudio Salazar y la señora Gerente Técnico, doña Carmen Godoy.



			7.- El señor Presidente del Consejo Área Operaciones de la Sociedad de Fomento Fabril, don Manuel José Vial Vial, el Secretario General, don Andrés Concha Rodríguez y el Gerente del Área de Operaciones y Desarrollo, don Rodolfo Amenábar Tirado.



			8.- El señor Presidente, de la Confederación de Gente de Mar, Portuarios y Pesqueras de Chile (Congemar), don Walter Astorga Lobos, acompañado de los señores Secretario General, don Juan Guzmán y Secretario de Organización, don Juan Muñoz.



			9.- El señor Presidente de la Cámara Aduanera de Chile A.G., don Juan León Valenzuela, acompañado del señor Germán Luhrs Antoncich.



			10.- La señora Ingeniero Comercial, doña María de la Luz Domper y el señor Abogado, don Germán Concha, del Instituto Libertad y Desarrollo.



			11.- El señor Presidente de la Confederación Marítima de Chile (Comach), don Miguel Oses Lorca, acompañado de los señores Tesorero, don Mario Mateluna Vergara y Secretario, don Juan Galleguillos Zuleta.



			12.- El señor Primer Vicepresidente de la Cámara Chilena de la Construcción, don Barham Madain, acompañado de un miembro de la Comisión Infraestructura, don Javier Hurtado y Secretaria de la Comisión Infraestructura, doña Loreto Silva.



			13.- El señor Presidente de la Corporación Nacional de Exportadores, don Cristóbal Valdés Saenz, acompañado de los señores Roberto Izquierdo Menéndez y Luis Palma González.



			14.- El señor Primer Vicepresidente de la Federación de Trabajadores Portuarios de Chile, don Luis Lagos Astorga, acompañado de los señores, Presidente, don Juan Allegro Hernández y Secretario General, don Juan Guzmán Palma.



			15.- El señor Gerente General de la Asociación Nacional de Armadores de Chile A.G., don Arturo Sierra, acompañado de los señores Directores, don Wolf Von Appen y don Francisco Silva.



			16.- El señor  representante de la Cámara Marítima Local de Coquimbo y de los usuarios del Puerto de Coquimbo, don Rodrigo Calderón Armstrong y el señor Gerente de Operaciones Ventas de la Compañía Minera El Indio, don Jorge Balanda Andina.



			Excusó su inasistencia y envió sus observaciones por escrito el señor Presidente de la Federación de Empleados de Bahía de Chile (Febach), don Abelardo Cubillos Cofre. 



			Las opiniones emitidas por las personas señaladas anteriormente, que fueron acompañadas por escrito, se encuentran en la Secretaría de la Comisión a disposición de los señores Senadores.



			La Comisión acordó trasladarse al Puerto de Valparaíso, a fin de conocer su operación e instalaciones, reuniéndose en las oficinas de su Administración. En la reunión participaron además de los miembros de la Comisión, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones; el señor Subsecretario de dicho Ministerio; el Director de la Empresa Portuaria; el Administrador del Puerto de Valparaíso y los señores Dirigentes en representación de los Sindicatos Nº 1 y Nº2 de la Administración del Puerto.



			Asimismo, vuestra Comisión se trasladó al Puerto de Buenos Aires los días 14 y15 de Noviembre de 1996, con la finalidad de conocer directamente el funcionamiento de un puerto en el que opera el sector público y el sector privado en competencia, viaje acerca del cual la Comisión emitió un informe que se encuentra en la Secretaría de la Comisión a disposición de los señores Senadores.



- - - - - - 



ANTECEDENTES LEGALES



			Durante el estudio de la iniciativa legal en informe, vuestra Comisión tuvo a la vista, entre otros, los siguientes antecedentes:



			1.- Ley Orgánica de la Empresa Portuaria de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 91, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de fecha 12 de julio de 1978.



			Este cuerpo legal consta de cinco Títulos, que se reseñan a continuación.



			El Título I consta de cuatro artículos, que crean una persona jurídica denominada Empresa Portuaria de Chile, como una empresa del Estado y autónoma, con domicilio en la ciudad de Valparaíso, y que se relacionará con el Gobierno por intermedio del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que tendrá por objeto principal la explotación, administración y conservación de los puertos de la República, constituyendo la autoridad portuaria, operando en los puertos que señala y en los que determine el Presidente de la República a propuesta de su Director.



			Además se le faculta para realizar todo tipo de estudios, proyectos, y ejecutar obras de construcción, reparación o dragado de los puertos que opere o administre,  exceptuando de la ley a los puertos de carácter exclusivamente militar y las secciones de puertos con tal calidad, así como a las instalaciones particulares explotadas por sus empresas propietarias o concesionarias.



			Su Título II, denominado “atribuciones”, incluye los artículos 5º a 8º.



			Estas normas establecen que el objeto de la Empresa denominado explotación no comprende los servicios de estiba, desestiba, transferencia desde el puerto a la nave y viceversa ni el porteo en los recintos portuarios, a menos que mediante resolución fundada, dictada con los requisitos que expresa, se determine que alguno de los servicios de transferencia o porteo de mercaderías es insuficiente o no competitivo, caso en el cual se licitará públicamente un subsidio entre particulares para prestar dichos servicios, debiendo operarlos, en el tiempo que medie entre la resolución que faculta llamar a licitación y su adjudicación, la Empresa Portuaria de Chile hasta que la actividad sea asumida por particulares.  Además, ante el caso que no concurra el sector privado a la mencionada licitación se autorizará a Emporchi a prestarlos subsidiariamente, mediante decreto supremo, dictado con los requisitos que indica.



			Además, delega en un reglamento coordinador de las funciones de Aduanas y de la Empresa el determinar los procedimientos de vigilancia, inspección y control de ellas, para asegurar la aplicación de las normas legales, así como el procedimiento para el reconocimiento y aforo de mercaderías en custodia de la Empresa por parte de Aduana.



			Finalmente prohibe enajenar y gravar los bienes inmuebles de la Empresa, excepto los ubicados fuera de los recintos portuarios, y autoriza a arrendar o concesionar el uso de los bienes portuarios hasta por treinta años, o hasta por diez años cuando la actividad arrendada o concesionada sea ajena a la finalidad portuaria.



			El Título III, denominado Organización y Administración de la Empresa, comprende los artículos 9º a 15.



			Estas normas señalan que la Empresa será administrada por un Director, de confianza del Presidente de la República, quien lo nombrará y removerá, que deberá ser chileno y estar en posesión de un título profesional universitario o contar con idoneidad comprobada para el cargo,  Director que será el Jefe Superior de la Empresa, su representante legal, y quien tendrá la representación judicial y extrajudicial de la misma, señalándose, en dos artículos, las atribuciones propias del ejercicio del cargo de Director, y las facultades cuyo ejercicio requieren previa aprobación del Presidente de la República.



			Finalmente, determina que el Director podrá nombrar un Administrador Local en los puertos que decida, que tendrá las funciones y atribuciones que el Director indique.



			El Título IV, denominado Del Patrimonio, de la Administración Financiera y de la Contabilidad, comprende los artículos 16 a 25.



			Estas normas indican los bienes que formarán parte del patrimonio de la Empresa Portuaria de Chile, señala las normas que se le aplicarán de la Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado, somete su contabilidad a la fiscalización de la Contraloría General de la República, y establece las excepciones que indica en materia de impuestos, gravámenes, contribuciones, servicios, comisiones o derechos fiscales, en favor de la Empresa.



			El Título V se refiere a Disposiciones Generales.



			Entre sus normas destacan las que establece el carácter de empresa de utilidad pública a la empresa y todos los servicios portuarios, las que indican el régimen jurídico aplicable a los empleados y a los obreros de la Empresa, la que prohibe su sindicalización y huelga, u otro acto que perturbe el normal funcionamiento del Servicio, la que impide a la Empresa eximir total o parcialmente del pago de sus servicios a cualquier entidad o persona, las normas sobre adquisición y enajenación de bienes muebles, etc.





			2.- Decreto ley Nº 211, que fijó normas para la defensa de la libre competencia, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 511, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de fecha 27 de Octubre de 1980.



			Este cuerpo legal prohibe ejecutar o celebrar, individual o colectivamente, cualquier hecho acto o convención que tienda a impedir la libre competencia en el país en las actividades económicas, tanto de carácter interno como respecto al comercio internacional, sancionando tales conductas como delito. 



			Determina que para la prevención, investigación, corrección y represión de los atentados a la libre competencia, o a los abusos de quien ocupe una posición monopólica, existirán las Comisiones Preventivas Regionales, la Comisión Preventiva Central, la Comisión Resolutiva, y la Fiscalía Nacional Económica.



			Entre las funciones de las Comisiones Preventivas Regionales están, entre otras, las de absolver consultas respecto de los actos o contratos existentes que puedan infringir las normas de esta ley, y la de pronunciarse respecto de las consultas formuladas sobre actos o contratos que se proponga ejecutar o celebrar, en cuanto alteren la libre competencia.   Cabe hacer presente que a la Comisión Preventiva Central le corresponde actuar como Comisión Preventiva Regional para la Región Metropolitana y, especialmente, conocer de aquellos actos o situaciones de que conozcan las segundas, cuando tengan carácter nacional o se refieran a más de una región.



			Además, esta ley impide otorgar a particulares la concesión de monopolios para el ejercicio de actividades económicas, tales como extractivas, industriales, comerciales o de servicios, estableciendo que sólo por ley podrá reservarse a instituciones fiscales, semifiscales, públicas, de administración autónoma o municipales el monopolio de actividades como las señaladas.



			Sin embargo, agrega, y si el interés nacional así lo exige, podrá autorizarse, por decreto supremo fundado y previo informe favorable de la Comisión Resolutiva, la celebración o mantenimiento de los actos o contratos antes señalados, que sean necesarios para la estabilidad o el desarrollo de las inversiones nacionales, o de actos o contratos en que sea parte alguna de las instituciones señaladas en los incisos 1º y 2º del artículo 16 de la ley Nº 10.336.





			3.- Decreto ley Nº 3.607, que derogó decreto ley Nº 194, de 1973, y establece nuevas normas sobre funcionamiento de vigilantes privados.



			Este cuerpo legal autoriza el funcionamiento de vigilantes privados que tendrán como único y exclusivo objeto la protección y seguridad interior de edificios, oficinas, conjuntos habitacionales, recintos, locales, plantas u otros establecimientos de empresas, de cualquier naturaleza y, en general, la protección y seguridad de los bienes y personas que halla en dichos lugares, constituyendo para esa sola finalidad oficinas de seguridad, y señala que las atribuciones que otorga a Carabineros de Chile serán ejercidas por la autoridad institucional que corresponda, en el caso de entidades ubicadas en recintos portuarios, aeropuertos u otros espacios sometidos al control de la autoridad militar, marítima o aeronáutica. 



			Establece los requisitos del decreto que autorice el servicio de vigilantes privados, el que será obligatorio respecto al número de vigilantes como al de los requisitos y modalidades del funcionamiento de dicho servicio, estableciendo la obligatoriedad de  contar con su propio servicio de vigilantes privados, y mantener un organismo de seguridad interno, para instituciones que señala, entre las que se encuentran las empresas estratégicas, que son las individualizadas como tales por decreto supremo de carácter secreto, y establece el procedimiento a seguir con tal propósito, que se inicia con la notificación a la entidad de encontrarse en tal situación, para que en sesenta días presente un estudio de seguridad con las proposiciones acerca de la estructura y funcionamiento de su organismo y oficina de seguridad, elaborado por el interesado o asesorado por empresas de seguridad autorizadas, del cual la autoridad podrá solicitar correcciones, para lo cual el afectado tendrá 30 días desde la notificación respectiva.



			Además, establece el carácter de secreto de tal estudio, la forma de su aprobación, y establece los recursos contra las resoluciones que origine este  procedimiento.



			Finalmente, entre las materias de interés para este proyecto, determina que los vigilantes privados son trabajadores dependientes de la entidad en que presten servicios, regidos por el Código del Trabajo, cualquiera sea la naturaleza jurídica del organismo que los contrate, y prohibe a toda persona natural o jurídica, por exigirlo el interés nacional, el proporcionar u ofrecer, bajo cualquier forma o denominación, vigilantes privados.





			4.- Ley Nº 18.045, Ley de Mercado de Valores.



			De este cuerpo legal se tuvo particularmente presente su artículo 100, que establece quiénes son las personas relacionadas con una sociedad, en atención a que el artículo 14 del proyecto prohibe que los concesionarios que desarrollen, conserven o exploten frentes de atraque en puertos de una misma empresa autónoma se encuentren relacionados en los términos establecidos en la Ley de Mercado de Valores, a menos que sean autorizados por la comisión que corresponda, de acuerdo al decreto ley Nº 211, de 1973.



			La norma citada establece que son relacionadas con una sociedad las entidades del grupo empresarial al que pertenece la sociedad; las personas jurídicas que sea matriz, coligante, filial o coligada de la sociedad, de acuerdo a las definiciones de esta ley;  los directores, gerentes, administradores o liquidadores de la sociedad, así como sus cónyuges y parientes hasta el segundo grado, y toda persona que directamente o con quienes tenga acuerdo de actuación conjunta pueda designar un miembro de la administración de la sociedad, o controlar al menos un 10% del capital, o del capital del derecho a voto en las sociedades por acciones.



			Además, la norma autoriza a que la Superintendencia dicte normas generales que establezcan el carácter de persona relacionada a las que por sus relaciones patrimoniales, de administración, de parentesco, de responsabilidad o de subordinación, sea de presumir que tiene poder de voto suficiente para influir en su gestión, por sí  o con quienes tenga acuerdo de actuación conjunta;  tenga conflicto de intereses entre sus negocios y los de la sociedad; sea su gestión influenciada por la sociedad, si es persona jurídica, o que por su cargo o posición disponga de información no pública que pueda influir en la cotización de los valores de la sociedad.





			5.- Ley Nº 18.046, Ley sobre Sociedades Anónimas.



			Este cuerpo legal se tuvo presente en atención a que el proyecto considera sus normas en diversas disposiciones como, por ejemplo, al establecer que las empresas autónomas se regirán por las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas, al igual que la responsabilidad, derechos, obligaciones y prohibiciones de los directores, con las excepciones que se indican en esta ley.



			Respecto a la responsabilidad, derechos, obligaciones, y prohibiciones se tuvieron especialmente presentes las contenidas en los artículos 39, 40, y 43 a 48, aplicables a los Directores de las empresas autónomas, con las excepciones que señala la ley en informe.



			Su artículo 39 se refiere a la forma, al ejercicio de las funciones por parte de los directores, señalando que se realizan en forma personal, y que se ejercen colectivamente en sala legalmente constituida. Además, establece el derecho de todo director  de ser informado plena y documentadamente sobre la marcha de la empresa.



			El artículo 40 establece que el directorio representa judicial y extrajudicialmente a la sociedad anónima, y que está investido de las facultades de administración y disposición con las facultades que la ley o el estatuto no establezca como privativas de la junta de accionistas, estableciendo los parámetros dentro de los cuales puede delegar el ejercicio de sus atribuciones.



			El artículo 43 establece el deber de reserva respecto de los negocios de la sociedad por parte de los directores, cuya infracción el proyecto de la H. Cámara de Diputados contempla como causal de cesación en el cargo, entre otras, en su artículo 30.



			Su artículo 44 regula la celebración de actos o contratos por parte de una sociedad anónima en caso de existir interés en ello, en el grado que señala, por parte de uno o más de sus directores, estableciendo el efecto de la infracción a sus normas. Además, establece una presunción de derecho, en el sentido que existe interés de un director en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir el mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el segundo de consanguinidad o afinidad, o la sociedad o empresas en las cuales sea director o dueño directo o a través de otras personas naturales o jurídicas de un 10% o más de su capital..



			El artículo 45 establece los casos en que se presume la culpabilidad de los directores por los perjuicios causados a la sociedad, accionistas o terceros, de los cuales responden solidariamente.



			El artículo 46 establece el deber del directorio de proporcionar la información suficiente, fidedigna y oportuna, que la ley, o en su caso la Superintendencia señale, a sus accionistas y al público, determinando su responsabilidad solidaria por los perjuicios que causen en caso de incumplimiento.



			Finalmente, sus artículos 47 y 48 se refieren a los quórum para sesionar, adoptar acuerdos, y dicta normas sobre el libro de actas en que se deja constancia de las deliberaciones y acuerdos, así como respecto a su aprobación.





			6.- -Ley Nº 18.196, sobre Normas Complementarias de Administración Financiera, Personal y de Incidencia Presupuestaria.



			De este cuerpo legal se tuvo presente su artículo 11, aplicable a las empresas autónomas en virtud del artículo 37 del proyecto en estudio.



			El citado artículo 11 establece la obligación, de las empresas del Estado y de aquellas en que él, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50%, de publicar sus balances generales y demás estados financieros anuales debidamente auditados, cuya forma, contenido y oportunidad serán idénticas a los que se exijan a las Sociedades Anónimas Abiertas. Además, este precepto dicta normas sobre su sistema presupuestario.





			7.- Decreto Ley Nº 1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado.



			De este cuerpo legal se tuvieron presente sus artículos 29 y 44, aplicables a las empresas autónomas en virtud del artículo 37 del proyecto en estudio.



			Su artículo 29  permite al Ministro de Hacienda ordenar el traspaso a rentas generales de la Nación o a otras instituciones o empresas del sector público, por decreto supremo, de las utilidades netas que arrojen los balances patrimoniales anuales de las instituciones o empresas del Estado, asi como ordenar el traspaso de anticipos de dichas utilidades a rentas generales de la Nación.



			El artículo 44 determina que sólo pueden iniciarse previa autorización del Ministerio de Hacienda los actos administrativos de los servicios públicos, de las empresas del Estado, de las empresas, sociedades o instituciones en las que el sector público o sus empresas tengan un aporte de capital igual o superior al 50%, cuando de cualquier modo puedan comprometer el crédito público.



			Sus siguientes incisos señalan que dicha autorización no constituye garantía del Estado a los compromisos que contraigan ni les exime del cumplimiento de las obligaciones que indica, y terminan exceptuando de la aplicación de estas normas al Banco Central, Banco del Estado y a los Bancos Comerciales.





			8.- Decreto Ley Nº 2.398, de 1978, Normas Complementarias de Administración Financiera y de Incidencia Presupuestaria



			De este cuerpo legal se tuvo presente su artículo 2º, aplicable a las empresas autónomas en virtud del artículo 37 del proyecto en estudio.



			Dicho artículo 2º establece que las empresas del Estado o aquellas Empresas en que tengan participación las instituciones a que se refiere el Nº 1 del artículo 40 de la Ley de Impuesto a la Renta, que no estén constituidas como sociedades anónimas o en comandita por acciones, quedarán afectas a un impuesto del 40%, que para todos los efectos legales se considerará de la Ley sobre Impuesto a la Renta y que se aplicará sobre la participación en las utilidades que le corresponda al Estado y a las citadas instituciones, en la renta líquida imponible de primera categoría de la aludida ley, más la participación y otros ingresos que obtengan las referidas empresas, y que el monto del tributo se descontará por la empresa de la participación sobre la cual se aplique.



			Su inciso segundo establece que tributarán en la Ley sobre Impuesto a la Renta con igual tratamiento que el de las sociedades anónimas las Empresas Fábricas y Maestranzas del Ejército, Astilleros y Maestranzas de la Armada y Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile.



			Por su parte, el inciso tercero deroga las disposiciones legales que eximan del impuesto de Primera Categoría de la Ley de la Renta al Banco Central de Chile y las empresas del Estado a que se refiere el inciso primero.



			Finalmente, su inciso cuarto determina que las normas de este artículo se aplican aunque disposiciones legales, reglamentarias o estatutarias por las que se rigen las empresas a que se refiere el artículo establezcan exenciones de toda clase de impuestos o contribuciones, presentes o futuros, cualquiera sea la exigencia que la norma legal, reglamentaria o estatutaria haya establecido para su derogación.





			9.- Ley Nº 5.687, de 1935, aprueba el Estatuto Orgánico del Instituto de Crédito Industrial; y deroga las leyes 4.312, de 24 de Febrero de 1928, que lo estableció, y 4.560, de 30 de Enero de 1929, que la modificó, y el decreto 3.217, de 30 de Julio de 1929, de Hacienda, que fijó texto definitivo a las leyes citadas, y toda otra disposición que le sea contraria.



			El artículo 15 del proyecto constituye una prenda especial de concesión portuaria.  A esta prenda se aplicará lo dispuesto en el inciso primero del artículo 25 y en los artículos 30, 31, 32, 33, 36, 37, 38, 40, 42, 43, 44, 46, 48, 49 y 50 de la ley Nº 5.687, sobre Prenda Industrial.



			El inciso primero del artículo 25 señaló que el contrato de prenda industrial garantiza el derecho del acreedor para pagarse, con preferencia a cualquier otra obligación, del monto del préstamo, sus intereses, gastos y costas, si las hubiere.



			Su inciso segundo indica que la prenda establecida sobre la materia prima, quedará ipso jure constituída sobre el producto elaborado, tan pronto aquélla fuere elaborada o manufacturada.



			Los artículos señalados anteriormente se refieren a la inscripción, privilegio acreedor prendario, conservación y tenencia de la cosa, gastos de custodia y conservación de la prenda, derechos acreedor prendario, bienes dados en prenda, cobros judiciales, enajenación o subasta de la prenda, publicación del remate, de los demás acreedores prendarios, de los procedimientos a que den lugar, tercerías, juicio ejecutivo, fuero personal de los litigantes, reclamación, derechos acreedor prendario y sanciones, respectivamente.





			10.- Decreto Ley Nº 2.222, de 31 de Mayo de 1978, que sustituye la Ley de Navegación.



			Su artículo 91 establece que la Autoridad Marítima será la autoridad superior en las faenas que se realicen en los puertos marítimos, fluviales y lacustres, y coordinará con las demás autoridades su eficiente ejecución; pero, en materias de seguridad, le corresponderá exclusivamente determinar las medidas que convenga adoptar.



			Su inciso segundo señala que el reglamento indicará la forma y condiciones que deberá hacerse el transporte de mercaderías peligrosos y su manipulación en la carga, estiba y descarga a bordo y en tierra, y las medidas de seguridad que deberán aplicarse, según sea la naturaleza de la carga movilizada y transportada.



			Su inciso final establece que las naves destinadas al transporte de combustibles y explosivos no podrán llevar pasajero en caso alguno.





			11.- Decreto con Fuerza de Ley Nº 340 de 6 de Abril de 1960, sobre Concesiones Marítimas.



			Su artículo 1º señala que al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, corresponde el control, fiscalización y supervigilancia de toda la costa y mar territorial de la República y de los ríos y lagos que son navegables por buques de más de 100 toneladas.





FUNDAMENTOS DEL PROYECTO



			Según señala el Mensaje, los cambios experimentados en las relaciones internacionales durante los últimos años, en las relaciones políticas, económicas y comerciales, crearán desafíos para los puertos chilenos, ya que han generado un mercado global en el que la zona del Océano Pacífico cobra paulatinamente mayor relevancia por el crecimiento explosivo experimentado por la economía de países ribereños, como Malasia, Indonesia, Tailandia y China, que se suma a la de otros ya desarrollados como Japón, Taiwán y Estados Unidos, existiendo la posibilidad para el país de adquirir un importante papel como puerta de acceso al cono sur de América, ya que cuenta con puertos en su extensa costa al Pacífico, con un sistema portuario eficiente y con una tradición que lo destaca, y por tener una sana economía abierta al mundo.  Sin embargo, agrega, para ello se requiere una política nacional portuaria más activa, para que tales potencialidades acrecienten nuestra presencia internacional en un ambiente de cooperación y trabajo conjunto con los países de la región.



			Para ello, continúa el Mensaje, es necesario tener presente que la apertura económica chilena al comercio exterior ha significado, en los últimos quince años, que la carga total movilizada en los puertos de uso público prácticamente se triplicó, crecimiento de la demanda absorbido gracias a la competencia introducida al interior de los puertos estatales, mediante el sistema denominado multioperador, que sólo opera obligatoriamente en estos puertos, que significa que sólo empresas privadas realizan las operaciones de transferencia y porteo de la carga contando, para prestar sus servicios, con libertad de acceso a los frentes de atraque.



			Destaca que la existencia de 22 puertos privados ha influido en el desarrollo del sector movilizando, el año 1994, más del 60% del total de carga transferida por el conjunto de los puertos del país, con el 80% del total de carga a granel, movilizándose el 40% restante por los puertos estatales, concentrando el 80% de la carga general, lo que constituye una muy particular característica de nuestro sistema portuario.



			La continuidad del proceso de crecimiento, expresa el Mensaje, crea el desafío de aumentar no sólo la capacidad física y operativa de los puertos, ya que también se incrementa la demanda de otras actividades que se alojan en los puertos nacionales.  Los más importantes, se encuentran dentro de áreas urbanas que recargan sus redes de acceso por la creciente actividad portuaria, la que se suma a la dinámica propia de la ciudad y al aumento de la tasa de motorización, planteando severas dificultades a futuras ampliaciones de los puertos que carecen de terrenos para expandirse, ya que sus zonas adyacentes tienen otros usos consolidados, todo lo cual indica que los problemas de los puertos no se circunscriben al interior del recinto portuario, sino que comprometen las áreas urbanas.



			Al mismo tiempo, deberán enfrentar los desafíos que generará la fuerte competencia para nuestro comercio que requerirá reducir costos, así como aquellos cambios propios de la evolución tecnológica del transporte marítimo de carga, con el aumento de la capacidad de las naves, la disminución de sus tiempos de viaje y estadía en los puertos, la expansión del uso del contenedor y, en general, la modernización de las cadenas logísticas en el mundo, lo que hace necesario atraer inversiones para aumentar la infraestructura, la tecnología y optimizar gestión, y explotar los puertos con mayor eficiencia, lo que requiere establecer condiciones apropiadas para que el sector privado asuma un papel activo en dichas inversiones.



			En este contexto, agrega el Mensaje, el marco existente presenta graves vacíos y rigideces, siendo necesario poner un nuevo esquema que contemple tanto la acción del Estado como la de los privados, con el fin de impulsar un desarrollo del sector portuario competitivo y sustentable en el largo plazo, que potencie los elementos positivos ya existentes, como es la incorporación de competencia al interior de los puertos estatales administrados por la Empresa Portuaria de Chile, para lo cual el Gobierno ha diseñado una Política de Desarrollo Portuario basado en los siguientes objetivos básicos: velar por el buen uso de recursos físicos costeros; promover la competencia entre puertos, y reforzar la competencia al interior de los puertos estatales; promover la inversión privada y hacer más dinámico el proceso de inversión en puertos; preservar y fortalecer la eficiencia y la competividad en las operaciones portuarias, y procurar un desarrollo armónico de los puertos en relación con el medio ambiente, las áreas urbanas adyacentes y las vías de acceso a ellos.



			Señala el Mensaje que el Supremo Gobierno decidió partir por la modernización de la Empresa Portuaria de Chile, ya que el país requiere con urgencia promover la inversión privada en sus puertos y elevar sus niveles de competencia a través de un proceso gradual y flexible, adecuando su organización, superando su estructura centralizada y funciones limitadas y demasiado rígidas para, posteriormente, enviar un proyecto de Ley General de Puertos, que precise las normas de funcionamiento del sector, considerando aspectos como planificación estratégica; coordinación de actividades entre los entes públicos y privados; relación entre el puerto y la ciudad; la institucionalidad del sector y el marco regulatorio.



			De acuerdo al mensaje, la génesis de los problemas de los puertos estatales radica en la dificultad de la empresa para atraer recursos que incidan en aumentos sostenidos de su eficiencia, expresando que el contrato de operación, utilizado para obtener financiamiento privado, tiene la limitación de no permitir la gestión del inversionista en la explotación de la infraestructura, restricción que debe superarse creando condiciones que permitan aumentar la competencia al interior de los puertos y entre ellos, con una política que promueva la participación privada en los puertos y tarifas transparentes que eviten subsidios cruzados, para que el sistema portuario alcance un desarrollo sustentable, modernizando la administración de los puertos estatales, en un esquema de empresas portuarias estatales descentralizadas y autónomas, regidas por las normas de las sociedades anónimas abiertas, cuyo objeto principal sea la administración, explotación, desarrollo y conservación de sus puertos y terminales, y de los bienes que posea a cualquier título, incluyendo todas las actividades conexas necesarias para el debido cumplimiento de esta finalidad, excluyendo la prestación de servicios de estiba, desestiba, transferencia de carga desde el puerto a la nave, y viceversa, y el porteo en los recintos portuarios.



			Para cumplir con su objeto social, continúa señalando el Mensaje, las empresas privilegiarán la participación del sector privado, pudiendo delegar su realización a terceros mediante diversos instrumentos, como el otorgamiento de concesiones portuarias, arrendamientos, o constitución de sociedades anónimas con personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que no podrán tener por objeto la administración y explotación de frentes de atraque y que, para los efectos legales posteriores a su constitución, se regirán por las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas.



			Indica que el establecer primero su objeto social y después la facultad de delegar su realización a través de terceros, obedece a un criterio de carácter estrictamente práctico, que permita que el proceso de modernización portuaria se lleve a cabo con gradualidad, reconociendo las realidades propias de cada puerto, permitiendo que las nuevas empresas portuarias cuenten con una serie de mecanismos a utilizar, de acuerdo a sus realidades y planes de desarrollo. 



			Expresa que, para facilitar su operación, el Estado no invertirá en nuevos puertos y que, cuando sea necesario hacerlo en los puertos estatales, las empresas autónomas lo harán a través del sector privado utilizando las concesiones portuarias, en el caso de inversiones en frentes de atraque, y constituyendo sociedades anónimas con terceros, en el caso de inversiones destinadas a generar nuevas actividades que tengan relación con el crecimiento del puerto.



			Manifiesta que para asegurar un ambiente de competencia, transparencia y equidad, el proyecto considera una serie de disposiciones orientadas a incentivar la participación del máximo de oferentes como, por ejemplo, que el proceso de selección del concesionario se realizará por licitación pública; que los concesionarios de frentes de atraque no podrán estar relacionados entre sí, salvo informe favorable de las Comisiones establecidas en el decreto ley 211, de 1973; que los concesionarios deberán constituirse como sociedades anónimas de giro exclusivo y que, para concesionar deberán existir a lo menos dos frentes de atraque equivalentes por puerto, debiendo consultarse previamente a la Comisión Preventiva Central cuando no se cumpla esta condición.



			Indica que el proceso de concesiones de una empresa deberá concordar con su Plan Maestro, su Calendario Referencial de Inversiones y su Plan Anual de Gestión, instrumentos de carácter público, que se orientan a dar transparencia a su gestión, e informar a los inversionistas.



			Señala que el Plan Maestro es un instrumento de planificación estratégica donde se indicarán las áreas de desarrollo del puerto y sus usos, que permitirá conocer las potencialidades futuras de expansión de su respectiva infraestructura, que permitirá a los posibles concesionarios evaluar los niveles de competencia interna que se podrían alcanzar, agregando que el Calendario de Inversiones contendrá las inversiones previstas para el quinquenio, y que el Plan Anual de Gestión contendrá las metas operacionales, expresadas en niveles de ingreso, volúmenes de carga, niveles mínimos de rendimiento, de productividad, etc. esperados para el período.



			Señala que otro aspecto importante se refiere a generar las condiciones necesarias para que las concesiones de frentes de atraque existentes no desalienten la participación en la concesión de frentes de atraque nuevos, o viceversa, para lo cual se establece que las empresas, antes de dar inicio al proceso de concesión, deberán valorizar sus activos y fijar sus políticas generales sobre esta materia, para que las inversiones en frentes nuevos o en los ya existentes, no sean incentivadas por decisiones arbitrarias de la empresa, sino que sean el resultado de la evaluación económica que haga el propio inversionista y que, por otra parte, el concesionario optará por el sistema de operación portuaria según el marco general que se establezca en las bases de licitación, pudiendo gravar el derecho de la concesión, las acciones de la sociedad concesionaria, y los equipos y bienes que aporte a la concesión, según se establezca en el respectivo contrato.



			Indica que la determinación de las tarifas por los servicios que preste el concesionario se establecerán en el respectivo contrato, en concordancia con la propuesta que éste haya realizado y que, mientras coexistan frentes de atraque concesionados y no concesionados, la empresa estatal fijará sus tarifas de acuerdo a un procedimiento que permita a los concesionarios predecirla, como una forma de evitar posibles situaciones discriminatorias.



			Respecto a la descentralización de EMPORCHI, el Mensaje expresa que constituye un elemento importante para crear condiciones que faciliten la competencia entre puertos, lo que resulta esencial para el desarrollo global del sistema. Sin embargo, agrega, ésta tiene limitaciones debido a las condiciones de nuestra realidad portuaria como, por ejemplo, las grandes distancias existentes entre los puertos, la escasez de bahías abrigadas y los diferentes niveles de especialización existentes entre los puertos privados y estatales, estimando que, independientemente de si son puertos estatales o privados, la competencia entre ellos depende de la oferta que genere conjuntamente la ciudad y el puerto.



			Expresa que la descentralización no puede ser concebida de una manera maximalista, sin correr el riesgo de pasar desde una administración centralizada y concentrada a una atomizada, con innecesarios aumentos en los costos de gestión al desaprovechar soluciones posibles para puertos con problemas semejantes, etc., siendo lo esencial que la descentralización no afecte las condiciones de competencia entre los puertos y la competencia al interior de ellos, que es el objetivo central de la política portuaria.



			Agrega que, analizadas las distintas alternativas, el Ejecutivo ha propuesto la constitución de cinco nuevas empresas portuarias: la Empresa Portuaria Norte, con domicilio en Antofagasta, que comprende los puertos de Arica, Iquique, Antofagasta y Coquimbo; la Empresa Portuaria Valparaíso con domicilio en Valparaíso; la Empresa Portuaria San Antonio, con domicilio en San Antonio; la Empresa Portuaria San Vicente-Talcahuano, con domicilio en Talcahuano, y la Empresa Portuaria Sur, con domicilio en Puerto Montt, que comprende los puertos de Puerto Montt, Chacabuco y Punta Arenas, así como los terminales de Puerto Montt, Puerto Chacabuco y Puerto Natales.



			Para definir este diseño, se ha tenido presente que en tres puertos de la Zona Centro y Centro Sur del país, Valparaíso, San Antonio y San Vicente-Talcahuano, se concentra sobre el 65% de la carga que transfiere EMPORCHI, los que como promedio anual alcanzan tasas de ocupación que fluctúan entre el 55% y 80 %, y reúnen 24 sitios, que representan cerca del 50% de los que opera la Empresa, los que además cuentan con las mayores posibilidades de crecimiento físico de todos los puertos estatales.



			Los puertos ubicados en la Zona Norte, Arica, Antofagasta, Coquimbo e Iquique, concentran cerca del 25% de la carga que moviliza EMPORCHI, con bajos promedios anuales de ocupación, que para los tres primeros varía entre el 30% y el 40%, encontrándose Iquique por sobre el 45%. Estos puertos reúnen 21 sitios, que es cerca del 40% del total disponible, y tienen gran potencial de desarrollo regional, como alternativas de comunicación de países vecinos y de la Región hacia el Pacífico.



			Respecto a  los puertos ubicados en la Zona Sur, Puerto Montt, Puerto Chacabuco y Punta Arenas, el Mensaje expresa que cuentan con un total de 6 sitios, cuyas tasas de ocupación van desde el 45% al 88%, con limitadas posibilidades de crecimiento, hasta ocho sitios, y que cumplen una función integradora de nuestro territorio, facilitando la conexión de la zona austral y antártica con el resto del país.



			Indica que los tres principales puertos estatales requieren de mejoras importantes en sus accesos, en la apertura de espacios para facilitar las operaciones portuarias, en sus instalaciones y tecnologías y, eventualmente, el aumento de la infraestructura existente pero que, sus zonas de influencia y el nivel de competencia que existe con respecto a otros puertos privados, hacen recomendable su separación en empresas independientes entre sí.



			Agrega que, en el caso de los puertos de la Zona Norte, se requiere de una política destinada a situarlos como alternativas reales de comunicación hacia el Pacífico, de proyección de nuestra industria portuaria hacia la competencia internacional, para lo cual es indispensable que el país cuente con una empresa estructuralmente fuerte, con bajos costos y con posibilidades de ofrecer alternativas a los países de la región, para poder competir con otras alternativas portuarias.



			Expresa que los puertos de la Zona Sur deberán enfrentar el creciente aumento de la actividad exportadora, por las inversiones en áreas forestal, pesquera y minera, así como las posibilidades de integración económica con la región sur de Argentina, además de cumplir el insustituible rol de elemento integrador de nuestro territorio, proyectándose como la puerta de entrada al Continente Antártico, para lo cual requieren actuar como una sola empresa, minimizando sus costos operacionales.



			Indica que el Gobierno comprende el interés de algunas regiones por contar con empresas radicadas en sus propias ciudades, pero que es necesario prevenir problemas que podrían surgir en el sistema portuario nacional e incluso en las propias empresas, si fueran fundadas con un criterio mucho más desagregado que el propuesto y que, en la práctica, en aquellos casos donde las empresas tengan tuición sobre más de un puerto deberán llevar balances separados para evitar subsidios cruzados y aplicar los mismos instrumentos de planificación, gestión e inversión en todos ellos, por lo que no existirán diferencias en los objetivos y en el funcionamiento de las cinco empresas señaladas, que contarán con las atribuciones necesarias para resolver oportunamente los problemas de sus puertos, según sea su situación, recurriendo al aumento de su capacidad portuaria atrayendo inversiones para la construcción de nuevos frentes de atraque, o mejorar las instalaciones, mejorando sus conexiones con los centros productivos y distribuidores así como de sus sistemas de gestión operacional, promocionando sus potencialidades comerciales para aumentar la carga transferida y la oferta de servicios relacionados con su giro.



			Agrega que la autonomía de las empresas portuarias estatales garantiza la competencia al interior de los puertos, toda vez que si éstos se privatizaran y fueran administrados por un solo privado se generaría un impedimento para la participación del máximo posible de operadores portuarios interesados en ofrecer sus servicios, mecanismo esencial para lograr aumentos de eficiencia en los puertos estatales, y que resulta indispensable que las empresas se concentren en promover la competencia al interior de los puertos; procurando un trato no discriminatorio a los usuarios, velando porque no se limiten las posibilidades de desarrollo y expansión de los puertos, y en la preservación y fortalecimiento de los niveles de productividad, eficiencia y competividad en la operación portuaria.



			Para ello la propiedad de los terrenos de los recintos portuarios estatales, los frentes de atraque y, en general, la infraestructura estatal de uso estrictamente portuario no será privatizada, manteniéndose su carácter de uso público y permaneciendo como patrimonio de las empresas portuarias estatales, cuyo rol estratégico consistirá en atraer inversión privada y crear condiciones favorables para el desarrollo de mayores niveles de competencia en su interior.



			La autonomía de las nuevas empresas portuarias estatales incidirá positivamente para que las decisiones de sus directivos respondan a los problemas e intereses de cada una de ellas, las que además se caracterizarán por regirse por las normas de las sociedades anónimas, funcionando en un marco muy semejante al de las empresas privadas, sin que pierdan su carácter público y sin que dependan de instancias intermedias del aparato del Estado que pudieran afectar su funcionamiento.



			Agrega que los directorios de estas empresas estarán integrados por personas designadas por el Presidente de la República, que deberán garantizar idoneidad profesional, independencia frente a intereses corporativos que impidan el grado de autonomía que debe tener el Directorio para el cumplimiento de sus metas, conocidas públicamente a través del Plan de Gestión Anual, por lo que se establecen restricciones para sus miembros como, por ejemplo, no estar vinculadas con empresas del negocio marítimo o portuario, no ocupar cargos de responsabilidad pública, ni ser miembros de directivas gremiales o de partidos políticos.



			Señala el Mensaje que otro elemento esencial de la modernización lo constituye el cambio del régimen laboral, que pasa a regirse por el Código del Trabajo, el que califica como clave para el logro de los objetivos fijados para los puertos estatales, cuya misión tiene un carácter eminentemente económico, como es el generar condiciones para que su productividad influya positivamente en nuestra competividad como país, sin perjuicio de lo cual el Supremo Gobierno estima necesario e indispensable considerar los derechos de los trabajadores de la Empresa Portuaria de Chile, por un principio de justicia y reconocimiento a sus intereses, y también hacerlos partícipes del proceso, mediante la designación de un representante con derecho a voz, en el Directorio de cada empresa.



			Respecto a la relación ciudad puerto, expresa que la experiencia indica que cada vez es más importante que ella sea muy estrecha, pero resguardando las atribuciones y obligaciones de cada uno, para evitar que la administración diluya sus responsabilidades respecto al logro de sus metas aduciendo falta de independencia en sus decisiones, y para que sus decisiones, especialmente de asuntos relacionados con tarifas, cánones de arrendamiento, de concesión etcétera, se vean influidas por factores ajenos a la actividad portuaria propiamente tal.



			Agrega que resulta necesario evitar la participación de los municipios u otras instancias regionales en la propiedad o gestión de las empresas portuarias, que constituiría una traba al rol que deben cumplir las instancias de gobierno regional para resolver los conflictos que se presentan habitualmente entre la comunidad y el puerto, en que deben mantener una visión global e imparcial del desarrollo portuario de su ciudad o región, sin tener intereses directamente vinculados con la explotación del puerto, sino que más bien beneficiándose por los aportes que éste haga a la región, señalando que en la futura ley General de Puertos se propondrán mecanismos para que tal relación sea fluida y provechosa para los intereses de ambas partes, trátese de puertos privados o estatales.



			Señala que a fin de hacer posible la gradualidad del proceso, se requerirá de normas reglamentarias con un mayor grado de detalle que permitan corregir oportunamente los problemas propios de las especificidades de cada puerto, por lo que se ha estimado necesario que algunos aspectos, como la coordinación de los diversos entes públicos que tienen incumbencia en el funcionamiento del puerto, las normas y procedimientos para la realización de las licitaciones destinadas a otorgar concesiones, la elaboración del Plan de Gestión Anual y del Calendario Referencial de Inversiones, así como los procedimientos para la asignación de sitios, se establezcan por Decretos Supremos.



			Para iniciar el proceso se establece la formación de un directorio para la Empresa Portuaria de Chile, que iniciará el proceso de descentralización, preparando los instrumentos jurídicos y administrativos indispensables para la formación de las nuevas empresas autónomas, que concluirá sus funciones una vez puesta en marcha la última empresa portuaria.



			Finaliza el Mensaje expresando que, con este proyecto, el Gobierno inicia el proceso de modernización del sistema portuario estatal, adecuando su funcionamiento a las exigencias del comercio exterior, y a las condiciones que se están produciendo en la región, abriendo un proceso que nos permitirá ser una alternativa eficiente y segura hacia el Océano Pacífico, fortaleciendo nuestra presencia internacional.





DISCUSIÓN GENERAL



			Durante la discusión general del proyecto de ley en estudio, la Comisión escuchó los planteamientos del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, don Claudio Hohmann quien, además de reiterar las ideas e información contenida en el Mensaje, manifestó que Chile tiene un sistema portuario mixto, lo que es una singularidad en Latinoamérica y, en general, en el mundo; que se caracteriza por la existencia de puertos estatales administrados por una sola empresa, en este caso Emporchi, y puertos totalmente privados, que para operar sólo requieren de una concesión marítima, y que lo hacen con capitales privados y a su propio riesgo, señalando que en algunas cargas, las cargas de granel sólida y de líquido, la mayor parte de las transferencias en Chile se hacen por sistemas enteramente privados.



			Agregó que la oferta de carga general ha crecido, lo que ha motivado que el nivel de competencia entre puertos en Chile también aumente, produciéndose por primera vez en la historia reciente que en una región, la VIII, la oferta privada portuaria sea superior a la oferta estatal del puerto de San Vicente y Talcahuano, zona donde compiten varios puertos, entre ellos los de Coronel y Lirquén, que son puertos públicos que compiten por atraer demandas que antes tenía el puerto de San Vicente.



			Expresó que este es un escenario nuevo que sorprende en otros países, porque se tiende a creer que Chile es uno de los países en que solamente hay puertos estatales, a pesar de que el sistema es reconocido como un sistema notablemente privado porque la transferencia dentro del puerto, desde el buque a las explanadas o a los almacenes, se hace en un sistema competitivo de empresas privadas, y desde el exterior se le considera como un sistema estatal que ha alcanzado una notable participación privada, e incluso muchos en el extranjero hablan de la privatización del sistema portuario estatal chileno.



			Continuó su exposición señalando que, pese a lo anterior, la oferta es atomizada porque Chile no es un país con grandes puertos, los existentes son pequeños puertos separados por distancias algunas veces considerables, y casi todos tienen alta ocupación, particularmente en el caso de los puertos administrados por Emporchi.



			Indicó que la falta de grandes puertos se debe a condiciones geográficas del país, donde no hay grandes deltas como el Río de la Plata, ni existe una ventajosa costa con la capacidad de instalar grandes y complejos sistemas portuarios como, por ejemplo, Rotterdam y otros puertos europeos o de Estados Unidos de Norteamérica, agregando que casi ningún puerto chileno calificaría como un gran puerto a nivel mundial, siendo sólo conocidos por sus indicadores de eficiencia que son bastante notables.



			Enfatizó el hecho que la mayor parte de las actividades dentro de los puertos estatales, como la estiba y desestiba, desde hace mucho tiempo, desde el año 1981, son realizadas por el sector privado, lo que diferencia el sistema portuario chileno del de otros países de América del Sur, como Argentina, Colombia y Perú, que han experimentado recientes reformas precisamente porque toda esa actividad se concentraba en el Estado.



			Señaló que actualmente Emporchi realiza tareas de mantenimiento, asignación de sitios a los buques, almacenamiento, administración de los bienes comunes y de vigilancia, 



			Refiriéndose a los puertos públicos señaló que presentan ventajas de protección, dado que se encuentran en bahías naturales que fueron protegidas de las inclemencias climáticas con molos de abrigo, e incluso tienen ventajas de localización en relación a la red de accesos por estar enclavados en ciudades, que se han originado a su alrededor, señalando que dichas ventajas de localización y de acceso es un capital que el país quiere explotar de mejor manera.  Indicó que los puertos privados no siempre tienen estas ventajas, y que han surgido como explotaciones de localizaciones que en el pasado algunas empresas hicieron, siendo el puerto de Lirquén un ejemplo clásico que ahora vuelve a renovar la explotación portuaria.



			Indicó que para enfrentar un futuro de crecimiento de transferencias de exportaciones el sector estatal tiene una gran importancia estratégica, porque las exportaciones e importaciones en gran parte se transfieren a través de puertos.



			Manifestó que existen puertos del Estado, particularmente los localizados en el norte del país, donde hay poca o nula oferta privada para la carga de transferencia general, siendo puertos que deben recibir atención en relación con su desarrollo futuro, en especial respecto a su desarrollo de capacidad y de modernización tecnológica.



			Informó que la inversión privada en el sistema estatal es actualmente posible mediante contratos de operación, que son muy poco atractivos para el sector privado debido a que otorgan escasa posibilidad de gestión, y tampoco son atractivos para Emporchi porque le resultan onerosos.  Ello, agregó, se produce porque el sector privado invierte y recupera parte de su inversión, o su totalidad, a través de compartir la tarifa que Emporchi cobra, y cobra un porcentaje bastante elevado aunque no tiene una participación en su gestión, indicando que tal sistema sirvió para desarrollos de infraestructura, como la instalación de grúas, es decir, para modernización tecnológica, aunque existe acuerdo en que tal modalidad tiene escasa posibilidad de éxito para lograr la expansión y modernización de los puertos del Estado.



			Expresó que es un hecho conocido el que los puertos actualmente operan con una elevada tasa de utilización en períodos de mayor movimiento, con situación de congestión en algunos puertos y demoras que ocasionan problemas no menores para nuestro comercio exterior, los que se aminoran con niveles de eficiencia que son muy satisfactorios y reconocidos a nivel mundial, lo que se refleja en los niveles tarifarios.  Ello demuestra que no estamos frente a un sistema colapsado, un sistema con los problemas que tenía hasta hace poco el puerto de Buenos Aires, o los puertos de Perú y de Colombia, que son los casos más conocidos en Latinoamérica, que ni siquiera estamos realmente ante problemas actuales demasiado graves aunque, por ejemplo, las bajas tasas de transferencias en el caso de los contenedores en comparación a los niveles mundiales pone una nota de alerta, aunque existan todavía niveles razonables de transferencias.



			Continuó manifestando que el ejemplo de Buenos Aires hay que tomarlo con cautela cuando se utiliza para señalar que nuestros puertos están quedando atrás, ya que tal puerto tiene problemas no menores, que podrían compararse con la situación existente en Chile respecto al mercado de las comunicaciones telefónicas de larga distancia al iniciarse el sistema multicarrier, hecho que provocó tarifas artificialmente bajas producto de una durísima competencia.  Agregó que en dicho puerto se licitaron concesiones separadas para un negocio que no alcanza para todos, lo que ha provocado que una concesión quebrara, y otra se encuentra técnicamente quebrada, indicando que la existencia de tarifas extremadamente bajas que no sostienen el negocio no es lo que se busca en Chile, sino que se ha preferido buscar que las concesiones sean estables. 



			Indicó que es previsible que las tarifas de Buenos Aires el próximo año superen a las chilenas, pese a que Buenos Aires se ha beneficiado por una tremenda eficiencia tecnológica, debido a las inversiones que han permitido instalar las mejores grúas a nivel mundial y alcanzar tasas de transferencias superiores a 30 contenedores hora,  que son superiores a las de los puertos chilenos.



			Manifestó que el ejemplo de Buenos Aires debe servir para destacar la necesidad de acelerar reformas como las que plantea el Ejecutivo, pero que no hay que deducir de ello que estemos ante una situación de crisis, como la que existía en Ferrocarriles del Estado cuando el Parlamento modificó su régimen jurídico, ya que la Empresa Portuaria de Chile es una empresa sana financieramente, que genera utilidades, y que hoy es necesario buscar la formas de expandir y desarrollar la capacidad de los puertos estatales y modernizarlos tecnológicamente, proceso muy oneroso que consiste no sólo en dotarlos de grúas, sino que también adaptar el sistema portuario a la capacidad que debe tener un puerto moderno, que permita la rápida transferencia de contenedores.



			Expresó que el programa de Gobierno ha dicho que su política básica es que los puertos no se privatizarán, que el desarrollo de los puertos se realizará basado en la inversión privada, y que los puertos competirán entre ellos, para lograr los más bajos costos en beneficio de nuestro comercio exterior.



			Señaló que a nivel mundial predomina un esquema en que el dueño de una instalación, de un terreno, concesiona la explotación de ese terreno a privados bajo un sistema regulatorio que permita la competencia, sistema que opera en la generalidad de los puertos Europeos  y de Estados Unidos de Norteamérica, como por ejemplo en Hamburgo, que tiene decenas de terminales completamente privados, donde el sector privado opera bajo un sistema de concesión bastante menos riguroso que el nuestro, siendo el dueño del puerto el Estado o el municipio, y que se propone que en nuestro caso siga siendo dueño el Estado de Chile.



			Continuó expresando que este es el modelo que plantea el proyecto, adaptado a la realidad política administrativa de nuestro país y que el Gobierno, respetando su programa, no privatizará los puertos en el sentido más acentuado de la palabra, es decir, no venderá la unidad completa, y que propone este proyecto y propondrá una ley general de puertos para contar con un marco de actuación general donde la ley de puertos sea el instrumento que gobierna la operación de cualquier puerto, ya se trate de un puerto privado, de uno estatal administrado por una empresa autónoma o por Emporchi, o de un puerto concesionado a través de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, que son los tres posibles modelos portuarios que tendríamos en Chile.



			Señaló que la verdadera urgencia es atraer inversión privada para modernizar y aumentar la capacidad de los puertos administrados por Emporchi, lo que ha determinado que este proyecto se estudie con preferencia a una Ley General de Puertos.



			Indicó que hay que superar y modernizar el esquema de trabajo de Emporchi que hoy tiene puertos desde Arica hasta Punta Arenas, ya que es notorio que una gestión centralizada en Valparaíso no puede considerar con fineza las realidades tan distintas que existen entre lo que sucede en Arica, Iquique, Antofagasta o Coquimbo, y lo que sucede en Puerto Montt, Chacabuco y Punta Arenas, siendo la idea contenida en el proyecto que cada puerto se transforme en una unidad autónoma que según su propia realidad desarrolle sus potencialidades, desapareciendo la gran empresa nacional portuaria, y abriendo estos puertos a la competencia por atraer inversión privada y negocios, especialmente con países vecinos.



			Expresó que las exportaciones del país debieran crecer desde 13.500 millones de dólares correspondientes al año 1995 a un nivel de 20.000 millones de dólares el año 2000, lo que traducido a carga transportada significaría pasar de 38 millones de toneladas del año 1994 a 55 millones de toneladas el año 2000, lo que significa un 50% de incremento de la carga transferida en un plazo de entre cinco y siete años, situación que constituye un notable desafío para cualquier planificador portuario.



			Indicó que cualquier proyecto portuario no demorará menos en ejecutarse, y quizás el proyecto más rápido que se pudiera pensar no demorará menos de 2 o 3 años, de manera que se enfrenta una realidad extremadamente compleja, ya que no se podrá seguir trabajando sólo con los altos niveles de eficiencia con que el sistema portuario chileno lo hace hasta ahora, y será necesario expandir la capacidad de los puertos y modernizarlos tecnológicamente.



		Reiteró que los puertos se hicieron más eficientes desde el año 1981, por la alta competividad de las empresas de transferencias de porteo de estiba y desestiba, lo que logró sostener sin mayores expansiones de capacidad los altos niveles de transferencias que se han estado dando en el país, pese a lo cual ha llegado el momento en que la modernización tecnológica y la expansión de capacidad física será necesaria para enfrentar los altos niveles de crecimiento de la transferencias.



			Señaló que también ha crecido la oferta del sistema portuario privado con la incorporación del puerto Coronel, en la VIII región, la ampliación del puerto Lirquén y otros, con inversiones de varias decenas de millones de dólares, lo que indica que parte de este aumento de transferencia de cargas las asumirá la expansión del sistema portuario privado, aunque es indudable que gran parte de esta elevada transferencia la asimilará el sistema portuario estatal con los puertos como Valparaíso, San Antonio, Iquique, Antofagasta, Arica, porque en algunos casos no existen alternativas, o porque para determinadas cargas el país puede ganar más utilizando esa infraestructura portuarias que creando nuevas.



			Continuó indicando que si toda este incremento de transferencia la asumieran los puertos privados, porque no se incrementa la capacidad de los puertos estatales, se desaprovecharía una capacidad portuaria y una red de accesos ya instalada, que es posible explotar en su máximo potencial si se atraen a los puertos del Estado los recursos privados necesarios para las ampliaciones y modernizaciones tecnológicas que requieren urgentemente.



			Continuó expresando que a diferencia de otras empresas del Estado, como el Metro o Ferrocarriles, Emporchi tiene una planta de funcionarios, con inamovilidad, y sometidos al estatuto administrativo, lo que no permite realizar reducciones de personal, a diferencia de las empresas señaladas que son sociedades anónimas que funcionan con dotaciones libres.



			Además, indicó que en el caso de Ferrocarriles el Parlamento dictó una ley para permitir la salida de personal sin ocasionar costos sociales extremos, y que uno de los puntos centrales del proyecto es la transferencia de los trabajadores del sistema del estatuto administrativo al régimen laboral común, para lo cual un capítulo de la ley regula la materia, estableciendo cómo se cautelan los derechos de los trabajadores, qué compensación recibirán, etc., lo que consideró un aspecto central del proyecto, debido a que el sistema portuario estatal no puede sobrevivir con una mayor carga como consecuencia de sobredotaciones, que la de los puertos privados, cuyas plantas dotacionales están bien ajustadas. 



			Refiriéndose a la fórmula empleada en el proyecto para permitir concesionar ya sea un sitio o un frente de atraque, indicó que la denominación y la caracterización de frente de atraque dice relación con la distribución física del Puerto, ya que el sitio es la unidad mínima para atender al menos un barco, y que un frente de atraque puede estar compuesto uno, dos o más sitios dependiendo del puerto, expresando que, por su parte, un terminal portuario puede tener muchos sitios y constituir varios frentes de atraque, y eso tiene que ver con la distribución física del puerto, y que cada puerto tendrá su propio plan maestro, en el que estarán claramente determinada la forma de concesionar de acuerdo sus necesidades y potencialidades.



			Manifestó que el proyecto define frente de atraque como la infraestructura de un puerto que corresponde a un modulo operacionalmente independiente, a esto me he estado refiriendo, con uno o varios sitios y sus correspondientes áreas de respaldos cuya finalidad es el atraque de buques esencialmente para operaciones de transferencias de cargas o descargas de mercaderías u otras actividades de naturaleza portuaria.



			Señaló que nuestros puertos se parecen y son pequeños.  La entrada de los barcos es única para todos, razón por la que el proyecto contempla reglamentos comunes para la operación de las naves, a fin de evitar que producto de la discrecionalidad en el manejo de la circulación se favorezca la explotación del frente de atraque de un determinado concesionario.



			Finalmente, y desde otro punto de vista, expresó que era necesario diferenciar el problema de los puertos estatales administrados por Emporchi, de los problemas relacionados con el uso del borde costero.



			En tal sentido, indicó que el primer problema se origina en que los puertos estatales están empezando a congestionarse, y deberán enfrentar crecimientos de transferencias de cargas sin posibilidad que la Empresa invierta en ellos, porque el programa de Gobierno no considera destinar más recursos del Estado en su desarrollo, y sin que exista un mecanismo de concesión que permita atraer inversión privada.



			Concluyó señalando que el segundo de los problemas, relativo al uso del borde costero, es un problema más complejo e interdisciplinario que deberá abordar la Ley General de Puertos.   Por ejemplo, señaló, para toda bahía existen distintos usos posibles, como una destinación portuaria, un puerto pesquero, su uso para el turismo, y otros usos urbanos, agregando que el Ejecutivo se encuentra elaborando un anteproyecto de Ley General de Puertos, en el que se debe considerar no sólo al Ministerio de Transportes, sino que al de Obras Públicas o al de Defensa, a través de la Subsecretaría de Marina, lo que puede significar que el proyecto sea ley en dos o tres años, plazo muy largo de esperar para solucionar los problemas que deben afrontar los puertos que administra Emporchi, por lo que ha resultado necesario tratar este proyecto en forma aislada.



- - - - - - 



			La Comisión, luego de escuchar la exposición del señor Ministro, las intervenciones de las personas señaladas al inicio de este informe y teniendo presente los antecedentes verbales, legales y técnicos entregados a la Comisión, procedió a votar la idea de legislar, la que se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Hormazábal, Mc Intyre y Otero.



			El H. Senador señor Mc Intyre señaló que votaría favorablemente la idea de legislar, teniendo presente que podría ser necesario agregar normas no consideradas que, aunque pudieran incluirse en la futura Ley de Puertos, resulte conveniente incorporar en esta ley.



			Agregó que, en todo caso, es necesario tener presente que una ley no puede garantizar el desarrollo de los puertos, pues el mismo depende de factores y situaciones ajenos a la actividad portuaria, e incluso ajenos al ámbito y competencia de una ley.



			Señaló que cada puerto tiene sus particulares circunstancias, sus ventajas y desventajas, que no las establece ni modifica una ley, y que las mismas pueden variar de acuerdo a nuevos hechos que el proyecto no puede prever, sin perjuicio de lo cual concuerda en la creación de las empresas autónomas para una mejor administración de los puertos estatales, que permita desarrollar sus actuales potencialidades.



			Refiriéndose a la misma materia, el H. Senador señor Otero señaló que concurriría a la aprobación de la idea de legislar, haciendo presente que su decisión definitiva sobre la materia podría variar según las modificaciones que sea posible introducir al proyecto, por estimar que su actual texto no solucionará integralmente los problemas tenidos en vista, añadiendo que para lograr tal propósito debieran agregarse nuevas disposiciones.



			Expresó que consideraba ilusorio pretender que el proyecto solucione la situación de los puertos, si al mismo tiempo no se coordinan las actividades de otros sectores y se consideran materias tales como sus vías de acceso, o el que los planos reguladores de las ciudades puertos contemple terrenos donde realizar las actividades de servicio con él relacionadas.



			Agregó que la solución planteada supone la existencia de empresas que contarán con las condiciones indispensables para generar competencia y actuar con eficiencia, para lo cual no basta con licitar frentes de atraque o mejorar las instalaciones portuarias si el problema se traslada, por ejemplo, a sus vías de acceso, razón por la cual esperaba que el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones coordine con los demás Ministerios relacionados con la materia, de acuerdo a la discusión de la iniciativa, para que mediante el ejercicio de la exclusiva iniciativa presidencial se incorporen disposiciones que constituyan esta ley en el marco que permita el adecuado funcionamiento de los puertos en forma separada, 



			Indicó que si los puertos son ineficientes esto afecta de distinta forma a las importaciones y a las exportaciones.  En el primer caso, agregó, los consumidores de los productos importados son afectados al pagar más caro por dichos productos y, en el segundo, nuestros productos de exportación se encarecen y pierden competividad en el mercado internacional, lo que es particularmente grave si se considera que nuestro desarrollo económico actual se encuentra íntimamente ligado al éxito de nuestro comercio internacional, y que de dicha actividad depende una parte creciente de nuestra población.



			Señaló que el sector privado invertirá en una actividad económica productiva porque le es rentable, sea porque la actividad en sí es productiva o porque ella permite una mayor rentabilidad en otra actividad, como en la actividad exportadora, estimando que ello será posible si existen reglas similares en los distintos puertos que permitan competencia, y en la medida que el Estado no compita con los particulares y se limite a regular y controlar, sin realizar o prestar servicios cuando es posible hacerlo por parte del sector privado.



			Al fundar su voto el H. Senador señor Hormazábal manifestó que aprobaría la idea de legislar, aunque hacía presente sus reservas respecto a la propuesta contenida en el proyecto. 



			Indicó que se propone crear nueve empresas autónomas del Estado que con su actividad podrían convertirse en empresas eficientes pero que, de acuerdo a los documentos que ha analizado, la posibilidad de competencia entre los puertos es una materia de gran complejidad.



			Señaló que, por ejemplo, le sorprendió que se estimará que los cuatrocientos kilómetros, que separan a los puertos de Coquimbo y Valparaíso, resultarían insignificantes para quien envía mercadería a nuestro país desde el Oriente del océano Pacífico en atención a la inmensidad de las distancias, ya que otro análisis indicaría que el remitente de la mercadería preferiría desembarcar sus mercaderías en los puertos de Valparaíso o de San Antonio, en atención a que se encuentran a 117 kilómetros de cinco de los catorce millones de habitantes y potenciales consumidores del país, agregando que en tal caso aunque Coquimbo fuere la empresa autónoma más eficiente no le será posible cambiar esa realidad.



			Manifestó que si se menciona el efecto que sobre el puerto de Coquimbo podría tener la habilitación del paso de Aguas Negras, que depende de si el Ministerio de Obras Públicas está en condiciones de invertir más para mejorar esa vía que el Gobierno considera como uno de los 12 pasos prioritarios, o si se habla de la aspiración de los agricultores de la zona por una adecuada regulación en materia fitosanitaria entre el Servicio Agrícola y Ganadero y su par argentino, o si se analizan los efectos en la actividad de los propios chilenos derivados de una eventual salida de los productos de San Juan o Córdova por el puerto de Coquimbo, debe concluirse que son todas materias que no será posible resolver ni al mejor Gerente General ni a la empresa más eficiente en forma autónoma. 



			Agregó que existen diversas materias que deberán analizarse detenidamente como, por ejemplo, que las empresas autónomas tendrían que ofrecer sus productos y venderlos para lo cual deberían crear departamentos de comercialización y de marketing, pudiendo tales funciones radicarse en un ente central, así como se mantuvieron centralizados algunos elementos claves en Codelco,  pues así como hay razones fundadas para darles el carácter de empresas autónomas y dinamizar su tarea, también hay motivos para estimar más adecuado que un representante común ofrezca el servicio de los distintos puertos del país.



			Por su parte, el H. Senador señor Hamilton señaló que aprobaba la idea de legislar sobre la materia, haciendo presente que estimaba que la idea matriz del proyecto es modificar la ley Emporchi y regular el manejo de los puertos del Estado, lo que no excluye la posibilidad de incorporar otras materias mediante la iniciativa del Ejecutivo, ya que todo lo que dice relación con la creación de instituciones públicas, comprometer el erario nacional o modificar las atribuciones de Empresas del Estado, entre otras, es materia de exclusiva iniciativa del Presidente de la República.



			Agregó que el proyecto transforma los distintos puertos del Estado en Empresas Autónomas del Estado, desapareciendo la actual Emporchi,  sin que por el momento exista una autoridad clara que determine una política portuaria, la fiscalice, o supervigile la actividad de estas empresas en sus puertos, lo que encierra el peligro de que un puerto destinado a granel compita en carga de contenedores, o viceversa, y se desaprovechen las inversiones realizadas por el Estado.



			Señaló que era partidario de la existencia de puertos autónomos, que compitan y que no hayan subsidios cruzados entre ellos, pero que le preocupa que el Estado entregue en concesión los puertos y pierda el control de los mismos, ya que es posible que algunos problemas no puedan resolverse sólo por las leyes económicas del mercado.



			Manifestó que, haciendo un símil, si un particular es dueño de una serie de puertos y decide hacerlos competir, no por ello renunciará a controlar lo que ocurre con los mismos ni a resolver las fallas que detecte en sus operaciones, o a ofertar sus servicios, agregando que si lo que busca el proyecto es que los puertos estatales sean tan competitivos como los privados debiera dárseles un tratamiento similar, determinando algunas reglas uniformes para todos ellos y estableciendo una autoridad portuaria que tenga la vigilancia superior, que fije la política general que cada empresa autónoma aplicará libremente, y que juzgue el funcionamiento de los respectivos directorios, sin que ello implique la creación de una gran burocracia.



			Expresó que si estas empresas autónomas fueran de una empresa privada, cuya eficiencia y productividad se busca atraer, las mismas se manejarían independientemente pero, en definitiva, sus dueños decidirían las políticas a seguir, por lo cual estima necesario que el dueño, en este caso el Estado, tenga alguna expresión no para quitarles autonomía sino para conocer que está pasando en cada puerto, si es correcto su funcionamiento o si el mismo es erróneo, ya que si el Directorio es nombrado por el Presidente de la República no le parece conveniente que sólo ante un escándalo o un fracaso el Ejecutivo sepa lo que está ocurriendo y pueda adoptar las medidas del caso.



			En consecuencia, el H. Senador señor Hamilton expresó su voluntad de apoyar el proyecto y solicitó al señor Ministro que el Gobierno incluyera en él, tres indicaciones: a) Una, relativa a qué autoridad del Estado será la encargada de velar por el buen funcionamiento de las empresas autónomas; b) La posibilidad de que dichas empresas puedan, para fines inmobiliarios u otros, enajenar inmuebles dentro del área portuaria que no estén destinados necesariamente a dicha actividad, y c) Que se reponga el artículo 4º transitorio del proyecto considerado por la H. Cámara de Diputados, relativo a la previsión de los trabajadores portuarios que quedan excluidos, y que no fue aprobado por dicha Corporación por falta de quórum.



			Finalmente, el H. Senador señor Cooper manifestó su opinión en el sentido que la idea matriz del proyecto es la existencia de la urgente necesidad de modernizar el sector portuario, materia que preocupa al país porque puede afectar su desarrollo económico futuro, razón que lo lleva a aprobar la idea de legislar como una contribución a la búsqueda de una solución al problema, sin que ello importe acuerdo con la forma o el fondo de la solución planteada por la iniciativa, debido a que comparte la inquietud antes expresada en el seno de la Comisión, en el sentido que podría resultar necesario incorporar nuevas materias, pues la realidad considerada al presentarse el proyecto podría no corresponder exactamente a la realidad actual.



			Agregó que le causa preocupación lo que podría ocurrir durante la transición que se producirá entre el actual sistema y el que contempla el proyecto, debido a que algunos puertos, como por ejemplo el Puerto de Coquimbo, partirán con la desventaja de no contar con un equipamiento moderno, debido a que no reciben aportes desde hace mucho tiempo, precisamente porque su escasa utilización desincentiva la inversión que podría generar mayor actividad, señaló que las actuales tarifas de algunos puertos reflejan subsidios, por lo que estima posible que algunos puertos requieran de una especial ayuda en su etapa inicial, materia que no se encuentra expresamente regulada en el actual proyecto. 



			Como se señaló anteriormente sometida a votación la idea de legislar, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Hormazábal, Mc Intyre y Otero. 

 - - - - -



DISCUSIÓN PARTICULAR



			El proyecto de ley aprobado por la H. Cámara de Diputados que moderniza el sector portuario estatal se desarrolla en 49 artículos permanentes y 7 transitorios, encontrándose las disposiciones permanentes distribuidas en tres Títulos y un Título final.



			Las disposiciones anteriores se pasan a analizar a continuación, en forma detallada, siguiendo el mismo orden en que aparecen en el proyecto de la H. Cámara de Diputados, efectuado para ello una breve descripción del contenido de cada una de ellas, de las principales observaciones formuladas por los miembros de la Comisión sobre el particular, y de los acuerdos adoptados a su respecto.



ARTICULO 1º



		Se refiere a la creación de nueve empresas autónomas del Estado, las que serán continuadoras legales de la Empresa Portuaria de Chile en todas sus atribuciones, derechos, obligaciones y bienes, sin perjuicio de las disposiciones que establece esta ley. Este artículo, a través de los siguientes 9 numerales, indica el nombre de las empresas portuarias, el puerto donde operarán y señala su domicilio legal: 1) Empresa Portuaria Arica, 2) Empresa Portuaria Iquique, 3) Empresa Portuaria Antofagasta, 4) Empresa Portuaria Coquimbo, 5) Empresa Portuaria Valparaíso, 6) Empresa Portuaria San Antonio, 7) Empresa Portuaria Talcahuano-San Vicente (tendrá domicilio en Talcahuano), 8) Empresa Portuaria del Sur (operará en Puerto Montt y Puerto Chacabuco y tendrá domicilio en Puerto Montt), y 9) Empresa Portuaria Austral (operará en Punta Arenas en el terminal de transbordadores de Puerto Natales y tendrá domicilio en Punta Arenas).



			Sometida a debate esta norma se discutió si deberían crearse nueve o diez empresas o menos y, además, se señaló que existiría un problema de redacción, en el sentido que debería cambiarse el que las empresas son continuadoras legales de Emporchi en todas sus atribuciones, derechos, obligaciones y bienes por el que son sucesoras en las atribuciones, derechos, obligaciones y bienes, que se determinan en el artículo 6º transitorio, porque no son en conjunto las sucesoras sino que son separadamente, de acuerdo a la asignación que se les hace en dicho artículo transitorio.



			El H. Senador señor Mc Intyre señaló ser partidario de crear la empresa Chacabuco en forma independiente porque considera que merece autonomía, que ésta es la oportunidad para dársela, que tiene mérito suficiente para ser independiente y que dada las grandes distancias entre Puerto Montt y Chacabuco y la necesidad de una comunicación rápida, todo aconseja su creación.



			Los HH. Senadores señores Hamilton y Cooper, se manifestaron partidarios de la creación de la empresa Portuaria Chacabuco.



			El H. Senador señor Otero manifestó que él no se inclina por crear un gran número de empresas portuarias sino que es partidario de la idea primitiva del Gobierno de que deberían crearse empresas portuarias regionales, porque se crean en la región los concejos regionales, los fondos son regionales, es la región la que debe actuar como un solo todo, y  el interés de la región está por sobre el interés particular de un sector determinado. Cree que esto está relacionado fundamentalmente con el objeto que va a tener la empresa. Si la posición es que las empresas van a poder explotar en los puertos y van a poder hacer lo que hace Emporchi hoy día es mejor una empresa por puerto. Si la idea es que el trabajo en los puertos lo hagan los particulares y se concesionen los puertos, la empresa debería ser regional porque está fiscalizando, controlando y tiene el mismo criterio para medir lo que está ocurriendo en los puertos de su región.



			En este sentido, formuló indicación para volver al concepto del Ejecutivo de que existan empresas de acuerdo a la región sobre la base de su planteamiento, es decir, que las empresas son meramente fiscalizadoras, reguladoras y administradoras de los espacios comunes pero no son empresas destinadas a operar comercialmente los puertos, aún cuando lo puedan hacer transitoriamente mientras se realiza el proceso.



			En votación la indicación del H. Senador señor Otero, fue rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Mc Intyre y por su aprobación el H. Senador señor Otero.



			El Ejecutivo, acogiendo la opinión de la Comisión envió una indicación que crea la Empresa Portuaria Puerto Chacabuco, indicación sustitutiva del artículo 1º que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Mc Intyre.



ARTICULO 2º



			Señala que cada una de las empresas que se crean será una empresa del Estado, autónoma, con personalidad jurídica y patrimonio propio, de duración indefinida, y se relacionarán con el Gobierno por intermedio del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.



			Durante la discusión de este artículo el H. Senador señor Otero propuso sustituirlo por otro que señala que las empresas a que se refiere el artículo 1º son personas jurídicas de derecho público, constituyen una empresa autónoma del Estado con patrimonio propio, de duración indefinida y se relacionarán con el Gobierno por intermedio del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.



			Fundamentó su indicación señalando que la nueva redacción clarifica que estas empresas “son” y no “serán” porque se están constituyendo por ley y no se van a constituir a futuro y son personas jurídicas de derecho público. Añadió que el hecho de ser una empresa del Estado no significa que sea persona jurídica de derecho público, ya que pueden haber empresas del Estado que estén constituidas como sociedades anónimas y son empresas del Estado si el Estado tiene un 51% del capital.



			En votación la sustitución de este artículo, en la forma anteriormente señalada, vuestra Comisión, por la unanimidad de sus  miembros presentes, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Mc Intyre y Otero, acordó su aprobación.



			Finalmente, el H. Senador señor Hamilton  destacó la conveniencia de que exista una autoridad superior que esté sobre estas empresas y que fiscalice su buen funcionamiento.



ARTICULO  3º



			Indica que para todos los efectos legales, estas empresas, así como los puertos y terminales que administren de su competencia , prestarán servicios en forma continua y permanente y serán de uso público.



			Durante la discusión de esta norma surgieron dudas acerca del alcance de este precepto, señalándose que esta disposición confunde dos cosas que son distintas. Una, es el funcionamiento de la empresa que no se necesita decir que es permanente porque desde el momento que es indefinida cumple su propósito y lo otro es que hay que establecer aquí  que  los puertos y terminales prestarán servicio en forma permanente, que estarán abiertos a todos.



			En mérito a lo anteriormente expuesto vuestra Comisión, con el objeto de precisar el alcance de este artículo, le introdujo enmiendas formales y acordó sustituirlo por otro que señala que los puertos y terminales que administren las empresas autónomas serán de uso público, de conformidad a las normas de esta ley, y prestarán servicios en forma continua y permanente.



			Vuestra Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Mc Intyre y Otero, sustituir este precepto en la forma anteriormente señalada.





ARTICULOS 4º y 5º



			El artículo 4º establece que las empresas autónomas  tendrán por objeto: la administración, explotación, desarrollo y conservación de los puertos y terminales de su competencia, de los bienes que posean, incluidas todas las actividades conexas inherentes al ámbito portuario necesarias para el debido cumplimiento de éste y podrán efectuar todo tipo de estudios, proyectos y ejecución de obras de construcción, ampliación, mejoramiento, conservación, reparación y dragado en los puertos y terminales de su competencia. Podrán prestar servicios a terceros relacionados con su objeto.



			A su vez, el artículo 5º, dispone, en su inciso primero, que las prestaciones de los servicios de estiba, desestiba, transferencia de la carga desde el puerto a la nave y viceversa, y el porteo que señala, podrán ser realizados por las empresas autónomas sólo por intermedio de particulares, debidamente habilitados. En su inciso segundo, se permite a las empresas autónomas para que en subsidio de los particulares efectúen los servicios de transferencia y porteo, y en su inciso tercero, se faculta a dichas empresas para realizar la función de porteador de tráfico internacional cuando ello les sea requerido por el Estado en las condiciones que señala, pudiendo ejercer, además, el cargo de agente de aduana. 



			Vuestra Comisión acordó debatir estos artículos en forma conjunta por estar íntimamente relacionados. Estas normas fueron objeto de un amplio debate en el seno de la Comisión. 



			Se destacó la importancia de estos artículos y se planteó que el objeto de las empresas debe ser lo suficientemente amplio como para permitirles operar un puerto, con el ánimo, a su vez, que se pueda concesionar. Se recordó que este proyecto de ley señala a la empresa autónoma  que no puede hacer ciertas cosas sino a través de terceros y, en particular, no puede invertir sino a través de terceros en lo que es infraestructura y modernización. Se enfatizó que de no tener las empresas un objeto amplio, podrían verse limitadas las concesiones.



			Se agregó que estos artículos abordan una materia que dice relación con la orientación que se le quiere dar al proyecto de ley y que depende de dicha orientación el que estos artículos pudieran tener una forma u otra. Si la intención es transformar a estas empresas en administradoras de concesiones o si el objetivo es facultar a las empresas para realizar concesiones de manera amplia y cuando la iniciativa del sector privado lo demande. Se indicó que de restringirse el objeto se estaría limitando la posibilidad de realizar inversiones sólo por la vía de concesiones. Se agregó que estas empresas deberán ser capaces de cumplir las funciones que les permitan explotar un puerto en forma completa, haciendo estudios, eventualmente realizando obras, porque es posible que en algunos casos los procesos de concesionamiento no sean factibles. Asimismo se indicó que lo más importante no sería discutir la definición sino que las limitaciones u obligaciones que se le imponen a las empresas.



			Por otra parte se señaló que la idea que tiene esta ley es posibilitar la inversión de capitales privados, traspasar al sector privado todo lo que signifique los servicios que deben prestar los puertos. Por lo tanto, cuando se señala el objeto de estas empresas, el objeto de ellas de acuerdo a ese concepto es que van a efectuar todo tipo de estudios, proyectos y ejecución de obras de construcción, ampliación, mejoramiento, conservación, reparación y dragado de los puertos y terminales de su competencia. Se puede licitar con la obligación del concesionario de hacer ciertas obras o con la obligación de mantenerlas. La empresa tiene como función licitar y controlar las licitaciones y administrar los espacios comunes en forma absolutamente objetiva, no discriminatoria, entre las distintas concesionarias o usuarios del puerto. No es función primordial de la empresa explotar estos servicios. El que licita el puerto es el que administra todo lo que va a hacer. Excepcionalmente la empresa  si no hay interesados o no se puede licitar o caduca una concesión podrá explotar un recinto portuario únicamente mientras se procede a la nueva licitación. Además, las empresas autónomas podrán invertir con recursos propios  en la construcción y desarrollo de nuevos frentes de atraque en caso de no haber interesados o cuando las ofertas no se adecuen a las bases. Finalmente, las empresas sólo podrán obtener créditos, subsidios, fianzas o garantías del Estado o de cualquiera de sus organismos, entidades o empresas, sino en los casos en que ello fuere posible para el sector privado y en iguales condiciones.



			Respecto del artículo 5º se criticó la redacción de esta disposición que hace una enumeración: estiba, desestiba, transferencia de la carga, porteo, etc. y después dice que son el objeto de las empresas autónomas, en circunstancias que no lo son. Los puede hacer en razón de que no ha podido licitar o de que no hay interés del sector privado pero no es el objeto de la empresa. También se cuestionó el que diga “podrán ser realizadas por éstas sólo”, lo que constituye un error semántico porque el “podrán” es facultativo y no imperativo y como estas empresas tienen que dar servicio permanente tendría que decir “deberán” por intermedio de particulares debidamente habilitados para dicho efecto.



			Se enfatizó que esta es una ley homogénea que trata de la misma manera a todos los puertos de Emporchi, que nunca se pensó en crear empresas autónomas concesionadoras sino que de objeto amplio, que posiblemente dos o tres de estas empresas autónomas definidas en el artículo 1º van a seguir siendo administradoras, explotadoras y desarrolladoras del puerto y no van a poder reemplazar esa función o delegarla, de manera que es necesario definirles un objeto amplio para concesionar aquello que es necesario concesionar o puede ser concesionado en muchos puertos. 



			Se recordó que de toda la documentación recibida por la Comisión una de las dudas precisamente es el fantasma de que en cualquier momento Emporchi empiece a operar los puertos y haga una competencia desleal.



			Estas fueron, en síntesis, las principales observaciones que se hicieron durante la discusión de los artículo 4º y 5º.



			En seguida, vuestra Comisión sometió a votación las siguientes indicaciones:



			- Del H. Senador señor Hormazábal  para eliminar la expresión "Frente de atraque" donde corresponda y reemplazarlo por "sitio" o "sitios".



			Se explicó que se define  “sitio” como aquella porción del frente de atraque destinada a la atención de una nave. Mientras que “frente de atraque” es la infraestructura de un puerto y corresponde a un módulo operacionalmente independiente con uno o varios sitios. Hay una diferencia entre un conjunto de sitios que constituyen un frente y un sitio que es más pequeño y puede atender una sola nave.



			Sometida a votación esta indicación fue rechazada por 2 votos en contra y uno a favor. Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Cooper y Otero y por su aprobación el H. Senador señor Hormazábal.



			- Del H. Senador señor Otero para sustituir el artículo 4° por el siguiente:



			“Artículo 4º.- El objeto de las empresas autónomas será la realización de estudios, proyectos y ejecución de obras de construcción, ampliación, mejoramiento, conservación, reparación y dragado en los puertos y terminales de su competencia, la licitación de frentes de atraque y servicios portuarios en los mismos, la administración de los espacios y servicios comunes y la fiscalización y control de las concesiones que se otorguen.



			Además, administrarán y explotarán los recintos portuarios y terminales de su competencia en las condiciones establecidas en los artículos 5°, 17 inciso 1°, y 18.”



			Respecto de las indicaciones presentadas por el H. Senador señor Otero a los artículo 4º y 5º del proyecto, el H. Senador señor Hormazábal dejó constancia de su opinión en el sentido que las mismas son inconstitucionales.



			Señaló que así las estima de acuerdo a lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 62 en relación al Nº 10 del artículo 60, y por el Nº 2 del artículo 62.



			La primera de estas normas, agregó, entrega a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República las leyes que fijen las normas sobre enajenación de bienes del Estado o de las municipalidades y sobre su arrendamiento o concesión, y la segunda, reserva a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República las normas legales que dicen relación con la creación de nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales o semifiscales, autónomos de las empresas del Estado o municipales, suprimirlos, y determinar sus funciones y atribuciones.



			Por su parte, el H. Senador señor Otero manifestó que en su opinión las indicaciones no vulneran los preceptos constitucionales citados ya que se enmarcan dentro de la proposición del Ejecutivo, y las facultades de los parlamentarios de modificar los proyectos de ley durante su trámite.



			Agregó que, además, las normas propuestas no crean nuevas empresas ni amplían sus funciones, sino que por el contrario, las limitan, lo que constituye una modificación propia del trámite de la ley, proceso que no se circunscribe sólo a la aprobación o rechazo global de las iniciativas del Ejecutivo.





			Por su parte, el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones manifestó su opinión contraria a la eliminación de la función que como explotación se propone en el proyecto del Ejecutivo y de la H. Cámara de Diputados, señalando que limita severamente la administración de un puerto ya que, aunque sean concesionados todos los frentes de atraque de una empresa autónoma para su administración por el sector privado, siempre será necesario para ellas el preocuparse de otras actividades, como el uso o explotación de los bienes, obras o espacios comunes para los concesionarios.



			Agregó que a fin de limitar las labores que pueden realizar las empresas autónomas el proyecto considera que la explotación no comprenderá los servicios de estiba, desestiba, transferencia de la carga a la nave y viceversa, y el porteo en los recintos portuarios, lo que sumado a otras limitaciones como las que establecen que el desarrollo de infraestructura portuaria se realizará por concesiones hace innecesario mayores restricciones.



			Es por ello, terminó señalando, que el proyecto contempla para las empresas autónomas un objeto más amplio que lo propuesto en la indicación, pero restringido a lo necesario para hacer posible el funcionamiento adecuado de los puertos, que podría verse afectado por las modificaciones planteadas en las indicaciones en estudio. 



			Vuestra Comisión, por 3 votos a favor y 1 en contra, aprobó esta indicación. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero y por su rechazo el H. Senador señor Hormazábal.



			- Del H. Senador señor Hormazábal para reemplazar en el inciso primero, del artículo 5º,  la palabra "sólo" por "o".



			Esta indicación fue rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero y por su aprobación el H. Senador señor Hormazábal.



			- Del H. Senador señor Hormazábal para eliminar el inciso segundo, del artículo 5º.



		Esta indicación fue rechazada por la misma votación anterior.



			- Del H. Senador señor Otero para sustituir el artículo 5° por el siguiente:



			“Artículo 5º.- La prestación de servicios de estadía, atraque, estiba, desestiba, transferencia de la carga desde el puerto a la nave y viceversa, porteo y almacenaje en los recintos portuarios, deberán ser realizados exclusivamente por particulares, en virtud de concesiones licitadas públicamente.  La Empresa no podrá, por motivo alguno, convertirse en competidora de los servicios y frentes de atraque licitados a particulares, en los puertos y terminales de su competencia.



			Ello no obstante, la Empresa podrá prestar directamente estos servicios intertanto no se efectúen las licitaciones respectivas, conforme a los calendarios, establecidos en esta ley.  Asimismo, en el evento que efectuada la licitación no se adjudiquen todos los frentes de atraque o servicios licitados o que una concesión caduque por cualquier causa, podrá hacerlo únicamente mientras se procede a la nueva licitación.  En todo caso, el tarifado que cobre por estos servicios no podrá ser inferior al que la Empresa estaba cobrando al momento de la licitación inicial.”.



			Esta indicación fue votada por inciso.



			En discusión el inciso primero, se reemplazó la frase “en virtud de concesiones licitadas públicamente” por “debidamente habilitados”.  



			En votación este inciso con la enmienda señalada, vuestra Comisión lo aprobó por 3 votos a favor y uno en contra. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero y por su rechazo el H. Senador señor Hormazábal.



			En discusión el inciso segundo, se sustituyó su oración final “En todo caso, el tarifado que cobre por estos servicios no podrá ser inferior al que la Empresa estaba cobrando al momento de la licitación inicial.” Por la siguiente: “La correspondiente licitación deberá efectuarse con la anticipación necesaria para que no exista solución de continuidad entre ambas concesiones.”.



			En votación este inciso con la enmienda señalada, fue aprobado por tres votos a favor y dos en contra. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero y en contra los HH. Senadores señores Hamilton y Hormazábal.





ARTICULO 6º



			Señala el lugar donde las empresas ejercerán sus funciones: en los recintos portuarios, terrenos, obras fiscales e instalaciones que administren, sin perjuicio de las facultades y atribuciones que otorga el ordenamiento jurídico vigente a las entidades que indica: Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante y a los demás servicios públicos.



			Durante la discusión de este artículo vuestra Comisión tuvo a la vista los planteamientos de la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante quien expresó que esta disposición en cuanto dispone que las empresas autónomas ejercerán sus funciones en los recintos portuarios, sin perjuicio de las facultades y atribuciones que otorga el ordenamiento jurídico vigente al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, a la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, y a los demás servicios públicos” no altera la coordinación que por expreso mandato del artículo 91 de la Ley de Navegación, se entrega en los puertos marítimos, fluviales y lacustres, a la Autoridad Marítima. .



			Vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Hormazábal y Otero, aprobaron este artículo en los mismos términos que viene formulado.





ARTÍCULO 7º



			Este artículo consta de dos incisos.



			Su inciso primero permite que las empresas autónomas realicen su objeto directamente o a través de terceros, en este último caso mediante el otorgamiento de concesiones portuarias, contratos de arriendo, o constituyendo sociedades anónimas con personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, sociedades que no podrán tener por objeto la administración o explotación de frentes de atraque, sujetándose para todos los efectos legales posteriores a su constitución por las normas aplicables a las sociedades anónimas abiertas.



			Su inciso segundo determina las funciones que las empresas autónomas deberán realizar directamente, las que señala en seis numerales.



			El número 1 se refiere a la elaboración y supervisión de la aplicación del reglamento de uso de frentes de atraque, determinación de rendimientos mínimos en la transferencia y porteo, y de los lugares de almacenamiento de mercaderías, cuando corresponda.



			Su número 2 señala que le corresponde el resguardo de los criterios técnicos de prioridad, rendimientos y operativos en la atención de naves, mercancías y pasajeros. 



			El número 3 se refiere a la función de administración y explotación de los bienes comunes y reglamentación de su uso.



			El número 4 a la fijación de tarifas por los servicios que preste, y por el uso de los bienes que explote directamente.



			Su número 5, a la función de coordinación de agentes y servicios públicos que operen al interior del recinto portuario, de acuerdo al artículo 44. Dicho artículo determina que por decreto supremo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, y el o los Ministros que corresponda, se establecerán las normas que regirán la coordinación entre los organismos públicos involucrados.



			Por último, su número 6 señala que ejercerá la función de elaborar y supervisar la reglamentación necesaria para el funcionamiento de sus puertos y terminales.



			Durante el estudio de esta norma, el H. Senador señor Hormazábal consultó a los representantes del Ejecutivo la razón tenida en vista para introducir en el proyecto el término “frentes de atraque”, haciendo presente que algunos invitados señalaron que tal término no existiría en la legislación comparada, consultando respecto del elemento distintivo que diferencia los conceptos sitios de atraque y frentes de atraque, porque de acuerdo a las definiciones propuestas en el artículo 47 el sitio es una porción de un frente necesario para la atención de una nave, porción que resulta ser indeterminada, pues el espacio necesario dependerá del tamaño de la nave de que se trate, estimando preferible hablar de sitios, a fin de incentivar la competencia dentro de los puertos, pues licitar por sitios haría posible una mayor competencia que el licitar de acuerdo al concepto que representa el frente de atraque, agregando que, en su opinión, los problemas que podría generar la existencia de varios concesionarios de distintos sitios se pueden resolver mediante la adecuada utilización de los espacios comunes, vías de acceso, etc., 



			Con tal propósito, 	el H. Senador señor Hormazábal formuló indicación respecto del inciso primero del artículo 7º, para reemplazar la expresión “frentes” por “sitios” de atraque.



			Por su parte, el H. Senador señor Otero formuló indicación para sustituir el inciso primero del artículo, señalando que la misma tiene por objeto mejorar su redacción y corregir las remisiones de acuerdo a las normas previamente aprobadas, siendo el inciso propuesto del siguiente tenor:



			“Aquellas actividades que constituyan su objeto social y que no estén comprendidas en los artículo 5º, 17 inciso primero y 18 las podrán realizar directamente o a través de terceros.  En este último caso, ello deberá hacerse mediante licitación pública materializada mediante el otorgamiento de concesiones portuarias o contratos de prestación de servicios, arrendamiento de bienes o constitución de sociedades anónimas con personas naturales o jurídicas chilenas o extranjeras. Estas sociedades se constituirán y se regirán por las normas de las sociedades anónimas abiertas, cualquiera que sea el número de sus accionistas, y su objeto social no podrá incluir la prestación de los servicios o la realización de las actividades señaladas en los artículos 5º y 17 inciso primero.”.



			A fin de precisar su redacción, se propuso anteponer la expresión “las empresas autónomas” a las palabras “las podrán realizar directamente”; sustituir la expresión “ materializada mediante” por “materializada por”, y eliminar la expresión “abiertas” que sigue a las palabras “constitución de sociedades anónimas”, en atención a que la norma más adelante establece que dichas sociedades se constituirán y regirán por las normas de las sociedades anónimas abiertas, cualquiera sea al número de sus accionistas.



			Respecto a la segunda de estas indicaciones, los representantes del Ejecutivo señalaron su opinión en el sentido que el artículo propuesto por el Ejecutivo y aprobado por la H. Cámara es más claro, en cuanto la indicación no indica expresamente que las sociedades formadas con particulares no podrán tener por objeto la administración o explotación de frentes de atraque.



			Agregaron que, pese a que la norma propuesta se basa en el artículo contenido en el proyecto del Ejecutivo, los problemas que puede originar se deben básicamente a la previa modificación del artículo 4º del proyecto, en cuyo contenido original insistirían en los siguientes trámites de esta iniciativa. 



			Respecto al elemento diferenciador entre los conceptos frente de atraque y sitio de atraque, señalaron que el mismo está dado por constituir el primero una unidad operacionalmente independiente, lo que se relaciona directamente con la configuración física del puerto de que se trata. Expresaron que en casos como el del puerto de Buenos Aires existe una clara separación física entre las distintas concesiones, y que ellos no licitaron por sitio sino que de acuerdo a su concepto de terminal, situación que en el caso chileno es distinta debido a la configuración física de nuestros puertos, en los cuales licitar por sitio podría incluso ser operacionalmente desventajoso, ya que su extensión limita la posibilidad de atender naves de distintos largos, situación que puede superarse al concesionar un frente constituido por más de un sitio.



			Señalaron que, además de los problemas derivados del tamaño de los sitios resultantes de dividir un frente, ello genera problemas operacionales que se traducen en menor eficiencia en el uso de los espacios limitados, ya que el concesionario de un frente destinará determinadas zonas, por ejemplo, para refrigerar carga o acopiar contenedores, siendo ineficiente la utilización del espacio si múltiples concesionarios de sitios adyacentes deben hacer lo mismo.





			El H. Senador señor Hamilton dejó constancia de su opinión, en el sentido que, aunque no se opone a que se otorguen concesiones para la explotación de los puertos de las empresas  autónomas, su opinión es contraria a la opinión mayoritaria que se ha manifestado en la Comisión en orden a reducir el objeto de la empresas autónomas, por estimar que las modificaciones introducidas configurarán un tratamiento con más protecciones que las consideradas en general respecto del derecho de propiedad. Agregó que no le parece adecuado el permitir que los particulares pasen a ser prácticamente propietarios de la estructura de los puertos, construidos con el esfuerzo de generaciones de chilenos, ya que estima que no es la única fórmula que resultaría aceptable para atraer las inversiones necesarias, expresando que, por las razones expuestas, votaría por el rechazo de la indicación.





			Por su parte, el H. Senador señor Hormazábal expresó que la indicación resulta coherente con las modificaciones introducidas por la mayoría de la Comisión, con las cuales el no concuerda.



			Agregó que la lógica que trasuntan las modificaciones antes aprobadas es reducir a las empresas sucesoras de Emporchi sólo al ámbito de realización de estudios y administración de bienes comunes, impidiéndoles realizar otro tipo de actividades que pudieran ser necesarias, de acuerdo al criterio que las empresas funcionen sólo a través de particulares, señalando que votaría por el rechazo de la indicación así como, en general, sobre la posibilidad de otorgar concesiones portuarias, porque ellas importan entregar la propiedad de los puertos al sector privado. 



			Por su parte, el H. Senador señor Mc Intyre señaló su opinión, en el sentido que el sistema de concesiones portuarias es la proposición contenida en el proyecto del Ejecutivo para atraer los capitales requeridos para la modernización de los puertos estatales, y que aprobaría la indicación por estimar que resulta concordante con las normas previamente aprobadas.



			Finalmente, el H. Senador señor Cooper señaló que aprobaría la indicación, por estimar que la indicación es coherente con la proposición general del proyecto, y precisa el alcance de sus normas.



			Con las modificaciones señaladas anteriormente la indicación para sustituir el inciso primero fue sometida a votación, siendo aprobada por tres votos contra dos.



			Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero, y por su rechazo los HH. Senadores señores Hamilton y Hormazábal.





			Sometida a votación la indicación del H. Senador señor Hormazábal, fue rechazada por tres votos contra dos. 



			Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero, y por su aprobación los HH. Senadores señores Hamilton y Hormazábal.



			Vuestra Comisión acordó dividir la votación respecto al inciso segundo, votando separadamente su encabezado y cada uno de sus numerales.



			Sometido a votación su encabezado, fue aprobado por tres votos a favor y dos en contra.



			Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero, y por su rechazo los HH. Senadores señores Hamilton y Hormazábal.





			Al discutir el numeral 1, los representantes del Ejecutivo hicieron presente el alcance de la norma, indicando que se refiere a la dictación de un reglamento, por las empresas autónomas, que norme el uso de los frentes de atraque, la determinación de los rendimientos mínimos, y los lugares de almacenamiento de mercaderías, cuando corresponda.



			La primera materia a regular dice relación con el uso de frentes de atraque, señalando que la H. Cámara de Diputados sustituyo la denominación “asignación de sitios” por “de uso de frentes de atraque”, por estimar que cuando existan concesiones de varios sitios adyacentes no corresponde al reglamento el establecer la forma en que se asignan los sitios que manejarán los distintos concesionarios, situación que se entendió superada al referir el reglamento al uso de frentes de atraque, por estimar que se salvaguarda la autonomía en la operación y manejo de los sitios por parte del concesionario dentro de su frente de atraque. Expresaron que en tal materia es necesario dictar normas comunes para los concesionarios dentro de un puerto, en materias tales como normas de seguridad en el movimiento de los móviles durante el uso de los frentes. 



			La segunda materia a regular dice relación con la determinación de rendimientos mínimos en la transferencia y porteo, y almacenamiento de la carga, cuando corresponda, señalando que ello es necesario para proteger a todos los usuarios de la posibilidad que el concesionario respecto, de alguno de ellos, tenga peores rendimientos que en relación a otros, afectando la competencia entre tales usuarios, como ocurriría si para una empresa transfieren 10 unidades hora y para otra 50.  Expresaron que el cumplimiento de determinados rendimientos mínimos constituye un compromiso para el concesionario, asumido al momento de optar a la concesión respectiva y evita prácticas desleales que afectan la libre competencia.



			Indicaron que lo que dice relación sobre el almacenamiento de mercancías, cuando corresponda, se incluye para salvaguardar la situación que se generará cuando coexistan varios concesionarios en un puerto que deban compartir un almacén común, operado por Emporchi o por un concesionario, respecto al cual debe establecerse su ubicación, funcionamiento, etc.



			Finalizaron expresando que ninguno de estos reglamentos tiene el propósito de inhibir la actuación de los concesionarios, sino que busca asegurar la operación más eficiente de los puertos, materias que son necesarias regular en forma previa a la licitación de las concesiones.



			Al discutirse este numeral, se plantearon dudas respecto a los alcances de la norma propuesta, debido a que por su redacción podría entenderse que afecta toda la operación comercial del concesionario, señalándose que, por ejemplo, si se desea que el reglamento asegure la necesaria maniobrabilidad de las naves para una adecuada utilización de los sitios de atraque, debe así señalarse, al igual que si desea regular un adecuado uso de los espacios comunes o establecer áreas de entrada y salida en el puerto.



			Se indicó que el reglamento no solucionará los problema derivados de prácticas desleales que impidan la libre competencia, materia que, además, se encuentra regulada exhaustivamente en otro cuerpo legal. 



			Finalmente, se indicó que si bien resulta necesaria una norma al respecto, es posible que la ley faculte para que tales materias sean incluidas en las respectivas bases de licitación, solicitando la Comisión al Ejecutivo que presentara una indicación en tal sentido, las que se tradujeron en sus indicaciones a los artículos 45 y 45 bis, nuevo.



			Atendido el acuerdo anterior, para tratar la materia en relación a los artículos relativos a las bases de licitación, y por estimar que el numeral 6 también permite solucionar los eventuales problemas tenidos en vista durante su estudio, el H. senador señor Otero presentó indicación para suprimir el numeral 1.



			Sometida a votación la indicación para suprimir el numeral 1, fue aprobada por tres votos a favor y dos en contra.



			Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero, y por su rechazo los HH. Senadores señores Hamilton y Hormazábal.



			Respecto al numeral 2, los representantes del Ejecutivo sostuvieron que resulta necesario que sean resguardados ciertos criterios técnicos para atender las naves, como son las normas que establecen prioridades, rendimientos y operación de atraque, por ejemplo, de las naves de pasajeros sobre los buques de carga, o de los buques hospital sobre los anteriores.



			Respecto a esta norma se debatió el significado de la expresión “rendimientos” que ella contiene.



			Sobre el particular, los representantes del Ejecutivo señalaron que el país no cuenta con bahías ni terrenos suficientes como para permitir una competencia perfecta, ya que la misma resulta restringida por nuestra realidad geográfica, lo que podría llevar a que, pese a que los concesionarios logren el máximo nivel de eficiencia posible, no puedan absorber toda la demanda, generándose fenómenos de congestión por exceso de demanda, y que aprovechando su condición de privilegio dentro del mercado el concesionario decida no realizar más inversiones.



			Ante tal posibilidad, agregaron, el Estado debe buscar porque el costo social que lleva implícita tal congestión sea el menor posible, señalándole al concesionario los niveles máximos de congestión permitidos o, en otras palabras, los rendimiento que resultan aceptables.



			Sobre el particular, el H. Senador señor Mc Intyre formuló indicación para suprimir la expresión “rendimientos” de este numeral, atendido el hecho que el proyecto tiene el propósito de generar competencia entre y dentro de los puertos, lo que resulta una garantía suficiente para evitar que los concesionarios no inviertan en aumentar la eficiencia de su concesión.



			Por su parte, el H. Senador señor Cooper manifestó que tales rendimientos son materia propia de las bases de licitación, lo que permite, además, que las condiciones sean previamente conocidas por los inversionistas.



			Sometida a votación la indicación del H. Senador señor Mc Intyre, fue aprobada por tres votos a favor y dos en contra.



			Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero, y por su rechazo los HH. Senadores señores Hamilton y Hormazábal.





			Eliminada la expresión “rendimientos”, de acuerdo a lo antes señalado, vuestra Comisión, por unanimidad, acordó incorporar este numeral en el numeral 6, en la forma que más adelante se indica.



			En relación al numeral 3, en vuestra Comisión se manifestó que resultaba contradictoria con lo previamente resuelto al tratar el artículo 4º del proyecto.



			Sometido a votación este numeral, fue rechazado por tres votos contra dos.



			Votaron por su rechazo los HH. Senadores Cooper, Mc Intyre y Otero, y por su aprobación los HH. Senadores señores Hamilton y Hormazábal.



			Respecto al numeral 4, la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Hormazábal, Mc Intyre y Otero, acordó contemplarlo como numeral 1 del inciso segundo de este artículo, sin modificaciones.



			En relación al numeral 5, vuestra Comisión acordó sustituir la expresión “operen” por “intervengan o deban intervenir” por resultar más adecuada, incorporándolo como numeral 2 del inciso segundo de este artículo, acuerdos que adoptó por la unanimidad de sus miembros, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Hormazábal, Mc Intyre y Otero.



			Finalmente, al tratar el numeral 6, y de acuerdo a lo aprobado al tratar el numeral 2, vuestra Comisión por la unanimidad de sus integrantes, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Hormazábal, Mc Intyre y Otero, lo modificó a fin de fusionarlos, incorporándolo como numeral 3 del inciso segundo de este artículo, con la siguiente redacción:



			“En general, la elaboración y la supervisión del cumplimiento de la reglamentación necesaria para el funcionamiento de sus puertos y terminales, incluyendo, entre otras cosas, los enunciados anteriores y el resguardo de los criterios técnicos de prioridad y operativos, en la atención de las naves, las mercancías y pasajeros.”.



			Posteriormente, el H. Senador señor Mc Intyre formuló indicación para intercalar un numeral 2, nuevo, pasando los numerales 2 y 3 a ser 3 y 4, respectivamente, del siguiente tenor:



			“2. La formulación del plan maestro del puerto o terminal que administre. Este plan considerará, a lo menos, el o los frentes de atraque y sitios necesarios para que se puedan realizar actividades pesqueras, de transporte marítimo, remolque, de construcción o reparación de naves u otras.”.



			Su autor manifestó que la indicación se refiere a una materia que no se encuentra regulada en el proyecto, y respecto a la cual en la discusión general de la iniciativa se manifestó que correspondería a una Ley General de Puertos.



			Agregó que, pese a lo anterior, estima que en el plan maestro que elabora la empresa autónoma se podrían contemplar soluciones a los problemas que se pueden producir por los distintos usos que se hace de los puertos.



			Sometida a votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Mc Intyre. 





ARTÍCULO 8º



			Su inciso primero establece que la celebración de contratos de sociedad, de arrendamiento y el otorgamiento de concesiones portuarias a terceros deberá realizarse mediante licitación pública, en cuyas bases se establecerán los elementos esenciales del pacto social, del contrato, o de la concesión portuaria respectiva, de acuerdo a lo señalado en el artículo 45, que entrega la determinación de los procedimientos a un reglamento que deberá dictar el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.



			Su inciso segundo señala que para determinar la renta o canon mínima del arriendo o concesión portuaria servirá de referencia el valor económico del activo objeto de tales actos.





			Al iniciar el estudio de la norma se manifestó que era necesario perfeccionar su redacción, en atención a que, por ejemplo, resulta innecesario y redundante señalar que las bases de licitación establecerán los elementos de la esencia del pacto social, del contrato o de la respectiva concesión portuaria, ya que los elementos de la esencia de todo contrato nunca pueden faltar, debido a que son aquellas cosas sin las cuales un contrato no produce efecto alguno, o degenera en otro distinto, al igual que se estimó ilógico el que en las bases se contemple la forma en que deberá celebrarse el contrato de sociedad para después adjudicarlo mediante una licitación, ya que el contrato de sociedad por su naturaleza requiere de negociación entre las partes interesadas en celebrarlo.



			Posteriormente el H. Senador señor Otero formuló indicación, para sustituir el artículo 8º, por otro del siguiente tenor:



			“Artículo 8º.- Los frentes de atraque y los servicios a que se refiere el artículo 4, deberán licitarse como “Unidades de Negocios”, entendiéndose por tal un terminal portuario de un tamaño adecuado, según sea el puerto que se trate, que permita la incorporación de las tecnologías adecuadas a los respectivos mercados del transporte y que estará conformado por uno o más frentes de atraque, sus áreas operativas adyacentes y las áreas de almacenamiento que pueden o no ser contiguas a éstas.



			Ello no obstante, cuando las condiciones del puerto no lo permitan o ello implique otorgar un monopolio, podrán licitarse separadamente los servicios y los frentes de atraque, en los términos de los incisos segundo y siguientes del artículo 14.



			Las licitaciones en los puertos y terminales de su competencia, deberán efectuarse simultáneamente. Sin embargo, podrán hacerse licitaciones escalonadas tratándose de puertos distintos. En este último caso, las bases de la primera licitación deberán establecer con absoluta precisión las fechas y condiciones en que se harán las restantes licitaciones y las tarifas mínimas que cobrará la empresa por los servicios que continúe prestando, intertanto se realizan dichas licitaciones.



			Los derechos del concesionario, por el plazo de la concesión, sólo podrán afectarse o limitarse en la forma y condiciones que se hayan establecido en las bases respectivas y en los reglamentos vigentes a la fecha del otorgamiento de la concesión, cuyas disposiciones se hubieren expresamente incluido en dichas bases. Asimismo, éstas deberán establecer las causales de caducidad y la forma de administración de la concesión que haya incurrido en alguna de ellas, mientras se declara la caducidad y se llama a nueva licitación. El concesionario, por el solo ministerio de la ley, queda obligado a destinar los bienes licitados a la atención de naves y movilización de carga, dar servicio y establecer tarifas públicas en condiciones no discriminatorias; y mantener adecuadamente las instalaciones y recintos concesionados.”.





			Respecto a la indicación el señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones expresó su opinión, en el sentido que la misma modifica el proyecto del Ejecutivo y el aprobado por la H. Cámara de Diputados, cambiando profundamente la naturaleza de la proposición contenida en él.



			Señaló que la norma introduce un nuevo concepto denominado “Unidades de Negocios”, cuya definición resulta vaga, ya que por ejemplo, señala como uno de sus elementos el que se trate de “un terminal portuario de un tamaño adecuado”, concepto que admite las más diversas interpretaciones, haciendo presente que de acuerdo a las definiciones contenidas en el proyecto el Frente de atraque corresponde al concepto de un módulo operacionalmente independiente.



			Agregó que cuando la indicación se refiere a que la unidad de negocios la puede constituir uno o más frentes de atraque, se da la posibilidad de que un puerto se concesione sólo a un concesionario, lo que resulta contradictorio con la política del Gobierno que estima necesario la presencia del máximo de concesionarios posibles en el puerto, a fin que compitan entre ellos. 



			Expresó que el artículo 14 permite a las empresas autónomas dar en arrendamiento u otorgar concesiones portuarias de sus bienes hasta por treinta años, y que en diversas normas se indica cuándo y cómo puede hacerlo, normas que la indicación cambia sustancialmente al establecer que deberán licitarse los frentes de atraque y los servicios a que se refiere, y que tales licitaciones deberán ser simultáneas.



			Finalmente manifestó que además la indicación se refiere a materias no consideradas, como es el determinar que el concesionario tendrá derecho de dominio sobre los bienes licitados por el plazo de la concesión. 



			Respecto a la indicación, el H. Senador señor Hamilton manifestó su opinión en el sentido que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 62 de la Constitución Política del Estado en relación con el Nº 10 de su artículo 60, corresponden a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República las normas legales relativas a la enajenación de bienes del Estado, de las Municipalidades, a su arrendamiento y a su concesión, sin que ellas puedan tener su origen en la iniciativa parlamentaria señalando que, independientemente de la conveniencia de la proposición, la estima inadmisible, sin perjuicio de lo cual, si el Ejecutivo comparte algunas de las materias de que trata pueda incorporarlas a la discusión formulando la indicación pertinente. 



			Por su parte, el H. Senador señor Hormazábal manifestó su opinión en el sentido que la indicación se refiere a materias propias de ley, por lo que no debe entregarse la regulación de la materia a las bases de licitación, agregando pese a ello, que estima que el regular las concesiones de bienes del Estado es materia propia de la iniciativa exclusiva de S. E. el Presidente de la República, por lo que la proposición formulada resultaría inadmisible.



			Por su parte, el H. Senador señor Otero manifestó su opinión en el sentido que el proyecto del Ejecutivo concede una autorización para licitar bienes o servicios determinados, siendo admisible una indicación parlamentaria que señale la forma y las condiciones en que se realizará tal licitación, agregando que estima necesario regular, como lo propone la indicación, materias que escapan al ejercicio de la potestad reglamentaria, y respecto de las cuales no es posible autorizar la dictación de disposiciones con fuerza de ley por parte del Ejecutivo, cuando se trata de garantías constitucionales, como el derecho de propiedad o el derecho de realizar una actividad económica lícita.



			Finalmente, el H. Senador señor Mc Intyre expresó su opinión en el sentido de estimar que la indicación no resulta inadmisible, ya que la misma regula materias respecto a las cuales el Ejecutivo propone legislar mediante su proyecto, estimando que ella propone redacciones y regulaciones distintas sobre las mismas materias a que el proyecto se refiere.



			El señor Presidente de la Comisión solicitó su parecer respecto a la admisibilidad de la indicación, para lo cual la sometió a votación. 



			La Comisión, por mayoría de votos, estimó admisible la indicación.



			Votaron por su admisibilidad los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero, y por su inadmisibilidad los HH. Senadores señores Hamilton y Hormazábal.



			A continuación vuestra Comisión analizó separadamente cada uno de los incisos de la indicación.



			En relación al inciso primero, los representantes del Ejecutivo estimaron inconveniente el establecer la obligación de licitar los frentes de atraque y los servicios como unidades de negocios, haciendo presente también que tal concepto el proyecto lo considera al definir los frentes de atraque y al permitir concesionar con un sistema monooperador, señalando que el proyecto también posibilita concesionar con el esquema multioperador, lo que podría ser necesario mientras no se alcancen las magnitudes y los volúmenes que hagan eficiente otro sistema. 



			Señalaron que concesionar un frente de atraque por el sistema de multioperador permite que el concesionario ofrezca su servicio de estiba, desestiba, transferencia, que ofrezca un servicio completo, pero al mismo tiempo permite que la nave que atraca pueda hacer la transferencia con otra empresa, cobrando el concesionario por la permanencia en la infraestructura, lo que se traducirá en que si el servicio es ineficiente resultará más cara como consecuencia de la estadía de la nave, agregando que la idea del sistema multioperador es no establecer una exclusividad en favor del concesionario para prestar los servicios de porteo, almacenaje, etc., pues podría suceder que el concesionario, aunque al disponer totalmente de un frente de atraque podría bajar sus costos y hacer más rentable el negocio, afecte la competencia en beneficio o perjuicio de alguna empresa determinada.



			Indicaron que son tan amplias las posibles soluciones y tan diversas las realidades de los distintos puertos que cada empresa autónoma deberá resolver las nuevas situaciones caso a caso, estimando que la ley debe ser flexible, pues al rigidizar sus  normas es posible que resulte imposible resolver problemas futuros atendida la distintas coyunturas que se deberán solucionar, lo que terminaría por perjudicar al sector privado cuya inversión se desea atraer a los puertos estatales.



			Por su parte, el H. Senador señor Hormazábal sugirió eliminar del inciso la definición de unidades de negocios, señalando que en otra norma se encuentran las definiciones que el proyecto contempla para los efectos de esta ley.



			Atendidas las razones expuestas, el autor de la indicación intercaló en el inciso primero la voz “preferentemente” a continuación de la expresión “deberán licitarse”, y agregó un punto aparte a continuación de “Unidad de Negocios”, eliminando sus frases siguientes.



			En consecuencia, el inciso primero de la indicación es del siguiente tenor:  “Artículo 8º.- Los frentes de atraque y los servicios a que se refiere el artículo 4, deberán licitarse preferentemente como “Unidades de Negocios”.”.



			Sometido a votación fue aprobado por tres votos a favor y uno en contra.



			Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero, y por su rechazo el H. Senador señor Hamilton.



			Al debatirse el inciso segundo de la indicación, el H. Senador señor Hamilton manifestó su opinión en el sentido que la norma constituye una limitación a las facultades de administración de las empresas autónomas, estableciendo la forma en que deben operar, y que la norma es ajena al artículo aprobado por la H. Cámara de Diputados, haciendo presente además que, en todo caso, para su más correcta redacción era preferible eliminar su expresión inicial “Ello no obstante”. 



			Sometido a votación, el inciso fue aprobado por tres votos a favor y uno en contra, con la enmienda señalada.



			Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero, y por su rechazo el H. Senador señor Hamilton.



			Al analizarse el inciso tercero de la indicación los representantes del Ejecutivo hicieron presente que algunas situaciones podrían hacer impracticable la norma propuesta, como ocurriría si fuere obligatorio licitar simultáneamente, por ejemplo, para realizar obras en el puerto, ya que una licitación simultánea para construir un terminal de contenedores en una zona, para realizar una costanera, para mejorar las instalaciones de un espigón y para instalar grúas en los distintos sitios conduciría necesariamente al cierre del puerto, lo que lleva a que en la práctica tales procesos deban realizarse dentro de una secuencia y no en forma simultánea.



			Expresaron que la simultaneidad de las licitaciones no es el centro del problema, estimando que el propósito final es que los inversionistas conozcan anticipadamente los proyectos que se ejecutarán en un determinado puerto, a fin que los antecedentes evaluados al tomar la decisión de invertir no sean alterados en términos que no le era posible prever, lo que se encuentra salvaguardado por el proyecto al establecer los planes maestros y los calendarios referenciales de inversión, que el inversionista conocerá antes de tomar su decisión de invertir. 



			Respecto a la segunda oración del inciso, que permite realizar licitaciones escalonadas tratándose de puertos distintos se propuso eliminarla, atendido el hecho que, de acuerdo a las modificaciones acordadas por la Comisión, ninguna empresa autónoma tiene competencia sobre más de un puerto.



			Por su parte, el autor de la indicación señaló que su proposición busca evitar que licitaciones posteriores modifiquen sustancialmente la situación tenida en vista al momento de tomar la decisión de inversión, en forma que no es posible prever y por decisión de la empresa autónoma, concordando en eliminar la oración que permite realizar licitaciones escalonadas en puertos distintos en la medida que cada empresa autónoma tenga tuición sobre un único puerto. 



			El H. Senador señor Hamilton expresó que, en su opinión, el precepto en debate al establecer que deberá concesionar todo el puerto y que tiene que hacerlo simultáneamente constituye una suerte de administración de las empresas autónomas del Estado, facultad que el artículo 24 de la Carta Fundamental reserva al Presidente de la República, y que es ajena a la labor legislativa.



			Continuó expresando que se han introducido profundas modificaciones al proyecto aprobado por la H. Cámara de Diputados, las que no comparte, y que estima necesario que una autoridad superior vele porque el proceso sea armónico y se condiga con el interés del Estado. 



			Por su parte, el H. Senador señor Hormazábal manifestó su opinión en el sentido que la norma no se compadece con la autonomía con que se ha dotado a las empresas que afecta, ya que el ejercicio de tal autonomía consiste precisamente en que su directorio establezca la fecha y condiciones en que licitará, lo que la norma impide al establecer que deberán coordinarse las licitaciones de distintos puertos, estimando necesario corregir la norma si su intención es determinar que las empresas autónomas deberán realizar simultáneamente las licitaciones dentro de un mismo puerto de su competencia.



			Expresó que el eventual inversionista contará con toda la información necesaria para tomar sus decisiones, ya que el artículo 13 del proyecto regula la materia, llegando incluso a establecer la posibilidad que el sector privado pueda cambiar las decisiones del directorio de la empresa, facultad que la ley no contempla ni para los accionistas de las empresas privadas, ya que la solicitud de modificación del plan maestro o de incorporar nuevos proyectos en el calendario referencial de inversiones hecha por un particular sólo puede rechazarla el directorio mediante un quórum extraordinario.



			De acuerdo a la discusión suscitada la indicación fue modificada, proponiendo como inciso tercero el siguiente:



			“Las licitaciones en un mismo puerto deberán, en lo posible, efectuarse simultáneamente. En caso de licitaciones escalonadas, las bases de la primera licitación deberán establecer con absoluta precisión la fecha y condiciones en que se harán las restantes licitaciones.”.



			Sometido a votación, el inciso fue aprobado por tres votos contra dos.



			Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero, y por su rechazo los HH. Senadores señores Hamilton y Hormazábal.



			Sometido a votación el inciso cuarto, fue aprobado por tres votos contra dos.



			Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero, y por su rechazo los HH. Senadores señores Hamilton y Hormazábal.



			Finalmente, el artículo 8º aprobado por la H. Cámara de Diputados fue sometido a votación, siendo rechazado por tres votos contra dos. 



			Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero, y por su aprobación los HH. Senadores señores Hamilton y Hormazábal.





ARTICULO 9º



			Señala que los actos y contratos que celebren las empresas en el desarrollo de su objeto se regirán exclusivamente por las normas de derecho privado, en todo aquello que no sea contrario a las disposiciones de esta ley.



			Vuestra  Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Mc Intyre y Otero, aprobó esta disposición, sin mayor debate, en los mismos términos que viene formulada.





ARTICULO 10



			Indica, en cuatro numerales, cómo estará formado el patrimonio de cada una de las empresas autónomas que se crean, entre otros bienes, por “las concesiones marítimas y de fondo de mar, asociados a los puertos y terminales de competencia de las respectivas empresas autónomas.



			Durante la discusión de este artículo, vuestra Comisión tuvo a la vista los planteamientos de la Dirección General del Territorio Marítimo quien señaló que en el proyecto se distingue entre las concesiones marítimas y las de fondo de mar y que estas últimas no existen. Por lo tanto, se estaría dando nacimiento a un tipo de concesión inexistente.



			Además, manifestó que siendo la concesión marítima un acto administrativo de la autoridad que otorga al particular sólo el derecho de uso temporal sobre un determinado bien nacional de uso público o fiscal, no sería procedente, bajo ninguna circunstancia, que dicho bien nacional de uso público entrara al patrimonio de la empresa autónoma, perdiendo su condición original.



			El H. Senador señor Hormazábal formuló indicación para sustituir la oración “incluidas las concesiones marítimas y, de fondo de mar,” por “incluidos los derechos emanados de las concesiones marítimas,”.



			En votación esta indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Hormazábal, Mc Intyre y Otero.



			Con  la enmienda señalada, este artículo fue aprobado con la misma votación anterior.





ARTICULO 11



			Establece que no se podrán enajenar ni gravar y serán inembargables los bienes inmuebles de las empresas situados en el interior de sus recintos portuarios y los situados fuera de sus recintos podrán enajenarse y gravarse con el acuerdo del directorio que indica.



			Durante la discusión de este artículo en el seno de vuestra Comisión se formularon una serie de interrogantes, tales como la razón de porqué serán inembargables los bienes de la empresa, qué se entiende por inmueble situado en el interior de un recinto portuario, qué pasa con los bienes inmuebles que estando dentro de los recintos portuarios, no están destinados a fines portuarios, etc. Además, se señaló que el límite de un recinto portuario tiene que estar fijado, no es cuestión que la empresa lo cambie. 



			El Ejecutivo, recogiendo las inquietudes de la Comisión, formuló indicación para consultar como inciso primero, una disposición que establece que los recintos portuarios solo podrán ser modificados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a petición de la empresa autónoma respectiva.



			Además, formuló indicación para contemplar,  un inciso cuarto, nuevo, que establece que el Directorio previa autorización del Presidente de la República otorgada por decreto supremo expedido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá, por 1a mayoría de sus miembros, enajenar o gravar los bienes inmuebles de propiedad de las empresas autónomas ubicados al interior de los recintos portuarios, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior. El inciso anterior permite al Directorio enajenar los bienes inmuebles de propiedad de las empresas autónomas situados fuera de los recintos portuarios, con autorización del directorio.



			La Comisión aprobó este artículo y las indicaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Mc Intyre y Hormazábal.





ARTICULO  12



			Indica que la enajenación de bienes se hará en subasta u oferta pública y la adquisición en propuesta pública, sin perjuicio del acuerdo del directorio que indica sólo tratándose de bienes o servicios cuyo monto sea inferior a las mil unidades tributarias mensuales.



			Esta disposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Mc Intyre y Otero, con la sola enmienda de reemplazar en el inciso primero las palabras “subasta u oferta pública” por “licitación pública”, en atención a que en la legislación chilena no se usa dicho término.





ARTICULO 13



			Preceptúa que en cada una de las empresas autónomas existirá un “plan maestro” y un “calendario referencial de inversiones” actualizado para cada uno de los puertos y terminales de su competencia, los que serán públicos y enmarcarán las acciones de la respectiva empresa. Se faculta a los particulares para solicitar la modificación de un “plan maestro o la incorporación de proyectos a un “calendario referencial de inversiones” y se indica el procedimiento a seguir por el directorio para aprobar o rechazar la solicitud y el quórum para hacerlo. Se indica que las inversiones aprobadas de esta forma deberán ser realizadas directamente por particulares de acuerdo a esta ley. Finalmente se indica que lo dispuesto en este artículo no afectará el derecho del concesionario a realizar inversiones en su concesión y a explotarla en conformidad a los términos de su otorgamiento.



			Durante la discusión de esta disposición la Comisión, con la finalidad de adecuar este precepto al artículo 1º que aumenta la creación de empresas a diez, introdujo una modificación formal a este artículo sustituyendo en el inciso primero la expresión “uno de los puertos” por “puerto” y “los puertos” por “el puerto”.



			En votación el inciso primero con la enmienda señalada, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Mc Intyre y Otero.



			El H. Senador señor Hormazábal formuló indicación para eliminar los incisos segundo y tercero.



			Durante la discusión de esta indicación el H. Senador señor Hamilton señaló que en virtud de estas normas los particulares pueden hacer propuestas respecto del plan maestro y el calendario referencial de inversiones. El directorio tiene que resolver dentro de 90 días pero con quórum calificado, y en el caso que se presente un plan y el directorio quiera rechazarlo pero no cuenta con dicho quórum, el plan se aprueba y, al revés, si lo acepta pero no tiene el quórum requerido, queda rechazado, lo que considera contradictorio.



			En votación la indicación para suprimir estos incisos fue rechazada por 3 votos en contra y uno a favor. Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero y por su aprobación el H. Senador señor Hamilton.



			En consecuencia, los incisos segundo y tercero, fueron aprobados con la misma votación anterior, en los mismos términos que lo hizo la H. Cámara de Diputados.





ARTICULO 14



			Establece que las empresas autónomas podrán dar en arrendamiento u otorgar concesiones portuarias de sus bienes hasta por treinta años; no obstante, si la finalidad del arrendamiento o de la concesión es ajena a la actividad portuaria, su duración no podrá exceder de diez años. Se dispone que, tratándose de frentes de atraque, la participación de terceros sólo se efectuará a través de concesiones portuarias, cuando en el puerto o terminal de la empresa autónoma existan a lo menos 2 frentes de atraque equivalentes o, de lo contrario, el directorio deberá contar con un informe previo favorable de la Comisión Preventiva Central.  Se enumeran los requisitos que deberán cumplir los concesionarios para postular a las concesiones mencionadas anteriormente.



			Este artículo fue objeto de varias indicaciones, consta de tres incisos  y se discutió inciso por inciso .



Inciso primero



			El H. Senador señor Hormazábal formuló indicación para eliminar en el inciso primero  la facultad de las empresas para otorgar concesiones portuarias.



			En debate esta indicación se señaló que al eliminarse la frase las concesiones no tendrían límite y podrían otorgarse hasta por 100 años y que el arrendamiento quedaría limitado a 30 años.



			Por otra parte se indicó que la finalidad perseguida es que no se den concesiones.



			En votación la indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Mc Intyre y Otero.



			En votación el inciso, fue aprobado, sin enmiendas, con la misma votación anterior.



Inciso segundo



			Durante la discusión de este inciso se señaló que la idea principal radica en que el frente de atraque sólo pueda ser administrado por un privado a través de una concesión en los términos que lo establece el proyecto.



			Se agregó que en un momento determinado la empresa pudiera no entregar un frente en concesión porque no lo incluye en el calendario referencial de inversiones pero un privado puede pedir que se concesione, teniendo que llamar a licitación la empresa portuaria y si no hay nadie interesado lo puede explotar, por excepción.



			El H. Senador señor Hormazábal formuló indicación para eliminar este inciso.



			En votación esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Mc Intyre y Otero.



			El H. Senador señor Mc Intyre formuló indicación para intercalar en este inciso, entre la palabra “terminal” y “deberán”, la siguiente frase: “en la Región donde éstos se localicen”. La indicación tiene por objetivo clarificar y precisar que el otorgamiento de la concesión portuaria en el respectivo puerto o terminal en la Región donde los frentes de atraque se localicen, deberán existir a lo menos dos frentes de atraque equivalentes.	



			La indicación al ampliar a la Región la existencia de los frentes de atraque evita el acudir a la Comisión Preventiva Central. 



			En votación esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Mc Intyre.



			Con la enmienda señalada el inciso fue aprobado con la misma votación anterior.



Inciso tercero



			Este inciso consta de tres numerales.



			En discusión el numeral l, se acordó agregar una frase que señala que los concesionarios de frentes de atraque deberán constituirse como sociedades anónimas cualquiera que sea el número de sus accionistas, de giro exclusivo, y se regirán por las normas de las sociedades anónimas abiertas, cuyo objeto sea el desarrollo, mantención y explotación del frente de atraque respectivo.



			En votación esta enmienda, la Comisión la aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Mc Intyre y Otero.



			El H. Senador señor Hormazábal formuló indicación para eliminarlo, la que fue rechazada, en mérito a lo anteriormente acordado, por la misma votación.



			El numeral 2 fue aprobado con la misma votación anterior, sin mayor debate, quedando rechazada una indicación del H. Senador señor Hormazábal para suprimirlo, con similar votación.



			El numeral tres fue eliminado por haberse aprobado como inciso final del artículo 8º, con la misma votación anterior



			En consecuencia, quedaría aprobada la indicación del H. Senador señor Hormazábal, para eliminar el Nº 3, con la votación ya señalada anteriormente.



ARTICULO 15



			Establece que el concesionario de una concesión portuaria estará facultado para constituir “prenda especial de concesión portuaria”, la cual será sin desplazamiento de los bienes y derechos prendados. Ella podrá ser pactada por el concesionario con los financistas de la concesión portuaria o de su operación, o en la emisión de títulos de deuda de la sociedad concesionaria. Podrá recaer sobre el derecho de concesión portuaria que para él emane del contrato o sobre los ingresos de la sociedad concesionaria. Se señala la forma en que deberá constituirse la prenda mencionada, se hace aplicable a esta prenda lo dispuesto en las disposiciones que se indican de la Ley sobre Prenda Industrial. Se preceptúa que los créditos garantizados con esta prenda preferirán a cualquier otro que contrajese la sociedad concesionaria.



			Durante la discusión de este precepto el H. Senador señor Hormazábal formuló indicación para eliminarlo. Fundamentó su indicación señalando que al margen de su posición contraria a la idea central, le parecía extraño que se le permitiera al titular de una concesión portuaria poder constituir una garantía ante el sistema financiero sobre un derecho de concesión que tiene características tan especiales.



			En votación esta indicación vuestra Comisión la rechazó por tres votos en contra y uno a favor. Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero y por su aprobación el H. Senador señor Hormazábal.



			Durante la discusión de este artículo los HH. Senadores   señores  Hamilton y  Otero  señalaron  que  éste tiene varios    defectos  de carácter  jurídico,  que  no  existe  prenda  especial de concesión portuaria en nuestra legislación, que habría que regularla,  que lo que se quiere decir es que tratándose de concesiones portuarias el concesionario estará facultado para constituir prenda especial sobre ella, que este es un concepto muy especial porque el derecho de concesión no es un derecho real y, por lo tanto, si no es derecho real no puede darse en prenda, que son derechos reales los que se tienen sobre una cosa sin respecto a determinada persona, los otros son derechos personales; que no puede establecerse el derecho de prenda sobre algo que no hay derecho real de prenda, que puede constituirse prenda sobre la concesión, pero la concesión es un derecho personal, no es un derecho real, que en las concesiones viales se puede constituir prenda sobre el ingreso del dinero porque se está constituyendo una prenda a futuro, condicionada a la existencia del bien, entrando el dinero queda prendado y que se puede dar en prenda una suma de dinero, porque es un bien material.



			Se señaló que las ideas básicas que debería contemplar este artículo son: la creación de una prenda especial de concesión portuaria, sin desplazamiento, porque no es necesario entregar nada, que se puede constituir sobre el derecho de concesión portuaria o sobre la concesión misma, o sobre los ingresos de la sociedad concesionaria. Esta prenda se puede pactar al momento de constituirse la concesión, con quienes están dispuestos a dar el dinero para ponerla en operación, durante ella, para obtener financiamiento o, al emitir títulos de deuda de la sociedad concesionaria.



			En mérito a lo anteriormente expuesto, el H. Senador señor Otero formuló indicación para sustituir este artículo por otro que consta de tres incisos  que se analizan a continuación.



			El inciso primero del artículo propuesto por el H. Senador señor Otero establece una prenda especial de concesión portuaria, la cual será sin desplazamiento de los bienes o derechos prendados. La prenda podrá recaer sobre el derecho de concesión portuaria, los bienes muebles de la sociedad concesionaria y los ingresos de ésta que provengan de la explotación de la concesión y tendrá por objeto garantizar las obligaciones financieras que la sociedad concesionaria contraiga para financiar el ejercicio, equipamiento y explotación de la concesión portuaria.



			El inciso segundo señala  que esta prenda deberá constituirse por escritura pública e inscribirse en el Registro de Prenda Industrial del Conservador de Bienes Raíces del domicilio de la empresa autónoma que otorgó la concesión respectiva y en el de la sociedad concesionaria, si fueren distintos. Además, deberá anotarse al margen de la inscripción de la sociedad concesionaria en el respectivo Registro de Comercio.



			Finalmente, su inciso tercero, estipula que a esta prenda serán aplicables en lo que no fueren incompatibles con las normas de esta ley, las disposiciones contenidas en los artículos 25 inciso primero, 30, 31, 32, 33, 36, 37, 38, 40, 42, 43, 44, 46, 48, 49 y 50 de la ley Nº 5.687 sobre Prenda Industrial.



			En votación esta indicación, fue aprobada por tres votos a favor y dos en contra. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero y por su rechazo los HH. Senadores señores Hamilton y Hormazábal.



- - - - - - 



			En seguida, vuestra Comisión contempló un artículo 15 bis, nuevo, que fue objeto de un largo debate.



			En efecto, vuestra Comisión debatió largamente las consecuencias que se producirían al rematarse el derecho de concesión, quienes podrían postular a dicho remate, si podría hacerlo una persona natural, si se le tendría que fijar un plazo posterior para que se constituya como sociedad anónima, si solamente podrían postular las sociedades anónimas de objeto único y porque no también las empresas relacionadas, etc.



			Durante el debate se dejó expresa constancia que las empresas tienen la facultad de fiscalizar y que el sentido que se le ha dado a esta expresión es el que puedan actuar en todas las etapas del remate, para los efectos de velar por el cumplimiento de la ley. De manera que a través de la fiscalización se faculta a la empresa para que actúe en el proceso y pueda, previamente, requerir los antecedentes y señalarle al juez que no pueden postular tales o cuales personas por no cumplir los requisitos.



			Con la finalidad de resolver estos problemas, el H. Senador señor Otero formuló indicación para contemplar un artículo 15 bis, que consta de dos incisos.



			Dicho artículo  señala en su inciso primero que el remate del derecho de concesión portuaria comprende todos los derechos y obligaciones propios de la concesión y únicamente podrá adjudicarse al que reuniere las condiciones que la presente ley requiere para ser concesionario de una concesión portuaria.



			Su inciso segundo señala que la adjudicación hecha en contravención a esta norma es nula de pleno derecho, nulidad que deberá ser declarada, por la vía incidental, por el mismo juez que esté conociendo del juicio ejecutivo.



			Cabe hacer presente que el inciso primero de este artículo contemplaba una oración final que establecía que en caso que el adjudicatario fuere una persona natural o jurídica distinta de una sociedad anónima, tendría el plazo de 60 días para cumplir con el requisito del artículo 14, oración que fue retirada por su autor. 



			Se deja constancia que la Comisión estimó que el inciso segundo de este precepto no es de quórum de ley orgánica ya que no se estarían dando nuevas atribuciones por cuanto se está pidiendo la nulidad de un remate, norma de procedimiento, correspondiéndole conocer de la nulidad al mismo juez que está conociendo del juicio ejecutivo.



			Sometida a votación esta indicación votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper y Otero y se abstuvieron los HH. Senadores señores Hormazábal y Mc Intyre.



			Repetida la votación, de acuerdo con el Reglamento, fue aprobada por 3 votos a favor y una abstención. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





ARTICULO 16



			Mediante tres incisos, se refiere a la cesión de la concesión que deberá ser total; a la forma como se efectuará el retiro de las instalaciones o mejoras, al término de la concesión; y a la relicitación de la concesión portuaria una vez concluida ésta.



			Vuestra Comisión debatió este precepto por incisos.



Inciso primero



			Establece que la concesión portuaria podrá cederse, que la cesión voluntaria o forzosa, incluida aquella  que se haga en virtud de la ejecución de la prenda considerada en el artículo anterior, deberá ser total, comprendiendo todos los derechos y obligaciones de dicho contrato y sólo podrá hacerse a una persona que cumpla con los requisitos para ser concesionaria y no esté sujeta a las incompatibilidades señaladas en el artículo 15.



			Durante la discusión de este inciso el H. Senador señor Otero formuló indicación para sustituirlo por otro porque, en su opinión, el artículo de la H. Cámara de Diputados presenta inconvenientes desde un punto de vista jurídico, por ello, para evitar interpretaciones erradas propone cambiar su redacción sin que se modifique esta norma en cuanto al fondo pero sí se clarifica y precisa el espíritu o intención de este precepto.



			El nuevo texto propuesto señala que el derecho de concesión portuaria es transferible como un solo todo y únicamente al que reuniere los requisitos que la presente ley establece para ser concesionario de una concesión portuaria. En caso que el adjudicatario fuere una persona natural o jurídica distinta de una sociedad anónima, tendrá el plazo de 60 días para cumplir con el requisito del artículo.  La concesión hecha en contravención a esta norma es nula de pleno derecho y será juez competente para declarar la nulidad el del domicilio de la empresa autónoma concesionante.



			En discusión su indicación, el H. Senador señor Otero retiró la segunda oración que  otorga un plazo al adjudicatario que fuere una persona natural o jurídica distinta de una sociedad anónima, para cumplir con el requisito exigido. Fundamentó la eliminación señalando que al constituir esto una cesión, ésta se lleva a efecto al cumplirse con los requisitos.



			En votación la indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero.



			En seguida la Comisión se pronunció acerca de una indicación del H. Senador señor Hormazábal, para eliminar este inciso.



			En votación esta indicación fue rechazada por la misma votación anterior.



Inciso segundo



			Este inciso establece que al término de la concesión, quien haya sido su titular podrá retirar total o parcialmente aquellas instalaciones o mejoras que puedan separarse sin detrimento de la cosa dada en concesión, a menos que la empresa autónoma ofrezca con, a lo menos treinta días de anticipación al referido término, adquirirlas a su justo precio avaluado por peritos.  Las mejoras o instalaciones que no puedan separarse sin detrimento de la cosa dada en concesión serán, al término de la concesión, de propiedad de la empresa autónoma, pudiendo establecerse en el contrato de concesión una indemnización por ellas a favor del concesionario.  Las obras que permanezcan y las concesiones marítimas y de fondo de mar necesarias para explotar tales obras se transferirán, igualmente, de pleno derecho a la respectiva empresa autónoma.  En tal caso, no será necesaria la inscripción previa a nombre del fisco.



			Durante la discusión de esta norma, el H. Senador señor Otero propuso sustituirlo por un artículo 16 bis, con el objeto de separar la transferencia de la situación que se producía al término de la concesión portuaria al igual que se hizo en el artículo 15, en donde se separó la prenda de la ejecución de ésta.



			Además, estimó que el precepto de la H. Cámara de Diputados tal como está redactado crearía una cantidad de problemas jurídicos. Por ello, propone sustituirlo por otro que establece que terminada la concesión portuaria, el concesionario tendrá derecho a retirar las mejoras que hubiese introducido en los bienes concesionados de dominio de la empresa autónoma, siempre que puedan separarse sin detrimento de éstos. Ello no obstante, la empresa autónoma concesionante podrá optar por quedarse con dichas mejoras, pagando su justo precio. Este derecho deberá ejercerse con 30 días de anticipación a la fecha en que deban restituirse los bienes concesionados y, de no haber acuerdo entre las partes en cuanto a su precio, éste será determinado por un árbitro designado por las partes o, en su defecto, por el juez letrado en lo civil del domicilio de la empresa autónoma concesionante.



			Las mejoras introducidas a los bienes inmuebles concesionados y que no puedan separarse sin detrimento de éstos, incluidas las concesiones marítimas, pertenecerán a la empresa autónoma concesionante desde el momento mismo de su ejecución o materialización sin obligación alguna de reembolso o indemnización para ésta o el fisco, salvo que las bases de licitación expresamente contemplen una situación distinta.



			En votación esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton,  Mc Intyre y Otero.



Inciso tercero



			Señala que concluida la vigencia de una concesión portuaria, la empresa autónoma deberá proceder a licitar una nueva, pudiendo mantener, dividir o aumentar los bienes y derechos que incluya.  La correspondiente licitación deberá efectuarse con la anticipación necesaria para que no exista solución de continuidad entre ambas concesiones.



			Vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros  presentes,  HH.  Senadores  señores  Cooper,  Hamilton,  Mc Intyre y Otero acordó eliminar la primera oración de este inciso por estimarla redundante. Respecto de la segunda oración, acordó, con la misma votación anterior, trasladarla como frase final del inciso segundo del artículo 5º.



- - - - - - 



			La Comisión, contempló como artículo 16 bis, nuevo, el inciso segundo del artículo 16, con otra redacción.  Por lo tanto nos remitimos a lo ahí expresado.



- - - - - - 





ARTICULO 17



			Regula, en el inciso primero, la  inversión de las empresas autónomas en la construcción y desarrollo de nuevos frentes de atraque mediante concesión portuaria previa  licitación pública y, en caso de no haber interesados o que las ofertas no correspondan a las bases, las empresas podrán realizar tales inversiones con recursos propios; y en el inciso segundo, reglamenta el caso de que se solicite la ejecución anticipada de un proyecto considerado en el “calendario referencial de inversiones” y el procedimiento a seguir por la empresa al respecto.



			Este precepto se debatió inciso por inciso.





Inciso primero



			Establece que para la construcción y desarrollo de nuevos frentes de atraque, las empresas autónomas utilizarán la modalidad de inversión mediante concesión portuaria.  En caso de no haber interesados o de que las ofertas no se adecuen a las bases, las empresas autónomas podrán emprender tales inversiones con recursos propios.



			Durante la discusión de esta norma, el H. Senador señor Otero formuló indicación para sustituir este inciso por otro que establece que la construcción y desarrollo de nuevos frentes de atraque sólo se podrán realizar mediante concesiones portuarias, licitadas públicamente. Sólo en caso de no haber interesados o que las ofertas no se adecuen a las bases, las Empresas autónomas podrán emprender tales inversiones con recursos propios.



			En discusión esta indicación, el H. Senador señor Hamilton estuvo de acuerdo con aprobarla pero suprimiendo los dos “sólo” que aparecen en el texto.



			A su vez, el H. Senador señor Otero propuso aprobar la indicación reemplazando “se podrán realizar” por “deberán realizarse”.



			Sometida a votación la indicación con las enmiendas señaladas, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Mc Intyre y Otero.



			En seguida vuestra Comisión sometió  a votación una indicación del H. Senador señor Hormazábal que propone reemplazar este inciso por otro que señala que para la construcción y desarrollo de nuevos frentes de atraque las empresas autónomas usarán sus propios recursos.



			Esta indicación fue rechazada por la misma votación anterior.



			En consecuencia quedó sustituido el texto de la Cámara de Diputados y aprobado el inciso con las enmiendas señaladas.



Inciso segundo



			Indica que si un particular solicitare anticipar la ejecución de un proyecto considerado en el "calendario referencial de inversiones", la empresa autónoma deberá llevar a cabo el respectivo proceso de licitación pública en el plazo de ciento ochenta días contados desde la solicitud, a menos que el directorio la rechace fundadamente y con el voto de a lo menos cuatro de sus miembros, en los directorios de cinco miembros, y de a lo menos dos, en los directorios de tres miembros, en los treinta días siguientes a la fecha de su presentación.



			En debate esta disposición, el H. Senador señor Hamilton formuló indicación para eliminar este inciso. Fundamentó su indicación señalando que mediante esta norma se le estaría dictando un verdadero reglamento a la empresa de cómo proceder, el poder de decisión se estaría radicando en los particulares y no en la propietaria y, además, podrían existir razones de conveniencia general para no licitar en un momento determinado.



			El señor Ministro manifestó, al respecto, que este texto no venía en el Mensaje pero que se incorporó en atención a que existe una norma semejante en la ley de concesiones viales, y con la finalidad de que el directorio respectivo pueda decidir.



			En votación la indicación fue rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero y por su aprobación el H. Senador señor Hamilton.



			En votación el inciso, fue aprobado con la misma votación anterior, sin enmiendas.





ARTICULO  18



			Dispone que las empresas autónomas, en caso alguno, podrán obtener créditos, subsidios, fianzas o garantías del Estado o de cualquiera de sus organismos, entidades o empresas, sino en los casos en que ello fuere posible para el sector privado y en iguales condiciones.  Asimismo, las empresas autónomas no podrán otorgar directamente subsidios o subvenciones de ninguna naturaleza a las inversiones de terceros en los puertos y terminales de su competencia.



			En discusión este artículo, vuestra Comisión consideró una indicación del H. Senador señor Hormazábal para sustituir este inciso por otro que establece que las empresas autónomas podrán obtener créditos, subsidios, fianzas o garantías del Estado o de cualquiera de sus organismos, entidades o empresas.



			En votación esta indicación fue rechazada por 3 votos en contra y uno a favor. Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero y por su aprobación el H. Senador señor Hamilton.



			En votación el artículo fue aprobado, sin enmiendas, por 3 votos a favor y uno en contra. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero y por su rechazo el H. Senador señor Hamilton.





ARTICULO 19



			Este artículo consta de dos incisos que fueron objeto de debate separado.



Inciso primero



			Señala que todos los servicios que presten las empresas autónomas, aun cuando sean a favor del fisco, municipalidades u otros organismos de la Administración del Estado, deberán ser remunerados, según tarifas vigentes para el público.



			Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Mc Intyre y Otero, en los mismos términos que viene formulado, sin mayor debate.



Inciso segundo



			Indica que todo convenio, contrato o acuerdo que importe la prestación de servicios de las empresas autónomas que deban ser pagados parcial o totalmente por el fisco, deberá contar con autorización previa del Ministerio de Hacienda.



			Durante la discusión de este inciso se señaló que esta disposición crea serios problemas ya que el principio es que todos los servicios que prestan las empresas del Estado sean pagados. Además se señaló que  esta norma, es ajena a este proyecto de ley porque existe para todas las empresas del Estado y que el sentido es que no se pueden endeudar sin la autorización del Ministerio de Hacienda.



			El señor Ministro expresó que el espíritu de esta disposición era que el Fisco le pagara a la empresa por los servicios que deben ser prestados por ésta y que requieran recursos fiscales,  debiendo contar con la autorización del Ministerio de Hacienda.



			La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Mc Intyre y Otero, acordó eliminarlo.



ARTICULO 20



			Dispone, en el inciso primero, que cada una de las empresas autónomas deberá contar con un reglamento público de uso de frentes de atraque, propuesto por ella al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones para su aprobación mediante resolución. Luego, en el inciso segundo y tercero, señala qué será aplicable a los frentes de atraque explotados por la empresa autónoma y por particulares, e indica entre las características de este reglamento, el que no podrá establecer excepciones o privilegios, que formará parte integrante de las bases de toda licitación, que deberá considerar criterios técnicos objetivos tendientes a procurar un uso eficiente de la infraestructura portuaria, un desarrollo armónico de la actividad y garantizar el derecho de libre elección a los usuarios de los frentes de atraque.



			Este artículo se debatió por incisos.



			Durante el debate del inciso primero surgieron una serie de dudas en el seno de vuestra Comisión acerca del tipo de reglamento a que hace mención este inciso, si lo confecciona cada empresa o el Ministerio, cuál es su objetivo o significado y qué comprende en la práctica este reglamento público de uso de frentes de atraque.



			Se explicó que este es el reglamento de circulación y tráfico dentro del puerto y que tiene por objetivo cautelar los intereses de todas las empresas autónomas de manera que nadie pueda aprovechar algún tipo de ventaja en cuanto a la circulación de naves. 



			El reglamento lo propone cada empresa porque cada puerto tiene una conformación geográfica distinta  siendo estas características especiales de cada puerto lo que obliga a una reglamentación específica.  Por ello cada reglamento es distinto y es el Ministerio de Transportes el que actuando como autoridad superior quien lo aprueba mediante una resolución fijando los criterios.



			Se agregó que hoy día existe en la práctica este reglamento público de uso de frentes de atraque que se refiere a las condiciones que tienen que cumplir las personas que hacen la transferencia de la carga y se propone ahora, en este precepto, que sea el Ministerio el que le dé su aprobación precisamente para impedir que estos reglamentos sean restricciones que puedan surgir de las propias empresas que puedan afectar el proceso de concesión. Este es el único sentido que tiene que sea la autoridad quien califique, dentro de ese marco, lo que el puerto necesita para cautelar los intereses de todas las empresas, empleando para ello criterios homogéneos pese a la especificidad de cada puerto.



			Asimismo se debatió acerca de las facultades que tendría el Ministerio para modificar estos reglamentos que serían sometidos a su consideración las que se estimó deberían quedar establecidas en forma amplia en la ley, de manera que no surjan problemas posteriores de interpretación. En tal sentido se establece que mediante resolución podrá aprobarlo, modificarlo o rechazarlo. 



			En mérito a lo anteriormente expuesto vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Mc Intyre y Otero, acordó reemplazar el inciso primero por otro que establece que cada empresa autónoma deberá establecer un reglamento público de uso de frentes de atraque, el que será propuesto por ella al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones quien, mediante resolución, podrá aprobarlo, rechazarlo o modificarlo.



			En discusión su inciso segundo que establece que este reglamento será aplicable a los frentes de atraque explotados por la empresa autónoma y por particulares, y que no podrá establecer excepciones o privilegios y formará parte integrante de las bases de toda licitación, vuestra Comisión acordó, por la misma votación anterior, a proposición del H. Senador señor Otero, eliminar la oración que señala que sean explotados por la empresa autónoma y por particulares, por innecesaria y errónea ya que constituye una condición copulativa, de manera que si no intervienen los dos no se aplica la norma.



			En discusión el inciso tercero, relativo a los criterios técnicos que deberá considerar el Ministerio de Transportes al aprobar, modificar o rechazar el reglamento, el H. Senador señor Hamilton propuso reemplazar en este inciso la oración “deberá considerar criterios técnicos objetivos, imparciales y no discriminatorios, orientados a procurar” por “establecerá con criterios técnicos objetivos, no discriminatorios”. Fundamentó su proposición señalando que los términos “objetivos e imparciales” están demás porque son dos calificativos muy subjetivos en circunstancias que lo que se persigue es que no haya discriminación.



			Sometido a votación el inciso tercero, fue aprobado con la modificación anteriormente señalada, por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Mc Intyre y Otero.



			En consecuencia, este artículo fue aprobado con las enmiendas anteriormente señaladas por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Mc Intyre y Otero.





ARTICULO 21



			Establece, en el inciso primero, que las labores  de  movilización  de  carga  en  los frentes de atraque que señala -los existentes, los nuevos, sus extensiones o mejoramientos- estarán sujetos a un esquema multioperador. En el inciso segundo, se permite implementar un esquema monooperador en dichos frentes de atraque por acuerdo del directorio de la empresa autónoma, mediante licitación pública. Agrega que para ello, deberá existir en el respectivo puerto o terminal, a lo menos, otro frente de atraque equivalente operando bajo un esquema multioperador o el directorio deberá contar con un informe previo de la Comisión Preventiva Central favorable a la implementación del esquema monooperador en cuyo caso la licitación deberá realizarse conforme a los términos establecidos en el respectivo informe.



			En discusión el inciso primero, relativo a las labores de movilización de carga en los frentes de atraque existentes a la fecha de publicación de esta ley, en sus extensiones o mejoramientos, así como en los nuevos frentes de atraque que sean desarrollados por las empresas autónomas, el H. Senador señor Otero propuso reemplazar la palabra “desarrollados” por “habilitados” en razón de que los frentes de atraque no se desarrollan sino que se habilitan.



			En votación este inciso, con la enmienda señalada, vuestra Comisión acordó aprobarlo por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Mc Intyre y Otero.



			En discusión el inciso segundo, norma aclaratoria y complementaria del inciso anterior, fue aprobado con la sola enmienda de intercalar entre la palabra “terminal” y “deberá” , la siguiente oración “en la Región donde éstos se localicen”. Esta frase precisa y aclara el alcance de este precepto.



			En votación este inciso fue aprobado con la enmienda anteriormente señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Mc Intyre.



- - - - - - 



			Párrafo 6 (artículos 22 a 31) se refiere a la administración y organización de cada una de las empresas autónomas.

- - - - - -



			Se dejó constancia, que vuestra Comisión acordó, una vez despachado el texto de la iniciativa de ley en estudio, introducir los epígrafes y letras  que fueran pertinente, a fin de ordenar y facilitar el estudio de este proyecto de ley.



			Bajo esa perspectiva se consultaron en el Párrafo 6º De la administración  y organización,  el siguiente epígrafes y letras:



			Del Directorio



De su composición y designación

De los requisitos para ser director

De la duración de los directores

De las inhabilidades  y recusaciones de los directores

De la responsabilidad, atribuciones, obligaciones y prohibiciones de los directores.

De la remuneración de los directores

De la cesación en el cargo de director

Del funcionamiento del Directorio



			Asimismo, en el Párrafo 8 De la administración financiera, de la contabilidad y del personal, se contemplaron las siguientes letras:



Del régimen económico

De la fiscalización

Del personal



			Vuestra Comisión, aprobó estas enmiendas, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Hormazábal y Mc Intyre.

- - - - - - -



ARTICULO 22



			Sometido a discusión este precepto fue analizado inciso por inciso.



Inciso primero



			Regula la administración de las empresas autónomas, la que estará a cargo de un directorio de tres miembros, excepto las de Valparaíso, San Antonio y Talcahuano-San Vicente, que se compondrá de cinco miembros, nombrados por el Presidente de la República, el que además designará a su presidente, por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.



			Durante su discusión el H. Senador señor Hamilton consultó al señor Ministro si se ha considerado por parte del Ejecutivo la incorporación a este directorio del Alcalde o un miembro del Consejo de la respectiva Municipalidad, dada la relación existente entre los puertos y la ciudad, y atendido el hecho de que esta materia es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.



			Al respecto se señaló que esta idea fue analizada y rechazada por el Ejecutivo ya que surgiría un conflicto de intereses para la persona que, por una parte representa a la Municipalidad y, por otra, representa también los intereses de la empresa autónoma, los que pueden ser contradictorios dentro del ámbito municipal y ámbito portuario. Agregó que los directorios tienen que tener como miembros a personas que representen al Presidente de la República en el sentido de llevar adelante la mejor gestión de la empresa, gestión por la cual son responsables.



			A su vez, el H. Senador señor Otero sugirió simplificar la redacción de este inciso primero, empleando para ello la misma redacción que se usó en la ley 19.132 y 19.170, de Televisión Nacional de Chile y de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, respectivamente, eliminando la frase que señala que los designará por uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, por innecesaria.



			Por lo tanto, propuso sustituir el inciso primero por otro que señala que la administración de cada empresa autónoma la ejercerá un directorio compuesto de 3 ó 5 miembros, de libre designación del Presidente de la República quien además designará a uno de ellos para que se desempeñe en calidad de Presidente del directorio. Tratándose de las empresas portuarias de Valparaíso, San Antonio y Talcahuano-San Vicente el directorio se compondrá de cinco miembros.



			Sometida a votación esta indicación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Mc Intyre y Otero y, en consecuencia, fue aprobado este inciso primero con la enmienda señalada y la misma votación anterior.



Inciso segundo



			Indica que el Directorio además estará integrado por un representante de los trabajadores, con derecho a voz,  la responsabilidad de él y del Directorio -responden de todos los acuerdos que redunden en perjuicio para la empresa-, la duración en el cargo -tres años-, elegido en votación secreta y directa,  pudiendo ser reelegido por una sola vez, finalmente, señala el procedimiento electoral.



			Durante la discusión de este inciso el H. Senador señor Otero formuló indicación para eliminar la frase que hace responsable al representante de los trabajadores con los miembros del Directorio de todos los acuerdos que redunden en perjuicio para la empresa autónoma a menos que deje expresa constancia en acta de su opinión contraria.



			La Comisión por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Mc Intyre y Otero aprobó esta indicación,  toda vez que las empresas portuarias se regirán por la ley de sociedades anónimas abiertas donde está establecido expresamente que no se puede hacer responsable a una persona por los acuerdos que no vota, a menos que este sea el gerente que es responsable de su gestión como administrador.



			Vuestra Comisión, a continuación, sometió a votación dos indicaciones. Una, del  H. Senador señor Mc Intyre para suprimir este inciso, y otra, del H. Senador señor Otero para eliminar la oración final de este precepto que señala que la circunstancia de integrar el directorio de algún sindicato en alguna de las empresas autónomas no será obstáculo para ser elegido director en representación de los trabajadores.



			El autor de la primera indicación la fundamentó señalando que el número de funcionarios existentes en la Empresa de los Ferrocarriles del Estado ameritaba un representante de éstos con el objeto de que éste se informara de lo que estaba ocurriendo en la empresa, pero que en el caso de las empresas portuarias lo considera innecesario porque el número de funcionarios que va a permanecer es menor.



			En votación la indicación del H. Senador señor Mc Intyre fue rechazada por tres votos en contra y uno a favor. Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Otero y a favor el H. Senador señor Mc Intyre.



			Respecto de la segunda indicación su autor señaló que ésta tiene por fundamento adoptar el mismo predicamento que se tuvo en la Ley de Ferrocarriles respecto de las inhabilidades para ser director. En efecto, no puede ser director de la empresa quien sea, a su vez, presidente, vicepresidente, secretario general, tesorero en las directivas centrales, regionales, provinciales, distritales o comunales de los partidos políticos y de las organizaciones gremiales y sindicales.



			El H. Senador señor Hamilton manifestó que no se explica la razón para excluir al director del sindicato porque normalmente, en teoría, deberían ser directores de sindicato los mejores trabajadores, los más interesados, los con mayor experiencia, agregó que no le parece motivo suficiente el que otra ley así lo señale pues la misma puede ser errónea.



			Sometida a votación la indicación se obtuvo el siguiente resultado. Por la afirmativa dos votos, por la negativa uno y una abstención. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Cooper y Otero, por la negativa el H. Senador señor Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Mc Intyre.



			Repetida la votación de acuerdo con el Reglamento por influir la abstención en el resultado, fue aprobada por tres votos a favor y uno en contra. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero y por la negativa el H. Senador señor Hamilton.





Incisos tercero, cuarto y quinto



			Su inciso tercero señala entre las funciones del Directorio la administración y representación de la empresa con amplias y absolutas facultades, y su inciso cuarto, agrega que asumirán sus funciones una vez tramitado el decreto supremo que los designe.



			Finalmente, el inciso quinto, indica que en el cumplimiento de sus funciones el directorio deberá: l) promover la competencia en el interior de los puertos; 2) procurar un trato no discriminatorio a los usuarios de los puertos y terminales; 3) velar por el desarrollo y expansión de los puertos, y 4) preservar y fortalecer los niveles de productividad, eficiencia y competitividad alcanzados en la operación portuaria.





			Vuestra Comisión, acordó trasladar estos incisos al artículo 28 y discutirlos en esa oportunidad, con la finalidad de obtener un mejor ordenamiento del proyecto de ley ya que estas disposiciones versan sobre las facultades del Directorio, en circunstancias que primeramente corresponde establecer los requisitos y las inhabilidades de los mismos.







ARTICULO 23



			Señala los requisitos que deberán cumplir los directores: chileno, título profesional universitario y desempeño no inferior a tres años en un cargo ejecutivo superior en empresas públicas o privadas, continuos o discontinuos.



			Sometido a debate este precepto, el H. Senador señor Otero formuló indicación para incorporar a estos requisitos los establecidos  en la ley 19.170, para los directores de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, es decir, tener a lo menos 21 años de edad y no haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva, como números 2 y 3, respectivamente, pasando a ser número 4 el actual número 2 del artículo en debate.



			Asimismo, propuso eliminar la oración “a que se refiere el inciso primero del artículo 22” , indicación que fue retirada por su autor ya que es necesario mantener dicha oración porque el inciso segundo se refiere al representante de los trabajadores, que también es director, el que no debe cumplir el requisito de título profesional que se establece en este artículo.



			Vuestra Comisión aprobó la indicación primeramente señalada y el artículo, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero.





ARTICULO 24



			Indica la duración de los directores en sus cargos: 5 años pudiendo ser nuevamente designados. Se renovarán por parcialidades.



			Durante la discusión de esta norma se señaló que la duración en el cargo y la renovación por parcialidades tiene por finalidad darle estabilidad y continuidad a la gestión de la empresa e impedir que esté sometida a cambios bruscos.



			También se indicó que los directores no obedecen a la idea de estabilidad permanente sino que tienen que responder a la confianza del dueño de la empresa, quien les puede solicitar la renuncia en cualquier momento, incluso sin expresión de causa. Se añadió que la estabilidad de la empresa se puede lograr mediante la presencia de los gerentes del cuerpo administrativo no necesariamente a través del directorio.



			El H. Senador señor Otero formuló indicación para que los directores duren 4 años en sus cargos, que sean renovados cada dos años por parcialidades de 3 y 2 y de 2 y 1 directores, según se trate de directorios de 5 ó 3 miembros, en su caso, pudiendo ser nuevamente designados.  Fundamentó su indicación señalando que debe existir, por lo menos, una relativa estabilidad para quienes se van a desempeñar y van a asumir una responsabilidad de administrar la empresa, sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República de removerlos cuando lo estime conveniente.



			A su vez, el H. Senador señor Hormazábal formuló indicación para eliminar la frase “y se renovarán por parcialidades”. Fundamentó su indicación señalando que esta norma no es armónica con la del artículo 30 que faculta al Presidente de la República para pedir la renuncia al director en cualquier momento, de manera que es partidario de que los directores duren 5 años en sus cargos pudiendo ser designados nuevamente.



			En votación la indicación del H. Senador señor Otero, fue aprobada por 3 votos a favor y uno en contra. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre  y Otero y en contra el H. Senador señor Hormazábal.



			En votación la indicación del H. Senador señor Hormazábal fue rechazada por la misma votación anterior. 



			En consecuencia, el artículo fue aprobado con la enmienda señalada.



			La Comisión acordó adecuar el artículo 2º transitorio que regula la renovación del primer directorio, a esta norma, precepto que será debatido y votado en su oportunidad.



ARTICULO 25



			Señala las inhabilidades para ser designado director, agrupándolas en tres: l) las autoridades políticas y administrativas y de representación popular, entre otras; 2) las directivas de partidos políticos y de organizaciones gremiales y sindicales,  y 3) las personas unidas por vínculos de parentesco o de adopción, o a través de personas jurídicas que tengan control de su administración, o en las que posean o adquieran  intereses superiores al 10% del capital en empresas navieras o portuarias, agencias de naves y, en general, en empresas relacionadas con la actividad marítima o portuaria.



			Durante la discusión de este precepto el H. Senador señor Otero señaló que el encabezamiento de este artículo es erróneo ya que expresa “No podrán ser directores” confundiendo el que no puedan ser con el que sean inhábiles para serlo o no deban serlo. Añadió que el podrán tiene una connotación distinta. Por lo tanto, formuló indicación para sustituir la  frase inicial por “Son inhábiles para desempeñar el cargo de director:”.



			Sometida a votación esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hormazábal, Mc Intyre y Otero.	



			El H. Senador señor Hormazábal hizo presente que hay que distinguir entre las inhabilidades y las incompatibilidades para ejercer un cargo las que se subsanan renunciando dentro de un plazo al cargo.



			Asimismo el H. Senador señor Hormazábal consultó acerca de porqué las personas que desempeñan cargos en directivas de partidos políticos, de organizaciones gremiales y sindicales estarían inhabilitados para esa función.



			Se señaló que se inhabilitan a personas que ejercen cargos dentro de las directivas de los partidos no a los militantes de los mismos sino que aquellos que tienen responsabilidades en el quehacer político y que puedan, de alguna forma, tener un conflicto de interés con el desarrollo de la empresa.



			Vuestra Comisión, en seguida, sometió a votación el número 1 de este artículo que declara entre las inhabilidades para ser designado director, a  las autoridades políticas y administrativas y de representación popular, entre otras.



			Este numeral fue aprobado por tres votos a favor y una abstención. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero. Se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal, dejando constancia que lo hacía por inhabilitarse a los miembros de los Consejos Regionales y de los Consejos de Desarrollo Comunal.



			En votación el numeral 2 de este artículo, fue aprobado con la misma votación anterior.



			Durante la discusión del numeral 3 que inhabilita para ser director a las personas unidas por vínculos de parentesco o de adopción, o a través de personas jurídicas que tengan control de su administración, o en las que posean o adquieran  intereses superiores al 10% del capital en empresas navieras o portuarias, agencias de naves y, en general, en empresas relacionadas con la actividad marítima o portuaria,  el H. Senador señor Hormazábal formuló indicación para suprimir la frase “superiores al 10% del capital”.



			Fundamentó su indicación señalando que este precepto no tiene lógica por cuanto se acepta al que tiene un interés privado, particular y comercial. Añadió que le parece inaceptable que en una empresa del Estado encargada de fiscalizar y supervigilar el desempeño de empresas privadas que van a hacerse cargo de la licitación estén personas vinculadas de algún u otro modo al capital de cualquiera de las empresas que van a ser fiscalizadas.



			El H. Senador señor Otero señaló que tanto en materia tributaria, bancaria y otras leyes sobre capitales, se ha colocado un tope de un 10%, considerándose coligada a la persona que sobrepasa esta cifra. De ahí que se haya utilizado el mismo criterio, criterio que asimismo se ha adoptado respecto de otras empresas del Estado.



			En votación la indicación del H. Senador señor Hormazábal fue rechazada por 3 votos en contra un uno a favor. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Cooper, Mc Intyre y Otero y por su aprobación el H. Senador señor Hormazábal.



			En votación el numeral 3, fue aprobado con la misma votación anterior.



- - - - - -



			A continuación, vuestra Comisión acordó contemplar como artículo 25 bis, nuevo, una proposición del Ejecutivo, que establece las causales de recusación de los directores, norma que reproduce el artículo 5º de la ley 19.170, y que primitivamente se había consultado como artículo 28 bis	. Esta proposición la hizo suya el H. Senador señor Hamilton, y fue debatida a continuación del artículo 28. Por lo tanto, nos remitimos a lo ahí señalado.



- - - - - - 



ARTICULO 26



			Dispone que la responsabilidad, derechos, obligaciones y prohibiciones de los directores se regirán por los artículos que indica de la ley sobre sociedades anónimas, con las excepciones que se señalan en esta ley y que a los directores les serán aplicables las inhabilidades establecidas en dicha ley con la excepción que indica.



			Sometido a debate este precepto la Comisión discutió una indicación del H. Senador señor Otero, que tiene por objeto hacer inaplicable la excepción del Nº 4  del artículo 35 de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas, a los directores. 



			Vuestra Comisión tuvo a la vista dicha disposición que señala que no podrán ser directores de una sociedad anónima los menores de edad, las personas afectadas por la revocación a que se refiere el artículo 77 de esa ley, las personas encargadas reo o condenadas por delito que merezca pena aflictiva o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, y los fallidos o los administradores  o representantes legales de personas fallidas y los funcionarios fiscales, semifiscales, de empresas u organismos del Estado y de empresas de administración autónoma en las que el Estado efectúe aportes o tenga representantes en su administración, en relación a las entidades sobre las cuales dichos funcionarios ejercen, directamente y de acuerdo con la ley, funciones de fiscalización o control. Las personas que adquieran la calidad de funcionarios en los organismos o empresas públicas indicadas, cesarán automáticamente en el cargo de director de una entidad fiscalizada o controlada.



			Se explicó que la propuesta del Gobierno es que funcionarios fiscales como los señalados en la excepción del Nº 4, del artículo 36 de la Ley de Sociedades Anónimas puedan ser directores, en razón de que existen numerosas personas, hoy día, en los directorios  de empresas Corfo y otras empresas, incluso aquellas que dependen del Ministerio de Transportes como Ferrocarriles y Correos , que son directores de estas empresas, y si esta excepción se elimina habría una cantidad grande de personas inhabilitadas para desempeñarse en dichos directorios, lo que se estima inconveniente, ya que los mejores técnicos de algunas empresas del Estado estarían inhabilitados.



			Se señaló que la excepción es lógica respecto de una sociedad anónima pero no de una sociedad fiscal.



			En votación esta indicación fue rechazada por 2 votos en contra y uno a favor. Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Hamilton y Mc Intyre y votó a favor el H. Senador señor Cooper.



			Sometido a votación el artículo, fue aprobado en los mismos términos que lo hizo la H. Cámara de Diputados, por tres votos a favor y una abstención. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Mc Intyre y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





ARTICULO 27



			Establece la responsabilidad solidaria de los directores por los perjuicios causados a la empresa por sus actuaciones dolosas o culpables y señala que responden de la culpa leve, es decir, deberán emplear en el ejercicio de sus funciones el cuidado y diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus propios negocios.



			Vuestra Comisión, sin mayor debate, aprobó este artículo por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Hormazábal y Mc Intyre, con la sola enmienda de contemplar como inciso segundo de este precepto, el inciso primero del artículo 28, que señala que a los directores de las empresas autónomas les será aplicable el artículo 42 de la ley Nº 18.9046, sobre sociedades anónimas , norma que establece una serie de prohibiciones a los directores.





ARTICULO 28



			Aplica a los directores las incapacidades señaladas en el artículo 42 de la ley 18.046 sobre Sociedades Anónimas. Sin perjuicio de ello, en su inciso segundo, además, mediante 7 numerales establece las prohibiciones. 



			Vuestra Comisión estimó, durante la discusión de este precepto, que era menester efectuar una reordenación de las materias contenidas en él  y en el artículo 22 de la iniciativa de ley en estudio.



			Bajo esa perspectiva el señor Ministro de Transportes presentó a la Comisión una proposición de redacción de este artículo, la que hizo suya el H. Senador señor Hamilton, quien la presentó como indicación, y que como se señaló anteriormente, recoge en su estructura, disposiciones contenidas en el artículo 22, en una indicación del H. Senador señor Otero y en el mismo artículo 28.



			En efecto, esta disposición contiene las funciones, obligaciones y prohibiciones de los directores. Así, en sus dos primeros incisos reproduce los incisos tercero y quinto Nºs 1 a 4 del artículo 22 relativos a las funciones del directorio, suprimiendo el inciso cuarto, por innecesario y, a continuación, contempla como Nºs 5 a 12 otras funciones que agrega una indicación del H. Senador señor Otero. En seguida, establece las prohibiciones del directorio en 7 numerales, que reproducen el inciso segundo Nº 1 a 7 del artículo 28, cuyo encabezamiento pasó a ser inciso tercero.



			El texto del artículo 28, propuesto en la indicación consta de cuatro incisos.



			Su primer inciso señala que corresponderá al directorio la administración y representación de la empresa autónoma con las más amplias y absolutas facultades. 



			Su inciso segundo señala que los directores de las empresas autónomas asumirán sus funciones una vez tramitado el decreto supremo que los designe.



			Este inciso fue retirado por el autor de la indicación, en atención a que habitualmente las personas nombradas para un cargo lo asumen de inmediato por razones de buen servicio.



			Su inciso tercero señalaba que “en el cumplimiento de sus funciones, el directorio deberá:”. 



			Vuestra Comisión acordó agregarle la frase “especialmente, entre otras”, con la finalidad de dar mayor amplitud a este precepto y evitar que la omisión de alguna función impida al directorio el poder desarrollarla, pudiendo verse perjudicada la empresa.



			En seguida, el artículo señala, mediante doce numerales, las funciones del directorio, que son las siguientes:



			1. Promover la competencia en el interior de los puertos;



			2. Procurar un trato no discriminatorio a los usuarios de los puertos y terminales;



			3. Velar porque no se limiten las posibilidades de desarrollo y expansión de los puertos;



			4. Preservar y fortalecer los niveles de productividad, eficiencia y competitividad alcanzados en la operación portuaria;



			5. Designar, en su primera sesión y de entre sus miembros, al director que se desempeñará como Vicepresidente del mismo. El Vicepresidente reemplazará al Presidente en caso de ausencia o imposibilidad transitoria de éste para ejercer el cargo;



			6. Designar al Gerente General y al ejecutivo de la empresa que deba reemplazarlo transitoriamente, en caso de ausencia o imposibilidad temporal de éste para el ejercicio del cargo;



			7. Dictar los reglamentos y normas que estime conveniente para regular la organización interna de la empresa y su adecuado funcionamiento;



			8. Establecer las bases de toda licitación a que deba llamarse, en conformidad a lo dispuesto en esta ley. Asimismo, deberá aprobar expresamente el texto de los contratos de concesión y los estatutos de las sociedades anónimas que acuerde constituir;



			9. Establecer y modificar las dotaciones del personal,  fijar y determinar sus remuneraciones y beneficios, y aprobar los reglamentos internos de trabajo que someta a su decisión el Gerente General;



			10. Aprobar y modificar los presupuestos anuales de ingresos, gastos e inversiones, y establecer las normas necesarias para controlar su cumplimiento;



			11. Pronunciarse sobre los estados financieros trimestrales y anuales que debe presentarle el Gerente General, conforme a las normas establecidas por el directorio y a los principios y sistemas de contabilidad aplicables a las sociedades anónimas abiertas, y



			12. Conferir poderes generales al Gerente General, y especiales a otros ejecutivos o abogados de la empresa y, para casos específicos y determinados, a terceras personas. Estos poderes los podrá revocar y limitar en cualquier momento, sin expresión de causa.



			Finalmente, el inciso final establece las prohibiciones del directorio, en los siguientes siete numerales:



			1. Adoptar políticas o decisiones que no tengan por finalidad cumplir el objeto de la empresa autónoma en la forma establecida en esta ley o persigan beneficiar sus propios intereses o los de terceras personas;



			2. Realizar o incurrir en actos contrarios a esta ley o a los intereses de la empresa autónoma, o usar su cargo para obtener beneficios y prebendas indebidas para sí o para terceros;



			3. Constituir a la empresa autónoma en aval, fiadora o codeudora solidaria de terceras personas, naturales o jurídicas;



			4. Contraer obligaciones cuyo monto supere el 50% del capital de la empresa autónoma, sin autorización del Presidente de la República;



			5. Efectuar o celebrar actos a título gratuito a favor de terceros;



			6. Someter a compromiso, y transigir reclamaciones y litigios, en asuntos en que la cantidad involucrada sea superior a mil unidades tributarias mensuales, sin la autorización previa del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, y 



			7. Obligarse a pagar y hacerlo, sin la autorización previa del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, indemnizaciones extrajudiciales por un monto superior a mil unidades tributarias mensuales, aún cuando esté plenamente comprobada la responsabilidad de la empresa autónoma.



			Vuestra Comisión acordó, con las enmiendas señaladas, aprobar la indicación del H. Senador señor Hamilton que sustituye este artículo y rechazar la indicación del H. Senador señor Otero, por encontrarse contenida en el texto sustitutivo del artículo 28 aprobado por la Comisión. Este acuerdo se adoptó  por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Mc Intyre.



- - - - - - 



			En seguida, se sometió a la consideración de la Comisión, una proposición del Ejecutivo para consultar un artículo 28 bis, nuevo, que establece las causales de recusación de los directores, norma que reproduce el artículo 5º de la ley 19.170.



			Al igual que la proposición anterior del Ejecutivo, el H. Senador señor Hamilton la hizo suya, presentándola como indicación a la Comisión.



			Este artículo 28 bis consta de seis incisos.



			Su inciso primero establece que los directores sólo podrán ser inhabilitados para intervenir en un negocio determinado, en razón de existir interés personal o de su cónyuge o de sus parientes consanguíneos en toda la línea  recta o hasta el cuarto grado colateral o por afinidad hasta el segundo grado inclusive o tener vínculos de adopción o por causa de amistad íntima o enemistad con aquél o aquéllos a quienes afecte dicha materia.



			Su inciso segundo indica que la recusación deberá deducirse ante el directorio hasta el momento mismo en que éste entre a resolver sobre la materia respecto de la cual se alega la inhabilidad.  La recusación deberá ir acompañada de las pruebas que justifiquen la causal invocada y, tratándose de prueba testimonial, ésta se adjuntará mediante declaraciones juradas prestadas ante Notario Público.



			Su inciso tercero preceptúa que deducida la recusación, el Presidente notificará de ésta al director afectado, el cual deberá informar por escrito al directorio, dentro de las 48 horas siguientes.  Contestada ésta o transcurrido dicho plazo, el Presidente del directorio o quien haga sus veces, con o sin el informe del director afectado, citará de inmediato a una sesión extraordinaria del directorio para resolver la recusación.  El fallo del directorio no será susceptible de recurso alguno.  Mientras no se resuelva sobre la recusación, el directorio se abstendrá de resolver sobre la materia en que ésta incide.



			Su inciso cuarto indica que el director a quien afecte una causal de recusación, deberá darla a conocer de inmediato al directorio y abstenerse de participar en la discusión y votación de la materia.  La infracción a esta obligación se considerará como falta grave.



			Su inciso quinto dispone que en  el evento en que la causal de recusación llegue a conocimiento del interesado con posterioridad a la decisión del asunto, ésta deberá hacerse valer dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que el interesado tuvo conocimiento de la decisión.  El directorio sólo la admitirá a tramitación en el evento en que el voto del director recusado haya sido determinante para lograr el quórum exigido por la ley, según sea la materia de que se trate.  De acogerse la recusación, el directorio, en sesión especialmente convocada al efecto, deberá pronunciarse nuevamente sobre la materia en que incide la recusación, quedando suspendido el cumplimiento de la decisión anterior.



			Finalmente, su inciso sexto señala que la  notificación de la recusación se hará mediante carta entregada en el domicilio que el afectado tenga registrado en la empresa, por el  Secretario  o Ministro de fe pública.



			En votación esta indicación, vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Hormazábal y  Mc Intyre, acordaron aprobarla en los mismos términos que viene formulada, pero como artículo 25 bis, a continuación del artículo 25, que trata de las inhabilidadades de los directores.



- - - - - -- 



			Cabe hacer presente, que el H. Senador señor Hormazábal dejó constancia de que se abstendría en la votación de algunas de las disposiciones del proyecto de ley en estudio, por existir un acuerdo de cortesía entre él y el H. Senador señor Otero, mientras dura su ausencia, para no alterar la mayoría y minoría existente en la Comisión, en la adopción de acuerdos.



- - - - - - - 



ARTICULO 29



			Indica la dieta que percibirán  los directores y que además, podrán percibir ingresos asociados al cumplimiento de metas establecidas en el “plan de gestión anual”, los que no podrán exceder el 100% de su dieta.



			La Comisión aprobó este artículo en los mismos términos que lo hizo la H. Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Hormazábal.





ARTICULO 30



			Establece en 4 numerales las causales de cesación en el cargo de director y señala cómo se hará el reemplazo de los directores que cesen en sus funciones.



			La Comisión aprobó este artículo en los mismos términos que venía formulado. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





ARTICULO 31



			Indica el quórum requerido para sesionar y para adoptar acuerdos y cómo se dirimen los empates; define las sesiones ordinarias y las sesiones extraordinarias, y dispone que de los acuerdos del directorio se deberá dejar constancia en un libro de actas el que deberá cumplir con las normas del artículo 48 de la ley Nº18.046, sobre sociedades anónimas. 



			El H. Senador señor Otero y el H. Senador señor Hamilton formularon indicación a este artículo para agregar al final de su inciso primero,  una frase que tiene por objeto precisar que en caso de empate, quien resuelve es el presidente del directorio “o quien haga sus veces”. 



			Estas indicaciones fueron refundidas y aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Hormazábal.





ARTICULO 32



			Dispone que en cada empresa habrá un gerente general, designado y removido por el directorio en sesión especialmente convocada al efecto y que su remuneración y demás condiciones del contrato de trabajo de éste serán determinadas por el directorio por mayoría absoluta de los directores en ejercicio en el momento de su designación.



			El inciso primero de este artículo, relativo a la forma en que se designa y remueve al gerente general por el directorio, fue objeto de dos indicaciones, de igual tenor, de los HH. Senadores señores Hamilton y Otero. Dichas indicaciones establecen como quórum para adoptar dicho acuerdo, mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio. 



			Vuestra Comisión acordó refundir estas indicaciones y aprobarlas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Hormazábal.





ARTICULO 33



			Señala las facultades del gerente general. Entre otras, la de ejecutar los acuerdos del directorio y la supervisión de la administración y funcionamiento de la empresa. Requerirá acuerdo previo del directorio para adquirir, enajenar, gravar o dar en arrendamiento bienes raíces o derechos constituidos sobre ellos y para contratar créditos a plazos superiores a un año.



			La Comisión aprobó este artículo, sin mayor debate, en los mismos términos que venía formulado. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton, se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





ARTICULO 34



			Establece la incompatibilidad del cargo de gerente general con el de director de alguna empresa relacionada con la actividad marítima o portuaria. Indica que el gerente general tendrá las mismas inhabilidades, responsabilidades, obligaciones y prohibiciones que esta ley señala para los directores.



			Este artículo fue aprobado, en los mismos términos que lo hizo la H. Cámara de Diputados, por dos votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.







ARTICULO 35



			Dispone que el gerente general asistirá a las sesiones de directorio con derecho a voz y que será responsable con los miembros de éste de todos los acuerdos que redunden en perjuicio para la empresa, a menos de que se deje expresa constancia en actas de su opinión contraria.



			Vuestra Comisión, sin mayor debate, acordó aprobar este artículo sin enmiendas, en los mismos términos que viene formulado. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





ARTICULO 36



			Sujeta a las empresas autónomas a las mismas normas financieras, contables y tributarias que rigen para las sociedades anónimas abiertas y señala que sus balances y estados de situación deberán ser sometidos a auditorías de firmas auditoras externas.



			La Comisión aprobó este artículo en los mismos términos que lo hizo la H. Cámara de Diputados. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





ARTICULO 37



			Aplica a las empresas, además de las normas señaladas en el artículo anterior, las normas complementarias que indica de administración financiera del Estado, personal y de incidencia presupuestaria.



			Durante la discusión de este artículo, vuestra Comisión tuvo a la vista el artículo 11 de la ley Nº 18.196, 29 y 44 del Decreto Ley Nº 1.263, de 1975 y 2º del Decreto Ley Nº 2.398, de 1978. 



			La Comisión acordó, por dos votos a favor y una abstención, aprobar este precepto sin enmiendas. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





ARTICULO 38



			Obliga a las empresas a confeccionar anualmente su balance consolidado, al 31 de diciembre de cada año, y por puerto y terminal.



			Este artículo fue objeto de dos indicaciones.



			La primera, del H. Senador señor Otero que modifica la redacción de este precepto, que fue rechazada por dos votos en contra y una abstención. Votaron por la negativa el H. Senador señor Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.



			La segunda, del H. Senador señor Hormazábal, para suprimir la conjunción “y” que antecede a la expresión “por puerto”,  fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Hormazábal, y tiene por finalidad mejorar la redacción de la norma.



			Con la enmienda señalada el artículo fue aprobado por dos votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





ARTICULO 39



			Establece que las empresas quedarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.



			Este artículo fue objeto de una indicación del H. Senador señor Otero para agregar la frase “en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.



			Vuestra Comisión rechazó esta indicación, por dos votos en contra y una abstención, por estimarla redundante, toda vez que en el artículo 7º  de la iniciativa legal en estudio, se establece que las empresas se regirán por las normas de las sociedades anónimas abiertas.  Votaron por el rechazo los HH. Senadores  señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.



ARTICULO 40



			Dispone que las empresas estarán sujetas al control de la Contraloría General de la República sólo respecto de los aportes y subvenciones que reciban del fisco.



			Durante la discusión de esta norma se señaló que preceptos similares contiene la Ley de Ferrocarriles del Estado y, además, aunque no se estableciera este precepto, así lo dice la Constitución y la Ley de la Contraloría General de la República.



			Sometido a votación este artículo fue aprobado por dos votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





ARTICULO 41



			Señala que los trabajadores de las empresas se regirán exclusivamente por las normas del Código del Trabajo y sus normas complementarias y por las de esta ley.



			Durante la discusión de este precepto el H. Senador señor Hormazábal señaló que se abstenía por dos razones. La primera, por tener un acuerdo de caballeros o de cortesía con el H. Senador señor Otero de abstenerse en las votaciones en que el aludido señor Senador se encuentre ausente y, la segunda, por no estar de acuerdo con esta disposición.



			En votación este artículo fue aprobado por dos votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





ARTICULO 42



			Preceptúa que serán aplicable a todos los recintos portuarios de competencia de las empresas y respecto de los bienes ubicados fuera de los recintos portuarios que éstas posean a cualquier título, las disposiciones de esta ley, los reglamentos y normas que en relación con ellas se dicten. Se exceptúan de esta disposición a los puertos de carácter exclusivamente militar y a las secciones de puerto que tengan esa misma calidad.



			La Comisión aprobó este precepto en los mismos términos que viene formulado por la H. Cámara de Diputados, por dos votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





ARTICULO 43



			Señala que las empresas autónomas se regirán por las normas de esta ley y, en lo no contemplado por ella, por las del derecho privado, en particular, las que rigen a las sociedades anónimas abiertas, no siéndoles aplicables las disposiciones generales o especiales que rigen a las empresas del Estado.



			En votación este precepto, fue aprobado, sin enmiendas, por dos votos a favor y una abstención. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





ARTICULO 44



			Dispone que las normas que regirán la coordinación de los diversos organismos públicos que tengan relación con actividades que se desarrollen dentro de los recintos portuarios se establecerán mediante decretos supremos del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, firmados, además, por el o los Ministros que corresponda.



			Durante la discusión de esta norma se señaló que esta disposición resolvería el problema planteado acerca de la coordinación y determinación del sistema de seguridad en los recintos portuarios, según si el recinto portuario está en el mismo puerto o lejos de él, si es Carabineros o la Armada la encargada de su vigilancia, inquietud expresada por el H. Senador señor Mc Intyre. 



			Además, esta norma es coincidente con el artículo 6º aprobado por la Comisión que establece que las empresas autónomas ejercerán sus funciones en los recintos portuarios, terrenos, obras físicas e instalaciones que administren, sin perjuicio de las facultades y atribuciones que otorga el ordenamiento jurídico vigente al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, a la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante y a los demás servicios públicos.



			En votación este artículo, fue aprobado, sin enmiendas, por dos votos a favor y una abstención. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





ARTICULO 45



			Dispone que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictará el reglamento relativo a los procedimientos que regulen las licitaciones a que se refiere el artículo 8º del proyecto y a la presentación por parte de los particulares de los proyectos de construcción y habilitación de obras portuarias. Del mismo modo, se establecerán las normas y procedimientos sobre el “calendario referencial de inversiones” y del “plan de gestión anual”. Este último, se aprobará por decreto conjunto del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y del Ministerio de Hacienda.



			El Ejecutivo formuló indicación a este artículo, para agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:



			“Asimismo, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones contará con las siguientes atribuciones, las que ejercerá a través de la Subsecretaría de Transportes:



			a) Proponer acciones conjuntas entre organismos públicos y privados destinadas a potenciar la eficiencia, capacidad y competividad del sistema portuario nacional, así como su  desarrollo comercial;



			b) Proponer planes estratégicos del sistema portuario estatal, velando por el mejoramiento de sus niveles de eficiencia y competividad;



			c) Incentivar, apoyar y promover la introducción de nuevas tecnologías en la explotación de los servicios portuarios.



			d) Procurar un desarrollo armónico de los puertos con su entorno urbano, las vías de acceso y el medio ambiente, y



Promover, desarrollar y mantener un sistema de información estadística relacionada con el sector portuario, a disposición de los agentes públicos y privados.”.



			Durante la discusión de esta indicación el H. Senador señor Hormazábal consultó acerca de si estaría comprendida dentro de estas atribuciones que se otorgan al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones la de velar porque los puertos puedan vender sus productos fuera, es decir, la existencia de un organismo capaz de tener una visión de país, de vender los servicios país.



			Se señaló que en las letras a) y b) de la indicación, estarían contempladas estas atribuciones.  La letra a) se refiere al sistema portuario nacional y la b) al sistema estatal. Se aclaró que se ubicaron en forma separada estas letras para que no se impidiera, en algún momento, ejercer estas atribuciones sólo por el sector estatal y otras veces como país, en que los puertos se promuevan en conjunto.



			En votación esta indicación, fue aprobada por dos votos a favor y una abstención. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.



			El artículo, con la enmienda señalada, fue aprobado con la misma votación anterior.



- - - -- - 



			En seguida, vuestra Comisión, consideró una indicación del Ejecutivo, para consultar, a continuación del artículo 45, un artículo 45 bis, nuevo, que establece los elementos que contendrá el reglamento que regula el procedimiento de licitaciones, entre otros, las normas que regulan el procedimiento de adjudicación; e1 plazo máximo de vigencia de los contratos; los criterios técnicos de asignación de las propuestas; las obligaciones técnicas, operacionales y económicas que deben incorporarse en las respectivas bases de licitación; el monto de las garantías que deben rendirse; e1 régimen de sanciones aplicables a los incumplimientos de los contratos; las causales de extinción de dichos actos y contratos, y los contenidos mínimos de las bases de licitación.



			En su inciso segundo señala las causales de extinción de las concesiones portuarias: a) El vencimiento del plazo de la concesión; b) Mutuo acuerdo de las partes; c) Incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario; y d) Las causales que estipulen las bases de licitación.



			Durante la discusión de esta indicación se señaló que esta  indicación obedece a una petición de la Comisión,  la que consideró que los criterios básicos de la licitación debían fijarse por ley.



			Se consultó, respecto de las causales de extinción de la concesión, específicamente acerca del incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario, dejándose constancia, para la historia de la ley, que el Directorio puede poner fin a la concesión por esta causal, sin perjuicio del derecho del concesionario para recurrir a los tribunales de justicia y entablar las acciones judiciales pertinentes.



			La Comisión, por dos votos a favor y un abstención, aprobó esta indicación del Ejecutivo. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.



- - - - - - 



ARTICULO 46



			Establece que los montos de los ingresos adicionales que podrán percibir los directores de cada empresa autónoma, conforme a lo dispuesto en el artículo 29 y las condiciones que deben cumplirse para su pago, así como las metas establecidas cada año, se fijarán mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el que deberá llevar además la firma del Ministro de Hacienda y señala, finalmente, que el cumplimiento de las metas deberá ser certificado por empresas auditoras externas.



			Este artículo no fue objeto de indicaciones y vuestra Comisión acordó aprobarlo, en los mismos términos que la H. Cámara de Diputados, por dos votos a favor y una abstención. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal, quien fundamentó su abstención señalando que lo hace en atención a que mantiene un acuerdo de cortesía con el H. Senador señor Otero, lo que le impide votarlas favorablemente.





ARTICULO 47



			Define, para los efectos de esta ley, los siguientes términos: áreas de entrada y salida de naves, área de atraque y permanencia de naves, bienes comunes, calendario referencial de inversiones, concesión portuaria, esquema monooperador, esquema multioperador, frente de atraque, frentes de atraque equivalentes, plan de gestión anual, plan maestro, puerto, terminal o recinto portuario y sitio.



			Este artículo fue objeto de tres indicaciones presentadas por el H. Senador señor Hormazábal.



			La primera de ellas, para reemplazar “frente de atraque” por “sitio”; la segunda, para eliminar la frase “con uno o varios sitios y” y, la tercera, para eliminar la definición de frentes de atraque equivalentes. Estas indicaciones fueron rechazadas por dos votos en contra y una abstención. Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.



			La Comisión debatió este artículo por definiciones.



			Durante la discusión de “Area de atraque y permanencia de naves” se consultó acerca de la cifra de quinientos metros que se establece como franja marítima que circunda una instalación portuaria a mar abierto o de penetración  o la dársena.



			Al respecto se señaló que por razones de carácter operacional se establecen 500 metros,  estando a la gira o a la espera, las naves que están a mayor distancia. Se agregó que es similar a las 200 millas marinas.



			Al debatirse el “Calendario referencial de inversiones” , se manifestó que considera un período mínimo de cinco años, por cuanto los planes son quinquenales, que es un instrumento mediante el cual la empresa le señala al inversionista los proyectos que se pueden desarrollar en relación a la demanda esperada, y que puede ser variado por el sector privado en el sentido de que puede adelantar inversiones.



			Durante el debate del concepto de “Concesión portuaria”  se consultó si acaso, en mérito a lo ya aprobado, es posible establecer aquí que una empresa autónoma conceda con exclusividad a una persona natural la concesión, en circunstancias que éstas se otorgan a personas jurídicas de objeto único. 



			De acuerdo al artículo 14, se aclaró, se exige que deberán constituirse como sociedades anónimas tratándose de frentes de atraque.  Unicamente en este tipo de concesión se exige persona jurídica, siendo la definición de concesión portuaria más amplia, teniendo cabida la persona natural. Si se da una concesión sobre otros bienes que no sean frentes de atraque se puede otorgar a personas naturales.



			Asimismo, se destacó que de acuerdo con la definición de concesión portuaria,  la concesión es para que la concesionaria desarrolle o mantenga una obra, lo que implica una acción física y ocurre que la concesión portuaria de un frente de atraque puede que no signifique la obligación de hacer esto, lo que constituye una limitación, debiendo referirse también a la prestación de un servicio o ejecución de una obra. Por lo tanto, vuestra Comisión acordó modificar esta definición en ese sentido.



			Al debatirse el concepto de “Frentes de atraque equivalentes” vuestra Comisión le introdujo enmiendas meramente gramaticales, de manera que sustituyó la oración “las mismas naves de diseño y tipos de carga” por “naves de similar diseño y tipo de carga”.





			Vuestra Comisión acordó aprobar este artículo con las dos enmiendas anteriormente señaladas, por dos votos a favor y una abstención. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.









ARTICULO 48



			Introduce 13 modificaciones al DFL. Nº 290, de 1960 de la Empresa Portuaria de Chile, cuyo texto refundido fue fijado por Decreto Supremo Nº 91, de 1978, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones. Mediante 13 numerales modifica los artículos 4º, 9º, 10, 11, 12, 13 inciso primero, 13 Nº 21, 14, 15, 18, 32, 33 y 35, del DFL. Nº 290.





Nº 1

Artículo 4º



			Se introducen dos modificaciones en el artículo 4º. La primera de ellas tiene por objeto sustituir la palabra “Director” por “directorio” enmienda que dice relación con los puertos en que operará la empresa que serán los señalados en la ley y en los que determine el directorio. La segunda modificación intercala un inciso segundo nuevo que preceptúa como objeto principal de la empresa, además de la explotación, administración y conservación de puertos de la República, el desarrollar todos los actos jurídicos y operacionales conducentes a poner en funcionamiento las empresas autónomas continuadoras de la Empresa Portuaria de Chile.



			Durante la discusión de esta norma, la Comisión, por dos votos a favor y una abstención, acordó reemplazar la letra a) de este numeral, con la finalidad de adecuar este precepto a lo ya aprobado en el artículo 1º de la iniciativa legal en estudio, que aumentó a diez las empresas autónomas, incorporando el puerto de Chacabuco. Votaron por la aprobación de esta enmienda, los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.



			La Comisión, asimismo, con la misma votación anterior aprobó la sustitución de la palabra “Director” por “directorio” y la letra b) de este numeral.





Nº 2

Artículo 9º



			Se sustituye el artículo 9º relativo a la administración de la Empresa Portuaria de Chile, que es administrada por un Director y, de acuerdo con esta ley sería administrada por un Directorio integrado por cinco miembros. Agrega esta disposición  que el Presidente de la República, mediante decreto supremo, designará el directorio y su presidente, quienes asumirán sus funciones una vez totalmente tramitado el decreto supremo respectivo y permanecerán en sus cargos hasta que cumplan el cometido asignado por el artículo 4º de esta ley y mientras cuenten con la confianza del Presidente de la República.



			En su inciso segundo este precepto señala que el directorio estará integrado por un representante de los trabajadores, el cual sólo tendrá derecho a voz, y será responsable con los miembros de éste de todos los acuerdos que redunden en perjuicio para la empresa, a menos que deje expresa constancia en acta de su opinión contraria. En seguida señala el procedimiento que se llevará a efecto para su elección y que la circunstancia de integrar el directorio de algún sindicato no será obstáculo para ser elegido director en representación de los trabajadores.



			Finalmente, el inciso tercero establece que el directorio deberá aprobar en su sesión constitutiva un reglamento interno de funcionamiento y los aspectos que deberá contener.



			Durante la discusión de esta norma se explicó que una vez aprobada esta ley se constituye Emporchi con un directorio, no con un director como es ahora,  y ella administra hasta 90 días después de constituida la última empresa. 



			Vuestra Comisión aprobó el texto propuesto por la H. Cámara de Diputados, con dos enmiendas:



			La primera enmienda  tiene por objeto eliminar la frase que señala que el Presidente de la República, mediante decreto supremo, designará el directorio y su presidente, quienes asumirán sus funciones una vez totalmente tramitado el decreto supremo respectivo, por innecesaria, ya que las personas son nombradas por decreto en el que se señala habitualmente que,  por razones de buen servicio, asumirán sin esperar la total tramitación del  mismo. 



			La segunda modificación elimina la responsabilidad del representante de los trabajadores, contemplada en el inciso segundo, por la misma razón que se suprimió en el artículo 22. 



			Vuestra Comisión no eliminó la incompatibilidad para ser director por integrar el directorio de algún sindicato, ya que el artículo 25 Nº 2 del proyecto de ley en estudio, acota la inhabilidad sólo a los cargos de Presidente, Vicepresidente, Secretario General o Tesorero, no a otros cargos sindicales.



			Sometidas a votación estas enmiendas, vuestra Comisión las aprobó por dos votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.	



			Este artículo fue aprobado con las enmiendas señaladas, por la misma votación anterior.





Nº 3

Artículo 10



			Se sustituye el artículo 10 relativo a los requisitos e inhabilidades de los directores. El artículo sustitutivo reitera las normas contenidas en los artículos 23, 25 y 29 del proyecto de ley en informe.



			Se debatió acerca de la conveniencia de eliminar todas estas disposiciones y sustituirlas por otro precepto que señale que los requisitos, inhabilidades, recusaciones y demás normas que regulan el directorio de las empresas autónoma se aplicarán a Emporchi.  Idea que se concretará mediante una indicación que se presentará en el segundo informe.



			Vuestra Comisión acordó aprobar este numeral con la sola enmienda de eliminar la exigencia para el representante de los trabajadores de tener un título profesional universitario o haber desempeñado un cargo ejecutivo superior en empresas públicas o privadas.



			En votación este precepto, con la enmienda señalada, fue aprobado por dos votos a favor y una abstención. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





Nº 4

Artículo 11



			Se  sustituye el artículo 11 por otro que repite las normas contenidas en el artículo 26 del proyecto de ley en informe que dispone que la responsabilidad, derechos, obligaciones y prohibiciones de los directores  se regirán por los artículos que indica de la ley sobre sociedades anónimas, con las excepciones que se señalan en esta ley y que a los directores les serán aplicables las inhabilidades establecidas en dicha ley con la excepción que indica. Asimismo, el artículo sustitutivo repite las normas contenidas en los artículos 27 y 28 del proyecto de ley en informe, el primero de ellos establece la responsabilidad solidaria de los directores por los perjuicios causados a la empresa por sus actuaciones dolosas o culpables y señala que responden de la culpa leve, es decir, deberán emplear en el ejercicio de sus funciones el cuidado y diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus propios negocios y, el segundo de estos preceptos aplica a los directores las incapacidades señaladas en el artículo 42 de la ley 18.046 sobre Sociedades Anónimas. Sin perjuicio de ello,  además, mediante 2 letras establece  otras  prohibiciones adicionales.



			Vuestra Comisión, por dos votos a favor y una abstención, acordó aprobar este numeral, sin enmiendas. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





Nº 5

Artículo 12



			Se sustituye el artículo 12 que reitera el inciso tercero del artículo 22 señalando que corresponderá al directorio la administración y representación de la Empresa con las más amplias y absolutas facultades, las que podrá delegar en el gerente general o en ejecutivos superiores de la Empresa, y sin otras limitaciones que aquellas que expresamente establece la ley.



			La Comisión aprobó esta disposición en los mismos términos que lo hizo la H. Cámara de Diputados, por dos votos a favor y una abstención. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





Nº 6

Artículo 13



			Se sustituye en el inciso primero del artículo 13, que se refiere a las atribuciones que corresponden al Director la frase “En el ejercicio de sus atribuciones corresponde, además, al directorio”.



			Vuestra Comisión, con la misma votación anterior, acordó aprobar esta norma, sin mayor debate.





Nº  7

Artículo 13



			Se agrega en el artículo 13, referido a las atribuciones del director, nuevas facultades, las que dicen relación con la ejecución de los actos jurídicos y operacionales necesarios para la constitución y el inicio del funcionamiento de las empresas autónomas continuadoras de la Empresa Portuaria de Chile.



			El Ejecutivo formuló indicación, para agregar un inciso cuarto, nuevo, al número 21 del artículo 13, que señala que el directorio de la Empresa Portuaria de Chile en el plazo de 60 días, propondrá al Presidente de la República la delimitación de cada uno de los recintos portuarios que administra a fin de que sean determinados mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.



			Vuestra Comisión aprobó esta indicación, por dos votos a favor y una abstención. Votaron por su aprobación el H. Senador señor Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hamilton.



			Con la enmienda señalada, vuestra Comisión aprobó este numeral, con la misma votación anterior.





Nº 8

Artículo 14



			Se sustituye en el inciso primero del artículo 14  la palabra “Director” por “directorio”. El artículo indica las facultades del directorio.



			Vuestra Comisión, sin mayor debate, aprobó, por dos votos a favor y una abstención esta norma. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





Nº 9

Artículo 15



			Se sustituye el artículo 15, que dispone que en los puertos que determine el director habrá un administrador, estableciendo que en la empresa existirá un gerente general, de la exclusiva confianza del directorio, que será designado y removido por éste, en sesión especialmente convocada al efecto. Asimismo, en los puertos y terminales que determine aquél habrá un administrador local nombrado por éste, cuyas funciones y atribuciones serán las que el directorio señale.



			En los incisos segundo a sexto se contemplan las facultades y deberes del gerente general.



			La Comisión, por dos votos a favor y una abstención aprobó este precepto, sin enmiendas, en los mismos términos que lo hizo la H. Cámara de Diputados. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





Nº 10

Artículo 18



			Se sustituye en el artículo 18 la palabra “Director” por “Directorio”.



			Vuestra Comisión aprobó esta disposición, sin mayor debate, en los mismos términos que lo hizo la H. Cámara de Diputados, con la misma votación anterior.





Nº 11

Artículo 32



			Se sustituye el artículo 32, que dispone que las adquisiciones de los bienes muebles y la contratación de servicios, cuyos valores excedan de 500 UTM, se harán en propuesta pública. No obstante, el directorio podrá disponer adquisiciones por propuestas privadas, siempre que los valores de adquisición de contratación no excedan de l.500 UTM.



			La Comisión aprobó este precepto, por dos votos a favor y una abstención, sin enmiendas. Votaron por la afirmativa los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





Nº 12

Artículo 33



			Se reemplaza en el artículo 33 letra d), y en el artículo 34, la palabra “Director” por “directorio”.



			La Comisión, sin mayor debate, aprobó este precepto, con la misma votación anterior.





Nº 13

Artículo 35



			Se sustituye el artículo 35, que se refiere a la enajenación de los bienes muebles, disponiéndose que la enajenación de toda clase de bienes muebles cuyos valores excedan de 500 UTM se hará en subasta u oferta pública, según lo determine el directorio.



			En el inciso segundo, se contemplan las normas aplicables para el caso en que no haya interesados o se rechazaren las ofertas.



			Vuestra Comisión aprobó esta disposición en los mismos términos que lo hizo la H. Cámara de Diputados, por dos votos a favor y una abstención. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





ARTICULO 49



			Establece la derogación del decreto con fuerza de ley Nº 290, de 1960, noventa días después de publicado el decreto supremo que designe el primer directorio de la última empresa autónoma que inicie sus actividades.



			La Comisión aprobó este precepto, sin mayor debate, por dos votos a favor y una abstención. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper y Hamilton y se abstuvo el H. Senador señor Hormazábal.





ARTÍCULOS TRANSITORIOS



Artículo 1º transitorio



			El artículo 1º consta de dos incisos. El primero señala que dentro de los diez días siguientes a la fecha de publicación de esta ley se hará la designación del primer directorio de la Empresa Portuaria de Chile y, de acuerdo a su inciso segundo, dentro del año siguiente a la publicación de esta ley deberán designarse los primeros directorios de las empresas autónomas.



			Durante la discusión del inciso segundo, en vuestra Comisión se plantearon dudas respecto a si es posible cumplir el plazo que la norma establece para designar los primeros directorios de las empresas autónomas ya que, de acuerdo al artículo tercero transitorio, las Empresas iniciarán sus actividades a partir de la fecha en que se publica el decreto que designa tales directorios, señalándose que es posible que problemas administrativos o jurídicos no lo hagan posible en todos los casos, como podría ocurrir, por ejemplo, con la práctica de todas las inscripciones de dominio necesarias, lo que eventualmente haría necesario la tramitación íntegra de un nuevo proyecto de ley con la sola finalidad de ampliar el plazo.



			Se indicó que durante la discusión del proyecto en la H. Cámara de Diputados se solicitó especialmente incorporar tal inciso, a fin de asegurar que tales empresas funcionarían dentro de un plazo preestablecido, y para que la voluntad manifestada por el Ejecutivo, de hacer funcionar a la brevedad posible las empresas autónomas, tuviera la fuerza y obligatoriedad de una ley.



			Ante las discrepancias planteadas, vuestra Comisión acordó votar separadamente los dos incisos que contempla este artículo.



			Sometido a votación su inciso primero fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Mc Intyre.



			Respecto al inciso segundo el H. Senador señor Hamilton, de acuerdo a las razones antes expuestas, formuló indicación para suprimirlo, la que fue rechazada por dos votos en contra y uno a favor. Votaron por su rechazo los HH. Senadores señores Cooper y Mc Intyre, y por su aprobación el H. Senador señor Hamilton.



			Finalmente se sometió a votación el inciso segundo, siendo aprobado por dos votos a favor y uno en contra. Votaron por su aprobación los HH. Senadores señores Cooper y Mc Intyre, y por su rechazo el H. Senador señor Hamilton.





Artículo 2º transitorio



			El artículo 2º establece el plazo de duración de las funciones del primer directorio de las empresas autónomas, sin perjuicio que sobrevenga alguna causal de cesación en el cargo, de las contempladas en el artículo 30 de esta ley.



			Esta norma, al establecer la duración del primer directorio distingue si se trata de un directorio de cinco o de tres miembros, señalando que si es de cinco dos directores desempeñarán el cargo cinco años, dos cuatro y uno tres años, y que si se trata de un directorio de tres miembros, un director ejercerá el cargo cinco años, uno cuatro años, y uno tres años. 



			Vuestra Comisión tuvo presente que previamente modificó el artículo 24 del proyecto, variando los plazos de ejercicio de los cargos de director de las empresas autónomas, y la forma de renovación de los mismos.



			En efecto, en el artículo 24 se estableció que los directores durarán cuatro años en el ejercicio del cargo, renovándose cada dos años por parcialidades de tres y dos, y de dos y uno, según se trate de directorios de cinco o de tres miembros. 



			En consecuencia, para guardar concordancia entre ambas normas, se acordó modificar este artículo para hacer posible que en el futuro tales directorios se renueven en la forma señalada en las normas permanentes del proyecto, para lo cual se modificaron sus letras a) y b), estableciendo que cuando se trate de directorios de cinco miembros tres directores duren cuatro años y dos años, y cuando se trate de directorios de tres miembros dos durarán cuatro años y uno dos años.



			Sometido a votación con la modificación señalada, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Mc Intyre.





Artículo 3º transitorio



			El artículo 3º señala que las empresas autónomas darán inicio a sus actividades a partir de la fecha de publicación en el Diario Oficial del decreto supremo que designe al primer directorio, momento desde el cual EMPORCHI quedará inhibida de ejercer sus atribuciones respecto a los puertos y terminales que operen tales empresas autónomas. Además, su inciso segundo, autoriza a S. E. el Presidente de la República para que, en el plazo de seis meses, dicte disposiciones con fuerza de ley que deroguen o adecuen las normas legales aplicables a las empresas autónomas incompatibles con esta ley.



			Sometido a votación fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Mc Intyre.



- - - - - -



Artículo nuevo.



			A continuación, vuestra Comisión estudio una indicación de S.E. el Presidente de la República, que tiene por objeto intercalar entre los artículos 3º y 4º transitorios, el siguiente artículo transitorio, nuevo, del siguiente tenor:



			“Artículo 4º.- A los trabajadores de la Empresa Portuaria de Chile, que sean titulares de cargos de planta a la fecha de publicación en el Diario Oficial del decreto supremo que completa la designación del primer directorio de cada empresa autónoma, que se encuentren destinados a los respectivos puertos o terminales de la empresa autónoma que inicia sus actividades, y que cuenten a igual fecha con a lo menos quince años de servicios efectivos prestados en la referida Empresa, y tengan veinte o más años de imposiciones o servicios computables en los regímenes previsionales que administra el Instituto de Normalización Previsional, les serán suprimidos sus cargos para efecto de lo dispuesto en el artículo 12 del decreto ley Nº 2.448, de 1979.



			Los cargos de la planta de la Empresa que quedaren vacantes por aplicación de lo dispuesto en el inciso anterior, se entenderán suprimidos por el solo ministerio de la ley, a contar de la fecha en que cesen en servicio los funcionarios que les sirven.



			Facúltase a la Empresa Portuaria de Chile para otorgar una indemnización a aquellos trabajadores que se acojan a jubilación en virtud del inciso primero.  Esta indemnización se determinará considerando el total de haberes mensuales de la última remuneración percibida en la citada Empresa, descontando el incremento a que se refiere el artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980, y será equivalente a un mes de dicha remuneración por cada año o fracción superior a seis meses trabajados en cualquier calidad o cargo en la citada Empresa.



			Los trabajadores mencionados en el inciso anterior que celebren contratos de trabajo con las empresas autónomas a que se refiere esta ley o con aquellas sociedades en que éstas tengan participación o con organismos de la Administración del Estado o con sociedades en que ésta participe, deberán reintegrar al Fisco, previamente a la celebración del contrato respectivo, la indemnización percibida, expresada en unidades de fomento.".



			El señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones señaló que este tema fue extensamente tratado en la H. Cámara de Diputados, agregando que es necesario tener presente que se trata de dos regímenes previsionales totalmente independientes, que tienen distintos descuentos, condiciones de jubilación, edades posibles de jubilación, etc., entre cuyas características se encuentra el que unos pueden jubilarse y recibir indemnización cuando, teniendo los años de servicios requeridos, mediante una modificación legal se les suprime el cargo. 



			Agregó que desde el año 1995 se conversó la materia con los trabajadores, llegando durante el año 1996 a un acuerdo muy detallado que nunca contempló un tratamiento especial para los que forman parte del sector de AFP, que es minoritario y no es el problema central.  Señaló que los problemas se presentan en los trabajadores que históricamente han estado en Emporchi y que, desde el punto de vista del funcionamiento de las empresas autónomas, interesa solucionar. 



			Indicó que después de tales acuerdos no quedaron problemas pendientes, pero que durante el trámite de esta ley ha surgido esta petición de obtener igual trato, solución que en el caso de Emporchi significaría una cantidad significativa de recursos, recursos que serían muy superiores en otras reformas que en el futuro resultaren necesarias, por lo cual es necesario tener presente las consecuencias futuras de establecerse un precedente de este tipo.



			En el seno de vuestra Comisión se expresó que una norma semejante se consideró al dictar la ley Nº 19.170, que modificó la Ley de Administración de los Ferrocarriles del Estado.



			Se agregó que la norma se refiere a los trabajadores portuarios partícipes del antiguo sistema previsional, y que no incluye a una cantidad inferior de trabajadores que se encuentran adscritos al sistema de AFP, que si se les suprime el cargo no obtienen indemnización alguna, quienes han solicitado que se les proporcione un trato equivalente, materia que escapa a la iniciativa legislativa de los parlamentarios.



			Se indicó que este artículo no fue aprobado en la H. Cámara de Diputados sólo por falta de quórum y que, sin perjuicio de lo manifestado por el Ejecutivo, y aún teniendo presente que se trata de regímenes previsionales distintos, es un hecho que el gobierno auspició esta solución, y que existen al menos doscientos trabajadores que están en la misma situación que aquellos a que la norma beneficia, señalándose que es posible establecer algunas soluciones para los demás, que resulte equivalente y equitativa, pues entre ellos incluso hay quienes en su momento optaron por cambiarse al sistema de AFP, decisión por la cual ahora resultan perjudicados.



			El Director de Emporchi manifestó su opinión en el sentido que los trabajadores de Emporchi han asumido el trámite de esta ley con gran madurez y entendimiento, pese a la incertidumbre que la ley conlleva para su situación laboral.



			Agregó que al día de hoy las personas que eventualmente jubilarían de acuerdo al artículo propuesto son 639, lo que significaría una dotación de 882 trabajadores, sin contar doscientos vigilantes que se encuentran adscritos al sistema del Código del Trabajo, que continuarían en las empresas autónomas. Indicó que en el caso de un concesionamiento máximo el único puerto que quedaría en una situación desventajosa es Valparaíso, que de una planta actual de 600 trabajadores pasa a una planta de 350, siendo su planta óptima en el largo plazo de 150, quedando, en consecuencia, sobredotado, lo que genera desventajas en relación a San Antonio que es su competidor, para lo cual se estudian nuevas actividades para ellos como, por ejemplo, el antepuerto de Valparaíso en que trabajaran 30 personas que se tomarán de su actual dotación. 



			Expresó que si se aplicaran las normas de este artículo a todos los trabajadores, sin excepción, de acuerdo a su régimen previsional, se producirían tres efectos que es necesario considerar.  El primero es que la empresa se queda sin profesionales, porque se retirarían si pudieran jubilar anticipadamente. El segundo efecto, agregó, es determinar si sólo se indemniza a todos o si también se les permite jubilar independientemente del régimen previsional, ya que en este último caso el proyecto, en la práctica, no podría financiarse, ya que a los trabajadores de AFP habría que incrementarles sus fondos en sumas que pueden llegar a 30 millones de pesos, para que puedan jubilar.  El tercer problema, continuó señalando, es que esta situación se produce en el momento en que se genera la empresa, y las plantas de las empresas autónomas quedarían tan reducidas que no les sería posible mantener sus puertos en funcionamiento.



			Señaló que desde el punto de vista técnico se ha buscado un procedimiento que no sea arbitrario, pues en el ámbito portuario existen malas experiencias sobre la materia, para lo cual se determinó aplicar las normas del Estatuto Administrativo, estudiándose  qué efectos produciría en la empresa tal solución, llegándose a la conclusión que era necesario exigir 20 años de imposiciones y 15 en la Empresa, porque era la fórmula que creaba menos problemas al funcionamiento futuro de la empresa, porque en tales parámetros se afecta a aquellas actividades que la empresa dejará de realizar, como los guarda almacenes,  quienes trabajan en los frentes, etc., que además son las personas de mayor edad, que son muy pocas entre los afiliados a las AFP. 



			Manifestó que las normas del proyecto, aplicado el año 1996, cuesta alrededor de 35 millones de dólares, pues existen otros compromisos que no los señala la ley, como un bono por cambio de régimen laboral desde el Estatuto Administrativo al Código del Trabajo, otro por el despacho de esta ley, etc., que en conjunto suman los 35 millones de dólares antes indicados, que la empresa podría pagar en tres años con recursos propios, pues el proyecto también significa reducciones de costos.



			Durante la discusión de esta norma, la Comisión acordó dejar constancia del compromiso del Ejecutivo de remitir los antecedentes respecto a los acuerdos contraídos con los trabajadores con ocasión de este proyecto, así como de enviar los estudios realizados sobre los efectos que produciría esta norma en Emporchi y en las empresas autónomas que le sucederán. 



			El H. Senador señor Hamilton solicitó dejar constancia de su fundamento de voto, señalando que aprobaba la indicación, sin perjuicio de lo cual solicitaba al Ejecutivo estudiar nuevamente la condición en que quedarán los afiliados al sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones, para que en el uso de sus facultades establezca un sistema equitativo en relación a los adscritos al Instituto de Normalización Previsional.



			Asimismo, el H. Senador señor Mc Intyre dejó constancia que aprobaba la indicación, sin perjuicio de lo cual solicitaba al Ejecutivo que estudiara una solución de equidad para los adscritos al Sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones que deban retirarse en el corto plazo, en relación al trato proporcionado a quienes se rigen por el régimen del Instituto de Normalización Previsional.



			El H. Senador señor Cooper al fundar su votó señaló que se sumaba a las peticiones antes planteadas, y hacía suyos tales fundamentos, por estimar que ellos reflejan el espíritu tenido en vista por la Comisión al aprobar esta indicación.



			En consecuencia, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Mc Intyre.





- - - - - -



Artículo 4º transitorio

(pasa a ser artículo 5º)



		El artículo 4º dispone, en su inciso primero, que los trabajadores de la Emporchi titulares de cargos de planta al publicarse en el Diario Oficial el decreto que complete la designación del primer directorio de cada empresa autónoma, que se desempeñen en sus respectivos puertos o terminales y que pasen a desempeñarse en la respectiva empresa autónoma, lo harán sin solución de continuidad, pudiendo percibir el desahucio a que tuvieren derecho a partir de la fecha en que opere el cambio de régimen laboral, y señala que los cargos de Emporchi que queden vacantes por esta causa no podrán ser provistos.



			Respecto a este inciso, S. E. el Presidente de la República formuló indicación a fin de agregar una frase, precisando que la norma se refiere a los trabajadores que se desempeñan en los respectivos puertos o terminales que no cumplan con los requisitos para acogerse a la jubilación que establece el artículo anterior. 



			Su inciso segundo establece el plazo dentro del cual deberán constar por escrito los contratos de trabajo que celebren las empresas autónomas y los trabajadores a que se refiere el inciso anterior, en el cual también cada empresa autónoma debe dictar sus reglamentos internos, conforme al Código del Trabajo.



			Su inciso tercero preceptúa que el total de haberes mensuales y demás beneficios sociales que se consignan en los contratos de trabajo no podrá ser inferior, en su monto final mensual, a aquél que esté percibiendo el trabajador en Emporchi a la fecha en que opere el cambio de régimen laboral, excluidas la asignación de sobretiempo, de recargo por turno y de  feriados. Agrega que, por el período que medie entre el cambio de régimen laboral y la primera negociación colectiva, la asignación de recargo por turno se pagará en un monto no inferior al que perciban al momento del citado cambio, sólo respecto de los trabajadores que efectivamente los realicen.



			Sometida a votación, tanto la indicación como el artículo fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Mc Intyre.





Artículo 5º transitorio

(Pasa a ser artículo 6º)



		El artículo 5º dispone el traspaso, en dominio, por el sólo ministerio de la ley,  de los bienes muebles e inmuebles que formen el patrimonio de Emporchi, o que la empresa use o explote aunque pertenezcan al fisco u otro servicio público integrante de la Administración del Estado, a la respectiva empresa autónoma sucesora legal de la Empresa Portuaria de Chile, a partir de la fecha de constitución de cada empresa autónoma.



			Sometido a votación fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Mc Intyre, sin enmiendas.





Artículo 6º transitorio

(Pasa a ser artículo 7º)



			El artículo 6º establece que por uno o más decretos supremos del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, firmado además por el Ministro de Hacienda, se determinará el valor libro de los bienes que conforman el patrimonio inicial de cada empresa autónoma, sus activos y pasivos, dentro del primer mes de iniciadas sus actividades.



			Su inciso segundo indica que las empresas autónomas se constituirán en deudoras del Fisco, por el solo ministerio de la ley, hasta por 2.670.742 unidades de fomento, como suma total del conjunto de las empresas autónomas que se crean por esta ley, y que para tal efecto se determinarán para cada empresa autónoma los montos y condiciones financieras que les correspondan, mediante los decretos supremos señalados en el inciso anterior.



		Su inciso tercero establece que, en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior, Emporchi confeccionará un inventario de los bienes que comprenderá dicho patrimonio, señalando el valor actual de sus activos inmovilizados, regulando la manera de valorizar dichos bienes.



			Su inciso cuarto dispone la forma de proceder a la entrega material de los bienes que corresponda.



			En el inciso quinto se consignan las normas relativas al régimen de las inscripciones, anotaciones y registros de los bienes citados.



		Finalmente, el inciso sexto, señala que los decretos supremos referidos son título suficiente para practicar cada transferencia, inscripción y anotación que proceda en los Registros respectivos, las que se realizarán a requerimiento de las empresas autónomas, sin costo.



			Respecto al monto por el cual se constituirán en deudoras del fisco las empresas autónomas, se indicó que tal suma corresponde a los créditos que Emporchi está sirviendo y deberá servir a futuro, contratados para reconstruir o mejorar sus instalaciones portuarias, más los pasivos que se generarán por los bonos e indemnizaciones laborales, repartidos en proporción a lo que a cada una de las empresas autónomas beneficia y corresponde soportar.



			En relación al plazo de un mes, dentro del cual deberá determinarse el valor libro de los bienes que conformen el patrimonio inicial de cada empresa, se indicó que es posible cumplirlo, en atención a que ya se ha iniciado el proceso de valorización, al llamar a licitación pública para seleccionar el consultor que colaborará en la determinación de tales valores.



			Sometido a votación, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Mc Intyre, sin enmiendas.





Artículo 7º transitorio

(Pasa a ser artículo 8º)



			El artículo 7º establece que las empresas autónomas deben contar con el primer plan maestro y calendario referencial de inversiones, en el plazo de un año de iniciadas sus actividades.



			Sometido a votación fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, HH. Senadores señores Cooper, Hamilton y Mc Intyre, sin enmiendas.





- - - - - -



			Finalmente, el H. Senador señor Mc Intyre formuló indicación para incorporar dos artículos transitorios, nuevos.



			El primero de los artículos propuestos tiene por objeto establecer que los terrenos ocupados en astilleros, varaderos, instalaciones industriales, sitios de descarga, áreas de fondeo de naves o artefactos navales y otras facilidades dadas en cualquier carácter al sector pesquero nacional dentro de los recintos portuarios de la Empresa Portuaria de Chile y que pasan a formar parte del patrimonio de las empresas autónomas que crea esta ley, se mantendrán en su actual situación y condiciones de uso, a menos que se habiliten y se asignen otras áreas apropiadas a sus fines o se construyan puertos pesqueros fuera del ámbito de los recintos portuarios comerciales de la respectiva empresa autónoma y siempre que se permita su traslado por la autoridad marítima competente. De la misma forma se procederá cuando se vaya a ejecutar la expansión de los recintos portuarios en cumplimiento del plan maestro de la respectiva empresa autónoma.



			El segundo artículo de esta indicación, señala que gozarán de los derechos que indica el artículo precedente los Clubes Náuticos y Clubes de Yates actualmente existentes en los recintos portuarios que pertenecen a la Empresa Portuaria de Chile. 



			Los representantes del Ejecutivo señalaron que, de acuerdo al articulado aprobado en este proyecto, al reducirse el objeto de las empresas autónomas, no les será posible solucionar problemas como los esbozados, que son problemas reales, y que cuando han propuesto un objeto amplio para las empresas autónomas, se debe a que se desea que la concesión sea un instrumento y no su único objeto, teniendo especialmente presente que será necesario conciliar múltiples intereses y resolver problemas actuando por sobre el solo interés privado.



			Indicaron que la actual ubicación del sector pesquero se debe a que Emporchi lo ha permitido, pero que el interés del sector pesquero es ocupar las concesiones gratuitamente, que las concesiones tuvieren un costo cero, agregando que las relaciones de Emporchi con el sector pesquero son de orden contractual, contratos que no son afectados por esta ley.



			En el seno de vuestra Comisión se manifestó que la indicación se refiere a un problema que no se podría resolver con el objeto reducido que previamente se aprobó para las empresas autónomas, compartiéndose la preocupación por el problema a que ella se refiere.  Sin embargo, se estimó necesario modificarla debido a que su redacción podría afectar contratos privados válidamente celebrados, señalándose, además, que recae en materias propias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, por afectar el uso de bienes de empresas del Estado.



			Teniendo presente estas consideraciones el H. Senador señor Mc Intyre retiró sus indicaciones, acordando vuestra Comisión dejar constancia que los problemas que plantea el uso de los puertos será abordado durante los siguientes trámites del proyecto, de acuerdo al compromiso asumido por el Ejecutivo, en el sentido de estudiar una indicación que resuelva la materia.





- - - - - - 





			En mérito de las consideraciones anteriores vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os propone aprobar el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:





ARTÍCULO 1º



			- - - Sustituirlo por el siguiente:



			"Artículo 1°.- Créanse diez empresas del Estado que se indican a continuación, en adelante “empresas autónomas”, las que serán continuadoras legales de la Empresa Portuaria de Chile en todas sus atribuciones, derechos, obligaciones y bienes, de conformidad a las disposiciones que establece esta ley.



1. Empresa Portuaria Arica, que operará en el puerto de Arica.  Para todos los efectos legales, tendrá su domicilio en la ciudad de Arica.



2. Empresa Portuaria Iquique, que operará en el puerto de Iquique. Para todos los efectos legales, tendrá su domicilio en la ciudad de Iquique.



3. Empresa Portuaria Antofagasta, que operará en el puerto de Antofagasta.  Para todos los efectos legales, tendrá su domicilio en la ciudad de Antofagasta.



			4. Empresa Portuaria Coquimbo, que operará en el puerto de Coquimbo.  Para todos los efectos legales, tendrá su domicilio en la ciudad de Coquimbo.



			5. Empresa Portuaria Valparaíso, que operará en el puerto de Valparaíso.  Para todos los efectos legales, tendrá su domicilio en la ciudad de Valparaíso.



			6. Empresa Portuaria San Antonio, que operará en el puerto de San Antonio.  Para todos los efectos legales, tendrá su domicilio en la ciudad de San Antonio.



			7. Empresa Portuaria Talcahuano-San Vicente, que operará en los puertos de Talcahuano y San Vicente.  Para todos los efectos legales, tendrá su domicilio en la ciudad de Talcahuano.



			8. Empresa Portuaria Puerto Montt, que operará en el puerto y en el terminal de transbordadores de Puerto Montt.  Para todos los efectos legales, tendrá su domicilio en la ciudad de Puerto Montt.



			9. Empresa Portuaria Chacabuco, que operará en el puerto y en el terminal de transbordadores de Chacabuco.  Para todos los efectos legales, tendrá su domicilio en la ciudad de Puerto Aysén.



			10. Empresa Portuaria Austral, que operará en el puerto de Punta Arenas y en el terminal de transbordadores de Puerto Natales.  Para todos los efectos legales, tendrá su domici1io en la ciudad de Punta Arenas.".



			(Unánime 3x0)





ARTÍCULO 2º



			- - - Reemplazarlo por el siguiente:



			"Artículo 2º.- Las empresas a que se refiere el artículo 1º son personas jurídicas de derecho público, constituyen una empresa autónoma del Estado con patrimonio propio, de duración indefinida y se relacionarán con el Gobierno por intermedio del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.".



			(Unánime 4x0)





ARTÍCULO 3º



			- - - Sustituirlo por el siguiente:



			"Artículo 3º.- Los puertos y terminales que administren las empresas autónomas serán de uso público, de conformidad a las normas de esta ley, y prestarán servicios en forma continua y permanente.".



			(Unánime 4x0)





ARTÍCULO 4º



			- - - Reemplazarlo por el siguiente:



			"Artículo 4º.- El objeto de las empresas autónomas será la realización de estudios, proyectos y ejecución de obras de construcción, ampliación, mejoramiento, conservación, reparación y dragado en los puertos y terminales de su competencia, la licitación de frentes de atraque y servicios portuarios en los mismos, la administración de los espacios y servicios comunes y la fiscalización y control de las concesiones que se otorguen.



			Además, administrarán y explotarán los recintos portuarios y terminales de su competencia en las condiciones establecidas en los artículos 5º, 17 inciso primero, y 18.".



			(Simple mayoría 3x2)





ARTÍCULO 5º



			- - - Sustituirlo por el siguiente:



			"Artículo 5º.- La prestación de servicios de estadía, atraque, estiba, desestiba, transferencia de la carga desde el puerto a la nave y viceversa, porteo y almacenaje en los recintos portuarios, deberán ser realizados exclusivamente por particulares, debidamente habilitados. La empresa no podrá, por motivo alguno, convertirse en competidora de los servicios y frentes de atraque licitados a particulares, en los puertos y terminales de su competencia.



			(Simple mayoría 3x1)



			Ello no obstante, la empresa podrá prestar directamente los servicios que actualmente presta Emporchi mientras no se efectúen las licitaciones respectivas, conforme a los calendarios referenciales que establece esta ley. Asimismo, en el evento que efectuada la licitación no se adjudiquen todos los frentes de atraque o servicios licitados o que una concesión caduque por cualquier causa, podrá hacerlo únicamente mientras se procede a la nueva licitación. La correspondiente licitación deberá efectuarse con la anticipación necesaria para que no exista solución de continuidad entre ambas concesiones.".



			(Simple mayoría 3x2)





ARTÍCULO 7º



Inciso Primero



			- - - Reemplazarlo por el siguiente:



			"Artículo 7º.- Aquellas actividades que constituyan su objeto social y que no estén comprendidas en los artículos 5º, 17 inciso primero, y 18, las empresas autónomas las podrán realizar directamente o a través de terceros. En este último caso, ello deberá hacerse mediante licitación pública materializada por el otorgamiento de concesiones portuarias o contratos de prestación de servicios, arrendamiento de bienes o constitución de sociedades anónimas con personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras. Estas sociedades se constituirán y se regirán por las normas de las sociedades anónimas abiertas, cualquiera que sea el número de sus accionistas, y su objeto social no podrá incluir la prestación de los servicios o la realización de las actividades señaladas en los artículos 5º y 17 inciso primero.".



			(Simple mayoría 3x2)



Inciso Segundo



			- - - Eliminar el número 1, de este inciso.



			(Simple mayoría 3x2)



			- - - Los números 2, 3 y 6 han pasado a ser Nº 4, con la redacción que se indicará en su oportunidad.



			(Unánime 5x0)



			- - - Consultar como Nº 1, su Nº 4, del siguiente tenor:



			“1. La fijación de tarifas por los servicios que presten y por el uso de los bienes que exploten directamente;”



			(Unánime 5x0)



			- - - Intercalar como Nº 2, el siguiente, nuevo:



			"2.- La formulación del plan maestro del puerto o terminal que administre. Este plan considerará, a lo menos, el o los frentes de atraque y sitios necesarios para que se pueda realizar actividades pesqueras, de transporte marítimo, remolque, de construcción o reparación de naves, u otras."



			(Unánime 3x0)



			- - - Su Nº 5, ha pasado a ser Nº 3, redactado como sigue:



			"3. La coordinación de la operación de los agentes y servicios públicos que intervengan o deban intervenir en el interior de los recintos portuarios, en conformidad al artículo 44, y"



			(Unánime 5x0)



			- - - Como Nº 4, se han contemplado los números 2, 3 y 6, con la siguiente redacción:



			"4. En general, la elaboración y la supervisión del cumplimiento de la reglamentación necesaria para el funcionamiento de sus puertos y terminales, incluyendo, entre otras cosas, los enunciados anteriores y el resguardo de los criterios técnicos de prioridad y operativos, en la atención de las naves, las mercancías y los pasajeros."



			(Unánime 5x0)



ARTÍCULO 8º



			- - - Reemplazarlo por el siguiente:



			"Artículo 8º.-Los frentes de atraque y los servicios a que se refiere el artículo 4º, deberán licitarse preferentemente como “Unidades de Negocios.

			(Simple mayoría 3x1)



			Cuando las condiciones del puerto no lo permitan o ello implique otorgar un monopolio, podrán licitarse separadamente los servicios y los frentes de atraque, en los términos de los incisos segundo y siguientes del artículo 14.



			(Simple mayoría 3x1)



			Las licitaciones en un mismo puerto deberán, en lo posible, efectuarse simultáneamente. En caso de licitaciones escalonadas, las bases de la primera licitación deberán establecer con absoluta precisión la fecha y condiciones en que se harán las restantes licitaciones.



			(Simple mayoría 3x2)



			Los derechos del concesionario, por el plazo de la concesión, sólo podrán afectarse o limitarse en la forma y condiciones que se hayan establecido en las bases respectivas y en los reglamentos vigentes a la fecha de otorgamiento de la concesión, cuyas disposiciones se hubieren expresamente incluido en dichas bases. Asimismo, éstas deberán establecer las causales de caducidad y la forma de administración de la concesión que haya incurrido en alguna de ellas, mientras se declara la caducidad y se llama a nueva licitación. El concesionario, por el solo ministerio de la ley, queda obligado a destinar los bienes licitados a la atención de naves y movilización de carga, dar servicio y establecer tarifas públicas en condiciones no discriminatorias y mantener adecuadamente las instalaciones y recintos concesionados.".



			(Simple mayoría 3x2)



ARTÍCULO 10



			- - - En el Nº 1, sustituir la oración "incluidas las concesiones marítimas y, de fondo de mar," por "incluidos los derechos emanados de las concesiones marítimas,"



			(Unánime 5x0)



ARTÍCULO 11



			- - - Consulta como inciso primero, el siguiente:



			"Artículo 11.- Los recintos portuarios sólo podrán ser modificados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a petición de la empresa autónoma respectiva."

			(Unánime 4x0)



			- - - Sus incisos primero y segundo han pasado a ser incisos segundo y tercero, respectivamente, sin enmiendas.



			- - - Consultar, como inciso cuarto, nuevo, el siguiente 



			“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el Directorio, previa autorización del Presidente de la República otorgada por decreto supremo expedido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá, por 1a mayoría de sus miembros, enajenar o gravar los bienes inmuebles de propiedad de las empresas autónomas ubicados al interior de los recintos portuarios.”.

			(Unánime 4x0)





ARTICULO 12



			- - - En el inciso primero reemplazar las palabras “subasta u oferta pública” por “licitación pública”.



			(Unánime 4x0)





ARTICULO 13



			- - - En el inciso primero sustituir la expresión “uno de los puertos” por “puerto” y “los puertos” por “el puerto”.

			(Unánime 4x0)



ARTICULO 14



			- - - En el inciso segundo, intercalar entre la palabra “terminal” y “deberán”, la siguiente frase: “en la Región donde éstos se localicen”.



			(Unánime 3x0)



			- - - En el Nº 1 del inciso tercero reemplazar la frase “de giro exclusivo, sometidas a las” por “, cualquiera que sea el número de sus accionistas, de giro exclusivo, y se regirán por las” y sustituir el punto y coma (;) por una coma (,) seguida por la conjunción “y”.



			(Unánime 3x0)



			- - - En el Nº 2 del inciso tercero, reemplazar la coma (,) y la conjunción “y” por un punto (.).



			(Unánime 3x0)





			- - - Eliminar el Nº 3 del inciso tercero.



			(Unánime 3x0)



ARTICULO 15



			- - - Sustituirlo por el siguiente:



			"Artículo 15.- Establécese una prenda especial de concesión portuaria, la cual será sin desplazamiento de los bienes o derechos prendados. La prenda podrá recaer sobre el derecho de concesión portuaria, los bienes muebles de la sociedad concesionaria y los ingresos de ésta que provengan de la explotación de la concesión y tendrá por objeto garantizar las obligaciones financieras que la sociedad concesionaria contraiga para financiar el ejercicio, equipamiento y explotación de la concesión portuaria



			Esta prenda deberá constituirse por escritura pública e inscribirse en el Registro de Prenda Industrial del Conservador de Bienes Raíces del domicilio de la empresa autónoma que otorgó la concesión respectiva y en el de la sociedad concesionaria, si fueren distintos. Además, deberá anotarse al margen de la inscripción de la sociedad concesionaria en el respectivo Registro de Comercio.



			A esta prenda serán aplicables en lo que no fueren incompatibles con las normas de esta ley, las disposiciones contenidas en los artículos 25 inciso primero, 30, 31, 32, 33, 36, 37, 38, 40, 42, 43, 44, 46, 48, 49 y 50 de la ley Nº 5.687 sobre Prenda Industrial.".



			(Simple mayoría 3x2)





- - - - - 





			Consultar, a continuación del artículo 15, el siguiente artículo 15 bis, nuevo:



			"Artículo 15 bis.- El remate del derecho de concesión portuaria comprende todos los derechos y obligaciones propios de la concesión y únicamente podrá adjudicarse al que reuniere las condiciones que la presente ley requiere para ser concesionario de una concesión portuaria.



			La adjudicación hecha en contravención a esta norma es nula de pleno derecho, nulidad que deberá ser declarada, por la vía incidental, por el mismo juez que esté conociendo del juicio ejecutivo.".



			(3x1 Abstención)





- - - - - 





ARTICULO 16



			- - - Su inciso primero fue reemplazado por el siguiente:



			“Artículo 16.- El derecho de concesión portuaria es transferible como un solo todo y únicamente al que reuniere los requisitos que la presente ley establece para ser concesionario de una concesión portuaria. La concesión hecha en contravención a esta norma es nula de pleno derecho y será juez competente para declarar la nulidad el del domicilio de la empresa autónoma concesionante.”.



			(Unánime 3x0)



			- - - Su inciso segundo, pasó a ser Artículo 16 bis, con la redacción que se señalará en su oportunidad.



			(Unánime 4x0)



			- - - En  su inciso tercero se introdujeron las siguientes modificaciones:



			a) Se eliminó la primera oración que dice “Concluida la vigencia de una concesión portuaria, la empresa autónoma deberá proceder a licitar una nueva, pudiendo mantener, dividir o aumentar los bienes y derechos que incluya.” 



			(Unánime 4x0)



La segunda oración que dice “La correspondiente licitación deberá efectuarse con la anticipación necesaria para que no exista solución de continuidad entre ambas concesiones.”, pasó a ser oración final del inciso segundo del artículo 5º.



			(Unánime 4x0)



- - - - 



			Consultar como artículo 16 bis, nuevo, el inciso segundo del artículo 16, con la siguiente redacción: 



			"Artículo 16 bis.- Terminada la concesión portuaria, el concesionario tendrá derecho a retirar las mejoras que hubiese introducido en los bienes concesionados de dominio de la empresa autónoma, siempre que puedan separarse sin detrimento de éstos. Ello no obstante, la empresa autónoma concesionante podrá optar por quedarse con dichas mejoras, pagando su justo precio. Este derecho deberá ejercerse con 30 días de anticipación a la fecha en que deban restituirse los bienes concesionados y, de no haber acuerdo entre las partes en cuanto a su precio, éste será determinado por un árbitro designado por las partes o, en su defecto, por el juez letrado en lo civil del domicilio de la empresa autónoma concesionante.



			Las mejoras introducidas a los bienes inmuebles concesionados y que no puedan separarse sin detrimento de éstos, incluidas las concesiones marítimas, pertenecerán a la empresa autónoma concesionante desde el momento mismo de su ejecución o materialización sin obligación alguna de reembolso o indemnización para ésta o el fisco, salvo que las bases de licitación expresamente contemplen una situación distinta.”.



			(Unánime 4x0)





ARTICULO 17



			- - - Su inciso primero fue sustituido por el siguiente:



			“Artículo 17.- La construcción y desarrollo de nuevos frentes de atraque deberá realizarse mediante concesiones portuarias, licitadas públicamente. En caso de no haber interesados o que las ofertas no se adecuen a las bases, las empresas autónomas podrán emprender tales inversiones con recursos propios.”.



			(Unánime 4x0)





ARTICULO 19



			- - - Eliminar su inciso segundo.



			(Unánime 4x0)





ARTICULO 20



			- - - Reemplazar su inciso primero, por el siguiente:



			“Artículo 20.- Cada empresa autónoma deberá establecer un reglamento público de uso de frentes de atraque, el que será propuesto por ella al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones quien, mediante resolución, podrá aprobarlo, rechazarlo o modificarlo.”.



			(Unánime 4x0)



			- - - En su inciso segundo, eliminar la oración “explotados por la empresa autónoma y por particulares”.



			(Unánime 4x0)



			- - - En su inciso tercero, reemplazar la oración “deberá considerar criterios técnicos objetivos, imparciales y no discriminatorios, orientados a procurar” por la siguiente “establecerá con criterios técnicos objetivos, no discriminatorios,”.



			(Unánime 4x0)





ARTICULO 21



			- - - En el inciso primero reemplazar la palabra “desarrollados” por “habilitados”.

			(Unánime 4x0)



			- - - En el inciso segundo intercalar entre la palabra “terminal” y “deberá”, la siguiente oración: “en la Región donde éstos se localicen,”.



			(Unánime 3x0)



- - - - 



			- - - Intercalar, entre el Párrafo 6 “De la administración y organización” y el artículo 22, el siguiente epígrafe y letra: “Del Directorio”  a) De su composición y designación”.



			(Unánime 5x0)



- - - - 



ARTICULO 22



			- - - Reemplazar su inciso primero, por el siguiente:



			“Artículo 22.-  La administración de la empresa autónoma la ejercerá un directorio compuesto de tres o cinco miembros de libre designación del Presidente de la República quien además designará a uno de ellos para que se desempeñe en calidad de Presidente del directorio. Tratándose de las empresas portuarias de Valparaíso, San Antonio y Talcahuano-San Vicente el directorio se compondrá de cinco miembros.”.



			(Unánime 4x0)



			- - - En su inciso segundo, introducir las siguientes modificaciones:



Suprimir la oración “y será responsable con los miembros de éste de todos los acuerdos que redunden en perjuicio para la empresa autónoma, a menos que deje expresa constancia en acta de su opinión contraria.”, suprimiendo la coma (,) que la antecede.

			(Unánime 4x0)

Suprimir la oración final que dice: “La circunstancia de integrar el directorio de algún sindicato en algunas de las empresas autónomas no será obstáculo para ser elegido director en representación de los trabajadores.”.

			(Simple mayoría 3x1)



			- - - Su inciso tercero pasó a ser inciso primero del artículo 28.



			- - - Su inciso cuarto fue eliminado.

			(Unánime 3x0)



			- - - Su inciso quinto pasó a ser inciso segundo del artículo 28, con la sola enmienda de agregar a continuación de la palabra “deberá”, la siguiente frase: “,especialmente, entre otras”.

			(Unánime 3x0)



			- - - Los números l, 2, 3 y 4 del inciso quinto, se trasladaron a continuación del que pasó a ser inciso segundo del artículo 28, sin enmiendas.

			(Unánime 3x0)

- - - - - 



			Intercalar, entre el artículo 22 y 23, la siguiente letra: “b) De los requisitos para ser director”.



			(Unánime 5x0)



- - - - - 





ARTICULO 23



			- - - En el número 1, sustituir la coma (,) por una punto (.) y suprimir la conjunción “y”.



			- - - Consultar, como números 2 y 3, nuevos, los siguientes:

			“2.- Tener a lo menos 21 años de edad.



			3.- No haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva.”.



			- - - El actual número 2 pasa ser Nº4 , sin enmiendas.



			(Unánime 3x0)



- - - - - 



			Intercalar, entre el artículo 23 y 24, la siguiente letra c), nueva: “c) De la duración de los directores”.



			(Unánime 5x0)



- - - - - - 





ARTICULO 24



			- - - Sustituirlo por el siguiente:



			“Artículo 24.-  Los directores a que se refiere el inciso primero del artículo 22 durarán cuatro años en sus cargos y se renovarán cada dos años por parcialidades de tres y dos y de dos y un directores, según se trate de directorios de cinco o tres miembros, en su caso, pudiendo ser nuevamente designados.”.



			(Simple mayoría 3x1)



- - - - - - 





			- - - Consultar, entre el artículo 24 y 25, la siguiente letra d), nueva: “d)De las inhabilidades y recusaciones de los directores”.



			(Unánime 5x0)



- - - - - -



ARTICULO 25



			- - - Reemplazar el encabezamiento de su inciso primero, por el siguiente:



			“Artículo 25.- Son inhábiles para desempeñar el cargo de Director:”



			(Unánime 4x0)



- - - - - 



			Consultar, a continuación del artículo 25, el siguiente artículo 25 bis, nuevo:



			“Artículo 25 bis.- Los directores sólo podrán ser inhabilitados para intervenir en un negocio determinado, en razón de existir interés personal o de su cónyuge o de sus parientes consanguíneos en toda la línea  recta o hasta el cuarto grado colateral o por afinidad hasta el segundo grado inclusive o tener vínculos de adopción o por causa de amistad íntima o enemistad con aquél o aquéllos a quienes afecte dicha materia.



			La recusación deberá deducirse ante el directorio hasta el momento mismo en que éste entre a resolver sobre la materia respecto de la cual se alega la inhabilidad.  La recusación deberá ir acompañada de las pruebas que justifiquen la causal invocada y, tratándose de prueba testimonial, ésta se adjuntará mediante declaraciones juradas prestadas ante Notario Público.



			Deducida la recusación, el Presidente notificará de ésta al director afectado, el cual deberá informar por escrito al directorio, dentro de las 48 horas siguientes.  Contestada ésta o transcurrido dicho plazo, el Presidente del directorio o quien haga sus veces, con o sin el informe del director afectado, citará de inmediato a una sesión extraordinaria del directorio para resolver la recusación.  El fallo del directorio no será susceptible de recurso alguno.  Mientras no se resuelva sobre la recusación, el directorio se abstendrá de resolver sobre la materia en que ésta incide.



			El director a quien afecte una causal de recusación, deberá darla a conocer de inmediato al directorio y abstenerse de participar en la discusión y votación de la materia.  La infracción a esta obligación se considerará como falta grave.



			En  el evento en que la causal de recusación llegue a conocimiento del interesado con posterioridad a la decisión del asunto, ésta deberá hacerse valer dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que el interesado tuvo conocimiento de la decisión.  El directorio sólo la admitirá a tramitación en el evento en que el voto del director recusado haya sido determinante para lograr el quórum exigido por la ley, según sea la materia de que se trate.  De acogerse la recusación, el directorio, en sesión especialmente convocada al efecto, deberá pronunciarse nuevamente sobre la materia en que incide la recusación, quedando suspendido el cumplimiento de la decisión anterior.



			La  notificación de la recusación se hará mediante carta entregada en el domicilio que el afectado tenga registrado en la empresa, por el  Secretario  o Ministro de fe pública.”.



			(Unánime 3x0)



- - - - - -



			Contemplar, entre el artículo 25 bis y el artículo 26, la siguiente letra e), nueva: “e) De la responsabilidad, atribuciones, funciones, obligaciones y prohibiciones de los directores.”.



			(Unánime 5x0)





- - - - - - -





ARTICULO 27



			- - - Consultar como inciso segundo de este artículo, el inciso primero del artículo 28.



			(Unánime 4x0)





ARTICULO 28



			- - - Como se señaló anteriormente, el inciso tercero del artículo 22, pasó a ser inciso primero de este artículo.



			(Unánime 4x0)



			- - - Como inciso segundo, se consultó el  inciso quinto del artículo 22, con sus cinco numerales y con las enmiendas que se señalaron al tratar el artículo 22.



			(Unánime 4x0)



			- - - En seguida, se contemplaron, como números 6, 7, 8, 9, 10, 11 y 12, del artículo 28, los siguientes, nuevos:



			“5. Designar, en su primera sesión y de entre sus miembros, al director que se desempeñará como Vicepresidente del mismo. El Vicepresidente reemplazará al Presidente en caso de ausencia o imposibilidad transitoria de éste para ejercer el cargo;



			6. Designar al Gerente General y al ejecutivo de la empresa que deba reemplazarlo transitoriamente, en caso de ausencia o imposibilidad temporal de éste para el ejercicio del cargo;



			7. Dictar los reglamentos y normas que estime conveniente para regular la organización interna de la empresa y su adecuado funcionamiento;



			8. Establecer las bases de toda licitación a que deba llamarse, en conformidad a lo dispuesto en esta ley. Asimismo, deberá aprobar expresamente el texto de los contratos de concesión y los estatutos de las sociedades anónimas que acuerde constituir;



			9. Establecer y modificar las dotaciones del personal,  fijar y determinar sus remuneraciones y beneficios, y aprobar los reglamentos internos de trabajo que someta a su decisión el Gerente General;

	

			10. Aprobar y modificar los presupuestos anuales de ingresos, gastos e inversiones, y establecer las normas necesarias para controlar su cumplimiento;



			11. Pronunciarse sobre los estados financieros trimestrales y anuales que debe presentarle el Gerente General, conforme a las normas establecidas por el directorio y a los principios y sistemas de contabilidad aplicables a las sociedades anónimas abiertas, y



			12. Conferir poderes generales al Gerente General, y especiales a otros ejecutivos o abogados de la empresa y, para casos específicos y determinados, a terceras personas. Estos poderes los podrá revocar y limitar en cualquier momento, sin expresión de causa.”.



			(Unánime 4x0)



			- - - El encabezamiento de su inciso segundo, que pasó a ser inciso tercero, fue reemplazado por el siguiente: 



			“Al directorio le estará prohibido:”.



			(Unánime 4x0)



			- - - Sus numerales 1, 2, 3,4, 5, 6 y 7, fueron aprobados sin enmiendas.



			(Unánime 4x0)



- - - - - 



			- - - Intercalar, entre el artículo 28 y 29, la siguiente letra f), nueva: “f) De la remuneración de los directores”.



			(Unánime 5x0)



- - - - -



			- - - Intercalar, entre el artículo 29 y 30, la siguiente letra g), nueva: “g) De la cesación en el cargo de director”.



			(Unánime 5x0)



- - - - - 



			- - - Intercalar, entre el artículo 30 y 31, la siguiente letra h), nueva: “h) Del funcionamiento del directorio”.



			(Unánime 5x0)



- - - - - 



ARTICULO 31



			- - - Agregar, al final del inciso primero, sustituyendo el punto (.) por una coma (,), la siguiente frase: “o quien haga sus veces.”.



			(Unánime 3x0)



ARTÍCULO 32



			- - - Agregar, al final del inciso primero sustituyendo el punto (.) por una coma (,), la siguiente oración: "por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio".



			(Unánime 3x0)



- - - - - -





			- - - Consultar, entre el párrafo 8 “De la administración financiera, de la contabilidad y del personal” y el artículo 36, la siguiente letra a), nueva: “a) Del régimen económico”.



			(Unánime 5x0)



- - - - - - 



ARTICULO 38



			- - - Suprimir la conjunción “y” que antecede a la expresión “por puerto”.



			(Unánime 3x0)



- - - - - 



			- - - Intercalar, entre el artículo 38 y 39, la siguiente letra b), nueva: “b) De la fiscalización”.



			(Unánime 5x0)



- - - - - - 



			- - - Intercalar, entre el artículo 40 y 41, la siguiente letra c), nueva: “c) Del personal”.



			(Unánime 5x0)



- - - - - - 





ARTICULO 45



			- - - Agregar, como inciso segundo, nuevo, el siguiente:



			“Asimismo, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones contará con las siguientes atribuciones, las que ejercerá a través de la Subsecretaría de Transportes:



			a) Proponer acciones conjuntas entre organismos públicos y privados destinadas a potenciar la eficiencia, capacidad y competividad del sistema portuario nacional, así como su  desarrollo comercial;



			b) Proponer planes estratégicos del sistema portuario estatal, velando por el mejoramiento de sus niveles de eficiencia y competividad;



			c) Incentivar, apoyar y promover la introducción de nuevas tecnologías en la explotación de los servicios portuarios.



			d) Procurar un desarrollo armónico de los puertos con su entorno urbano, las vías de acceso y el medio ambiente, y



Promover, desarrollar y mantener un sistema de información estadística relacionada con el sector portuario, a disposición de los agentes públicos y privados.”.



			(2x1 Abstención)



- - - - - 



			- - - Consultar, a continuación del artículo 45, el siguiente artículo 45 bis, nuevo:



			“Artículo 45 bis.- E1 reglamento a que se refiere la primera parte del artículo anterior, contendrá, a lo menos, los siguientes elementos:



			1°. Las normas que regulan el procedimiento de adjudicación;



			2º. E1 plazo máximo de vigencia de los contratos;



			3°. Los criterios técnicos de asignación de las propuestas;



			4° Las obligaciones técnicas, operacionales y económicas que deben incorporarse en las respectivas bases de licitación;



			5º. El monto de las garantías que deben rendirse;



			6°. E1 régimen de sanciones aplicables a los incumplimientos de los contratos;



			7° Las causales de extinción de dichos actos y contratos, y



			8° Los contenidos mínimos de las bases de licitación.



			Tratándose de concesiones portuarias éstas se extinguirán por:



			a) El vencimiento del plazo de la concesión;



			b) Mutuo acuerdo de las partes;



			c) Incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario;



			d) Las causales que estipulen las bases de licitación.”.



			(2x1 Abstención)



- - - - - -



ARTICULO 47



			- - - En la definición de “Concesión portuaria” intercalar entre la palabra “ésta” y “desarrolle”, la siguiente frase: “ejecute una obra, preste servicios”  y colocar una coma (,) después de “contrato solemne” y otra coma (,) después de “escritura pública”.



			(2x1 Abstención)



			- - - En la definición de “Frentes de atraque equivalentes”, sustituir la oración “las mismas naves de diseño y tipos de carga” por “naves de similar diseño y tipo de carga”.



			(2x1 Abstención)





ARTICULO 48

Nº 1

Artículo 4º



			- - - Reemplazar la letra a), del Nº 1, por la siguiente:



			“a) Sustitúyese, en el inciso primero, la palabra "Director" por "directorio" y la frase “Talcahuano, Puerto Montt y Punta Arenas” por “San Vicente, Talcahuano, Puerto Montt, Puerto Chacabuco y Punta Arenas.”.



			(2x1 Abstención)





Nº 2

Artículo 9º



			- - - Eliminar, en el inciso primero del artículo 9º, del Nº 2 la frase “mediante decreto supremo” y la oración “asumirán sus funciones una vez totalmente tramitado el decreto supremo respectivo y”



			(2x1 Abstención)



			- - - Suprimir, en el inciso segundo del artículo 9º, del Nº 2 la oración “y será responsable con los miembros de éste de todos los acuerdos que redunden en perjuicio para la empresa, a menos que deje expresa constancia en acta de su opinión contraria.”, sustituyendo la coma (,) que la antecede, por un punto (.).



			(2x1 Abstención)





Nº 3

Artículo 10



			- - - Agregar al final del inciso primero del artículo 10, sustituyendo el punto final (.) por una coma (,), la siguiente oración: “con excepción del representante de los trabajadores quien sólo deberá ser chileno.”.



			(2x1 Abstención)





Nº 7

Artículo 13



			- - - Agregar el siguiente inciso cuarto, nuevo, al Nº 21 del artículo 13:



			“E1 directorio de la Empresa Portuaria de Chile en el plazo de 60 días, propondrá al Presidente de la República la delimitación de cada uno de los recintos portuarios que administra a fin de que sean determinados mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.”.



			(2x1 Abstención)





ARTICULOS TRANSITORIOS



ARTICULO 2º



			- - - Reemplazar las letras a) y b) del inciso primero, por las siguientes:



			“a)  Si el directorio es de cinco miembros, tres directores se desempeñarán cuatro años en sus cargos y dos, dos años.



Si el directorio es de tres miembros, dos directores se desempeñará cuatro años en su cargo y uno, dos años.”.



			(Unánime 3x0)



- - - - - 



			- - - Contemplar, como artículo 4º transitorio, nuevo, el siguiente:



			“Artículo 4º.- A los trabajadores de la Empresa Portuaria de Chile, que sean titulares de cargos de planta a la fecha de publicación en el Diario Oficial del decreto supremo que completa la designación del primer directorio de cada empresa autónoma, que se encuentren destinados a los respectivos puertos terminales de la empresa autónoma que inicia sus actividades, y que cuenten a igual fecha con a lo menos, quince años de servicios efectivos prestados en la referida Empresa, y tengan veinte o más años de imposiciones o servicios computables en los regímenes previsionales que administra el Instituto de Normalización Previsional, les serán suprimidos sus cargos para efecto de lo dispuesto en el artículo 12 del decreto ley Nº 2.448, de 1979.



			Los cargos de la planta de la Empresa que quedaren vacantes por aplicación de lo dispuesto en el inciso anterior, se entenderán suprimidos por el solo ministerio de la ley, a contar de la fecha en que cesen en servicio los funcionarios que los sirven.



			Facúltase a la Empresa Portuaria de Chile para otorgar una indemnización a aquellos trabajadores que se acojan a jubilación en virtud del inciso primero.  Esta indemnización se determinará considerando el total de haberes mensuales de la última remuneración percibida en la citada Empresa, descontando el incremento a que se refiere el artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980, y será equivalente a un mes de dicha remuneración por cada año o fracción superior a seis meses trabajados en cualquier calidad o cargo en la citada Empresa.



			Los trabajadores mencionados en el inciso anterior que celebren contratos de trabajo con las empresas autónomas a que se refiere esta ley o con aquellas sociedades en que éstas tengan participación o con organismos de la Administración del Estado o con sociedades en que ésta participe, deberán reintegrar al Fisco, previamente a la celebración del contrato respectivo, la indemnización percibida, expresada en unidades de fomento.".



			(Unánime 3x0)



- - - - - 



ARTICULO 4º



			Ha pasado a ser artículo 5º, con la siguiente enmienda:



			- - - En su inciso primero, intercalar entre las palabras “puertos o terminales” y “y que pasen”, la siguiente oración: “que no cumplan con los requisitos para acogerse a la jubilación que establece el artículo anterior”.



			(Unánime 3x0)





ARTICULOS 5º, 6º Y 7º



			- - - Han pasado a ser artículos 6º, 7º y 8º, respectivamente, sin modificaciones.



			(Unánime 3x0)



- - - - - - 





			Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el texto del proyecto de ley que os propone vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:



"PROYECTO DE LEY:





"Título I

De las empresas portuarias autónomas

Párrafo 1

De la creación de las empresas



			Artículo 1°.- Créanse diez empresas del Estado que se indican a continuación, en adelante “empresas autónomas”, las que serán continuadoras legales de la Empresa Portuaria de Chile en todas sus atribuciones, derechos, obligaciones y bienes, de conformidad a las disposiciones que establece esta ley.



1. Empresa Portuaria Arica, que operará en el puerto de Arica.  Para todos los efectos legales, tendrá su domicilio en la ciudad de Arica.



2. Empresa Portuaria Iquique, que operará en el puerto de Iquique. Para todos los efectos legales, tendrá su domicilio en la ciudad de Iquique.



3. Empresa Portuaria Antofagasta, que operará en el puerto de Antofagasta.  Para todos los efectos legales, tendrá su domicilio en la ciudad de Antofagasta.



			4. Empresa Portuaria Coquimbo, que operará en el puerto de Coquimbo.  Para todos los efectos legales, tendrá su domicilio en la ciudad de Coquimbo.



			5. Empresa Portuaria Valparaíso, que operará en el puerto de Valparaíso.  Para todos los efectos legales, tendrá su domicilio en la ciudad de Valparaíso.



			6. Empresa Portuaria San Antonio, que operará en el puerto de San Antonio.  Para todos los efectos legales, tendrá su domicilio en la ciudad de San Antonio.



			7. Empresa Portuaria Talcahuano-San Vicente, que operará en los puertos de Talcahuano y San Vicente.  Para todos los efectos legales, tendrá su domicilio en la ciudad de Talcahuano.



			8. Empresa Portuaria Puerto Montt, que operará en el puerto y en el terminal de transbordadores de Puerto Montt.  Para todos los efectos legales, tendrá su domicilio en la ciudad de Puerto Montt.



			9. Empresa Portuaria Chacabuco, que operará en el puerto y en el terminal de transbordadores de Chacabuco.  Para todos los efectos legales, tendrá su domicilio en la ciudad de Puerto Aysén.



			10. Empresa Portuaria Austral, que operará en el puerto de Punta Arenas y en el terminal de transbordadores de Puerto Natales.  Para todos los efectos legales, tendrá su domici1io en la ciudad de Punta Arenas.



Párrafo 2

De la naturaleza





			Artículo 2º.- Las empresas a que se refiere el artículo 1º son personas jurídicas de derecho público, constituyen una empresa autónoma del Estado con patrimonio propio, de duración indefinida y se relacionarán con el Gobierno por intermedio del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.



			Artículo 3º.- Los puertos y terminales que administren las empresas autónomas serán de uso público, de conformidad a las normas de esta ley, y prestarán servicios en forma continua y permanente.







Párrafo 3

Del objeto, del patrimonio, atribuciones y obligaciones



			Artículo 4º.- El objeto de las empresas autónomas será la realización de estudios, proyectos y ejecución de obras de construcción, ampliación, mejoramiento, conservación, reparación y dragado en los puertos y terminales de su competencia, la licitación de frentes de atraque y servicios portuarios en los mismos, la administración de los espacios y servicios comunes y la fiscalización y control de las concesiones que se otorguen.



			Además, administrarán y explotarán los recintos portuarios y terminales de su competencia en las condiciones establecidas en los artículos 5º, 17 inciso primero, y 18.



			Artículo 5º.- La prestación de servicios de estadía, atraque, estiba, desestiba, transferencia de la carga desde el puerto a la nave y viceversa, porteo y almacenaje en los recintos portuarios, deberán ser realizados exclusivamente por particulares, debidamente habilitados. La empresa no podrá, por motivo alguno, convertirse en competidora de los servicios y frentes de atraque licitados a particulares, en los puertos y terminales de su competencia.



			Ello no obstante, la empresa podrá prestar directamente los servicios que actualmente presta Emporchi mientras no se efectúen las licitaciones respectivas, conforme a los calendarios referenciales que establece esta ley. Asimismo, en el evento que efectuada la licitación no se adjudiquen todos los frentes de atraque o servicios licitados o que una concesión caduque por cualquier causa, podrá hacerlo únicamente mientras se procede a la nueva licitación. La correspondiente licitación deberá efectuarse con la anticipación necesaria para que no exista solución de continuidad entre ambas concesiones.



			Artículo 6º.-  Las empresas autónomas ejercerán sus funciones en los recintos portuarios, terrenos, obras físicas e instalaciones que administren, sin perjuicio de las facultades y atribuciones que otorga el ordenamiento jurídico vigente al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, a la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante y a los demás servicios públicos.





			Artículo 7º.- Aquellas actividades que constituyan su objeto social y que no estén comprendidas en los artículos 5º, 17 inciso primero, y 18, las empresas autónomas las podrán realizar directamente o a través de terceros. En este último caso, ello deberá hacerse mediante licitación pública materializada por el otorgamiento de concesiones portuarias o contratos de prestación de servicios, arrendamiento de bienes o constitución de sociedades anónimas con personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras. Estas sociedades se constituirán y se regirán por las normas de las sociedades anónimas abiertas, cualquiera que sea el número de sus accionistas, y su objeto social no podrá incluir la prestación de los servicios o la realización de las actividades señaladas en los artículos 5º y 17 inciso primero.



			Las empresas autónomas deberán realizar directamente las funciones que a continuación se indican:



			1. La fijación de tarifas por los servicios que presten y por el uso de los bienes que exploten directamente;



			2. La formulación del plan maestro del puerto o terminal que administre. Este plan considerará, a lo menos, el o los frentes de atraque y sitios necesarios para que se pueda realizar actividades pesqueras, de transporte marítimo, remolque, de construcción o reparación de naves, u otras.



			3. La coordinación de  la operación de los agentes y servicios públicos que intervengan o deban intervenir en el interior de los recintos portuarios, en conformidad al artículo 44, y



			4. En general, la elaboración y la supervisión del cumplimiento de la reglamentación necesaria para el funcionamiento de sus puertos y terminales, incluyendo, entre otras cosas, los enunciados anteriores y el resguardo de los criterios técnicos de prioridad y operativos, en la atención de las naves, las mercancías y los pasajeros.





			Artículo 8º.-Los frentes de atraque y los servicios a que se refiere el artículo 4º, deberán licitarse preferentemente como “Unidades de Negocios”.



			Cuando las condiciones del puerto no lo permitan o ello implique otorgar un monopolio, podrán licitarse separadamente los servicios y los frentes de atraque, en los términos de los incisos segundo y siguientes del artículo 14.



			Las licitaciones en un mismo puerto deberán, en lo posible, efectuarse simultáneamente. En caso de licitaciones escalonadas, las bases de la primera licitación deberán establecer con absoluta precisión la fecha y condiciones en que se harán las restantes licitaciones.



			Los derechos del concesionario, por el plazo de la concesión, sólo podrán afectarse o limitarse en la forma y condiciones que se hayan establecido en las bases respectivas y en los reglamentos vigentes a la fecha de otorgamiento de la concesión, cuyas disposiciones se hubieren expresamente incluido en dichas bases. Asimismo, éstas deberán establecer las causales de caducidad y la forma de administración de la concesión que haya incurrido en alguna de ellas, mientras se declara la caducidad y se llama a nueva licitación. El concesionario, por el solo ministerio de la ley, queda obligado a destinar los bienes licitados a la atención de naves y movilización de carga, dar servicio y establecer tarifas públicas en condiciones no discriminatorias y mantener adecuadamente las instalaciones y recintos concesionados.



			Artículo 9º.- Los actos y contratos que celebren las empresas autónomas en el desarrollo de su objeto se regirán exclusivamente por las normas de derecho privado, en todo aquello que no sea contrario a las disposiciones de esta ley.



			Artículo 10.-  El patrimonio de cada una de las empresas autónomas estará formado por:



			1. El total de los activos y pasivos de la Empresa Portuaria de Chile, incluidos los derechos emanados de las  concesiones marítimas, asociados a los puertos y terminales de competencia de las respectivas empresas autónomas, conforme a lo dispuesto en los artículos 5º y 6º transitorios de esta ley;



			2. Las obras ejecutadas por las empresas autónomas o encomendadas por éstas a terceros y las que permanezcan en las concesiones portuarias que otorguen;



			3. Las sumas que consigne la Ley de Presupuestos del Sector Público y las cantidades que se les asignen por otras leyes y decretos, y



			4. En general, todos los bienes muebles e inmuebles y los derechos que adquieran a cualquier título.



			Artículo 11.- Los recintos portuarios sólo podrán ser modificados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a petición de la empresa autónoma respectiva.



			Los bienes inmuebles de propiedad de las empresas autónomas situados en el interior de sus recintos portuarios no se podrán enajenar ni gravar en forma alguna y serán inembargables en los términos señalados en el artículo 445, Nº 17, del Código de Procedimiento Civil.



			Los bienes inmuebles de propiedad de las empresas autónomas situados fuera de los recintos portuarios podrán enajenarse y gravarse, con autorización del directorio de la empresa autónoma, con el voto favorable de, a lo menos, cuatro de sus miembros, en los directorios de cinco miembros, y de dos, en los directorios de tres miembros.



			Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el Directorio, previa autorización del Presidente de la República otorgada por decreto supremo expedido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá, por 1a mayoría de sus miembros, enajenar o gravar los bienes inmuebles de propiedad de las empresas autónomas ubicados al interior de los recintos portuarios.





			Artículo 12.-  La enajenación de bienes de propiedad de las empresas autónomas se hará en licitación pública.  La adquisición de bienes y la contratación de servicios se harán mediante propuesta pública.



			Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el directorio podrá aprobar, con el voto favorable de a lo menos cuatro de sus miembros, en los directorios de cinco miembros, y de dos, en los directorios de tres miembros, la omisión de los procedimientos señalados, sólo tratándose de bienes o servicios cuyo monto sea inferior a las mil unidades tributarias mensuales.





Párrafo 4

De las inversiones



			Artículo 13.-  En cada una de las empresas autónomas existirá un "plan maestro" y un "calendario referencial de inversiones" para cada puerto y terminales de su competencia.  Ellos deberán ser aprobados y mantenerse actualizados por los respectivos directorios, serán públicos y enmarcarán las acciones de la respectiva empresa. Los proyectos que se ejecuten en el puerto y terminales de competencia de las empresas autónomas deberán estar en conformidad con el respectivo "plan maestro", y ellas sólo podrán invertir en proyectos contemplados en el respectivo "calendario referencial de inversiones".



			Los particulares podrán solicitar de la respectiva empresa autónoma la modificación de un "plan maestro" o la incorporación de proyectos a un "calendario referencial de inversiones".  En dichos casos, el directorio deberá acoger o rechazar la solicitud, en el plazo máximo de noventa días contados desde su presentación, y con el voto de a lo menos tres de sus miembros, en los directorios de cinco miembros, y de dos, en los directorios de tres miembros.  Las inversiones que se aprueben en virtud de lo dispuesto en este inciso deberán ser realizadas directamente por particulares, conforme a los mecanismos contemplados en esta ley.



			Lo dispuesto en este artículo no afectará el derecho del concesionario a realizar inversiones en su concesión y a explotarla en conformidad a los términos de su otorgamiento.





			Artículo 14.-  Las empresas autónomas podrán dar en arrendamiento u otorgar concesiones portuarias de sus bienes hasta por treinta años.  Sin embargo, cuando la finalidad del arrendamiento o de la concesión sea ajena a la actividad portuaria, su duración no podrá exceder de diez años.



			Tratándose de frentes de atraque, la participación de terceros sólo se efectuará a través de concesiones portuarias.  Para otorgarlas, en el respectivo puerto o terminal en la Región donde éstos se localicen, deberán existir a lo menos dos frentes de atraque equivalentes o, de lo contrario, el directorio deberá contar con un informe previo de la Comisión Preventiva Central, establecida en el decreto ley Nº 211, de 1973, favorable a dichas concesiones, las que deberán realizarse en los términos que establezca el citado informe.



			Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, los concesionarios:



			1. Deberán constituirse como sociedades anónimas, cualquiera que sea el número de sus accionistas, de giro exclusivo, y se regirán por las normas de las sociedades anónimas abiertas, cuyo objeto sea el desarrollo, mantención y explotación del frente de atraque respectivo, y



			2. No podrán estar relacionados en los términos que señala la ley Nº 18.045, sobre Mercado de Valores, con otros concesionarios que desarrollen, conserven o exploten frentes de atraque en los puertos o terminales de propiedad de una misma empresa autónoma, a menos que se autorice mediante un informe de la Comisión que corresponda, conforme a lo establecido en el decreto ley Nº 211, de 1973.



			Artículo 15.- Establécese una prenda especial de concesión portuaria, la cual será sin desplazamiento de los bienes o derechos prendados. La prenda podrá recaer sobre el derecho de concesión portuaria, los bienes muebles de la sociedad concesionaria y los ingresos de ésta que provengan de la explotación de la concesión y tendrá por objeto garantizar las obligaciones financieras que la sociedad concesionaria contraiga para financiar el ejercicio, equipamiento y explotación de la concesión portuaria



			Esta prenda deberá constituirse por escritura pública e inscribirse en el Registro de Prenda Industrial del Conservador de Bienes Raíces del domicilio de la empresa autónoma que otorgó la concesión respectiva y en el de la sociedad concesionaria, si fueren distintos. Además, deberá anotarse al margen de la inscripción de la sociedad concesionaria en el respectivo Registro de Comercio.



			A esta prenda serán aplicables en lo que no fueren incompatibles con las normas de esta ley, las disposiciones contenidas en los artículos 25 inciso primero, 30, 31, 32, 33, 36, 37, 38, 40, 42, 43, 44, 46, 48, 49 y 50 de la ley Nº 5.687 sobre Prenda Industrial.



			Artículo 15 bis.- El remate del derecho de concesión portuaria comprende todos los derechos y obligaciones propios de la concesión y únicamente podrá adjudicarse al que reuniere las condiciones que la presente ley requiere para ser concesionario de una concesión portuaria.



			La adjudicación hecha en contravención a esta norma es nula de pleno derecho, nulidad que deberá ser declarada, por la vía incidental, por el mismo juez que esté conociendo del juicio ejecutivo.



			Artículo 16.- El derecho de concesión portuaria es transferible como un solo todo y únicamente al que reuniere los requisitos que la presente ley establece para ser concesionario de una concesión portuaria. La concesión hecha en contravención a esta norma es nula de pleno derecho y será juez competente para declarar la nulidad el del domicilio de la empresa autónoma concesionante.





			Artículo 16 bis.- Terminada la concesión portuaria, el concesionario tendrá derecho a retirar las mejoras que hubiese introducido en los bienes concesionados de dominio de la empresa autónoma, siempre que puedan separarse sin detrimento de éstos. Ello no obstante, la empresa autónoma concesionante podrá optar por quedarse con dichas mejoras, pagando su justo precio. Este derecho deberá ejercerse con 30 días de anticipación a la fecha en que deban restituirse los bienes concesionados y, de no haber acuerdo entre las partes en cuanto a su precio, éste será determinado por un árbitro designado por las partes o, en su defecto, por el juez letrado en lo civil del domicilio de la empresa autónoma concesionante.



			Las mejoras introducidas a los bienes inmuebles concesionados y que no puedan separarse sin detrimento de éstos, incluidas las concesiones marítimas, pertenecerán a la empresa autónoma concesionante desde el momento mismo de su ejecución o materialización sin obligación alguna de reembolso o indemnización para ésta o el fisco, salvo que las bases de licitación expresamente contemplen una situación distinta.



			Artículo 17.- La construcción y desarrollo de nuevos frentes de atraque deberá realizarse mediante concesiones portuarias, licitadas públicamente. En caso de no haber interesados o que las ofertas no se adecuen a las bases, las empresas autónomas podrán emprender tales inversiones con recursos propios.



			Si un particular solicitare anticipar la ejecución de un proyecto considerado en el "calendario referencial de inversiones", la empresa autónoma deberá llevar a cabo el respectivo proceso de licitación pública en el plazo de ciento ochenta días contados desde la solicitud, a menos que el directorio la rechace fundadamente y con el voto de a lo menos cuatro de sus miembros, en los directorios de cinco miembros, y de a lo menos dos, en los directorios de tres miembros, en los treinta días siguientes a la fecha de su presentación.



			Artículo 18.-  Las empresas autónomas, en caso alguno, podrán obtener créditos, subsidios, fianzas o garantías del Estado o de cualquiera de sus organismos, entidades o empresas, sino en los casos en que ello fuere posible para el sector privado y en iguales condiciones.  Asimismo, las empresas autónomas no podrán otorgar directamente subsidios o subvenciones de ninguna naturaleza a las inversiones de terceros en los puertos y terminales de su competencia.



Párrafo 5

De los servicios



			Artículo 19.-  Todos los servicios que presten las empresas autónomas, aún cuando sean a favor del fisco, municipalidades u otros organismos de la Administración del Estado, deberán ser remunerados, según tarifas vigentes para el público.



			Artículo 20.-  Cada empresa autónoma deberá establecer un reglamento público de uso de frentes de atraque, el que será propuesto por ella al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones quien, mediante resolución, podrá aprobarlo, rechazarlo o modificarlo.



			Este reglamento será aplicable a los frentes de atraque, no podrá establecer excepciones o privilegios y formará parte integrante de las bases de toda licitación.



			Dicho reglamento establecerá con criterios técnicos objetivos, no discriminatorios, un uso eficiente de la infraestructura portuaria, un desarrollo armónico de la actividad y garantizará el derecho de libre elección a los usuarios de los frentes de atraque.





			Artículo 21.-  Las labores de movilización de carga en los frentes de atraque existentes a la fecha de publicación de esta ley, en sus extensiones o mejoramientos, así como en los nuevos frentes de atraque que sean habilitados por las empresas autónomas directamente, estarán sujetas a un esquema multioperador.



			No obstante lo señalado en el inciso anterior, el directorio de la empresa autónoma podrá, mediante licitación pública, implementar un esquema monooperador en dichos frentes de atraque que sean concesionados de conformidad a lo dispuesto en esta ley.  Para ello, en el respectivo puerto o terminal en la Región donde éstos se localicen, deberá existir, a lo menos, otro frente de atraque equivalente operando bajo un esquema multioperador o el directorio deberá contar con un informe previo de la Comisión Preventiva Central establecida en el decreto ley Nº 211, de 1973, favorable a la implementación del esquema monooperador en el respectivo frente de atraque.  En este último caso, la licitación deberá realizarse conforme a los términos establecidos en el respectivo informe.





Párrafo 6

De la administración y organización

Del Directorio 



a) De su composición y designación



			Artículo 22.-  La administración de la empresa autónoma la ejercerá un directorio compuesto de tres o cinco miembros de libre designación del Presidente de la República quien además designará a uno de ellos para que se desempeñe en calidad de Presidente del directorio. Tratándose de las empresas portuarias de Valparaíso, San Antonio y Talcahuano-San Vicente el directorio se compondrá de cinco miembros.



			El directorio, además, estará integrado por un representante de los trabajadores, el cual sólo tendrá derecho a voz. Durará tres años en sus funciones, será elegido en votación secreta y directa por los trabajadores de las empresas autónomas y podrá ser reelegido por una sola vez.  La elección se convocará por el gerente general para día, hora y lugares determinados.  La convocatoria a elección deberá ser publicitada para conocimiento de los trabajadores, con no menos de ocho días de anticipación a aquel fijado para su realización.  En todo caso, la elección deberá realizarse con no menos de quince días de anticipación a la fecha en que expire el período del representante de los trabajadores en ejercicio.





b) De los requisitos para ser director



			Artículo 23.-  Los directores a que se refiere el inciso primero del artículo 22 deberán cumplir con los siguientes requisitos: 



			1. Ser chileno.



			2.- Tener a lo menos 21 años de edad.



			3.- No haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva.



			4.- Estar en posesión de un título profesional universitario o haber desempeñado, por un período no inferior a tres años, continuos o discontinuos, un cargo ejecutivo superior en empresas públicas o privadas.



c) De la duración de los directores



			Artículo 24.-  Los directores a que se refiere el inciso primero del artículo 22 durarán cuatro años en sus cargos y se renovarán cada dos años por parcialidades de tres y dos y de dos y un directores, según se trate de directorios de cinco o tres miembros, en su caso, pudiendo ser nuevamente designados.





d) De las inhabilidades y recusaciones de los directores



			Artículo 25.- Son inhábiles para desempeñar el cargo de Director:



			1. Los Ministros de Estado, Subsecretarios, Senadores, Diputados, Intendentes, Gobernadores, Secretarios Regionales Ministeriales, Alcaldes, Concejales, los miembros de los Consejos Regionales y de los Consejos de Desarrollo Comunal y los Jefes de Servicios Públicos;



			2. Las personas que desempeñen los cargos de Presidente, Vicepresidente, Secretario General o Tesorero en las directivas centrales, regionales, provinciales, distritales o comunales de los partidos políticos, y de las organizaciones gremiales y sindicales, y



			3. Las personas que por sí, sus cónyuges, sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, ambos inclusive, o por personas que estén ligadas a ellas por vínculos de adopción, o a través de personas jurídicas en que tengan control de su administración, o en las que posean o adquieran a cualquier título intereses superiores al 10% del capital en empresas navieras o portuarias, agencias de naves, y, en general, en empresas relacionadas con la actividad marítima o portuaria.





			Artículo 25 bis.- Los directores sólo podrán ser inhabilitados para intervenir en un negocio determinado, en razón de existir interés personal o de su cónyuge o de sus parientes consanguíneos en toda la línea  recta o hasta el cuarto grado colateral o por afinidad hasta el segundo grado inclusive o tener vínculos de adopción o por causa de amistad íntima o enemistad con aquél o aquéllos a quienes afecte dicha materia.



			La recusación deberá deducirse ante el directorio hasta el momento mismo en que éste entre a resolver sobre la materia respecto de la cual se alega la inhabilidad.  La recusación deberá ir acompañada de las pruebas que justifiquen la causal invocada y, tratándose de prueba testimonial, ésta se adjuntará mediante declaraciones juradas prestadas ante Notario Público.



			Deducida la recusación, el Presidente notificará de ésta al director afectado, el cual deberá informar por escrito al directorio, dentro de las 48 horas siguientes.  Contestada ésta o transcurrido dicho plazo, el Presidente del directorio o quien haga sus veces, con o sin el informe del director afectado, citará de inmediato a una sesión extraordinaria del directorio para resolver la recusación.  El fallo del directorio no será susceptible de recurso alguno.  Mientras no se resuelva sobre la recusación, el directorio se abstendrá de resolver sobre la materia en que ésta incide.



			El director a quien afecte una causal de recusación, deberá darla a conocer de inmediato al directorio y abstenerse de participar en la discusión y votación de la materia.  La infracción a esta obligación se considerará como falta grave.



			En  el evento en que la causal de recusación llegue a conocimiento del interesado con posterioridad a la decisión del asunto, ésta deberá hacerse valer dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que el interesado tuvo conocimiento de la decisión.  El directorio sólo la admitirá a tramitación en el evento en que el voto del director recusado haya sido determinante para lograr el quórum exigido por la ley, según sea la materia de que se trate.  De acogerse la recusación, el directorio, en sesión especialmente convocada al efecto, deberá pronunciarse nuevamente sobre la materia en que incide la recusación, quedando suspendido el cumplimiento de la decisión anterior.



			La  notificación de la recusación se hará mediante carta entregada en el domicilio que el afectado tenga registrado en la empresa, por el  Secretario  o Ministro de fe pública.



e) De la responsabilidad, atribuciones, funciones, obligaciones y prohibiciones de los directores.



			Artículo 26.-  La responsabilidad, derechos, obligaciones y prohibiciones de los directores se regirán por los artículos 39, 40, 43, 44, 45, 46, 47 y 48 de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, con las excepciones que se indican en esta ley.



			A los directores les serán aplicables las inhabilidades establecidas en el artículo 35 de dicha ley, con excepción del Nº 4.



	Artículo 27.-  Los directores deberán emplear en el ejercicio de sus funciones el cuidado y diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus propios negocios y responderán solidariamente de los perjuicios causados a la empresa autónoma por sus actuaciones dolosas o culpables.



		 A los directores de las empresas autónomas les será aplicable el artículo 42 de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas.



			Artículo 28.- Corresponderá al directorio la administración y representación de la empresa autónoma con las más amplias y absolutas facultades. 



			En el cumplimiento de sus funciones, el directorio deberá, especialmente, entre otras:



			1. Promover la competencia en el interior de los puertos;



			2. Procurar un trato no discriminatorio a los usuarios de los puertos y terminales;



			3. Velar porque no se limiten las posibilidades de desarrollo y expansión de los puertos;



			4. Preservar y fortalecer los niveles de productividad, eficiencia y competitividad alcanzados en la operación portuaria;

	

			5. Designar, en su primera sesión y de entre sus miembros, al director que se desempeñará como Vicepresidente del mismo. El Vicepresidente reemplazará al Presidente en caso de ausencia o imposibilidad transitoria de éste para ejercer el cargo;



			6. Designar al Gerente General y al ejecutivo de la empresa que deba reemplazarlo transitoriamente, en caso de ausencia o imposibilidad temporal de éste para el ejercicio del cargo;



			7. Dictar los reglamentos y normas que estime conveniente para regular la organización interna de la empresa y su adecuado funcionamiento;



			8. Establecer las bases de toda licitación a que deba llamarse, en conformidad a lo dispuesto en esta ley. Asimismo, deberá aprobar expresamente el texto de los contratos de concesión y los estatutos de las sociedades anónimas que acuerde constituir;



			9. Establecer y modificar las dotaciones del personal,  fijar y determinar sus remuneraciones y beneficios, y aprobar los reglamentos internos de trabajo que someta a su decisión el Gerente General;

	

			10. Aprobar y modificar los presupuestos anuales de ingresos, gastos e inversiones, y establecer las normas necesarias para controlar su cumplimiento;



			11. Pronunciarse sobre los estados financieros trimestrales y anuales que debe presentarle el Gerente General, conforme a las normas establecidas por el directorio y a los principios y sistemas de contabilidad aplicables a las sociedades anónimas abiertas, y



			12. Conferir poderes generales al Gerente General, y especiales a otros ejecutivos o abogados de la empresa y, para casos específicos y determinados, a terceras personas. Estos poderes los podrá revocar y limitar en cualquier momento, sin expresión de causa.



			Al directorio le estará prohibido:



			1. Adoptar políticas o decisiones que no tengan por finalidad cumplir el objeto de la empresa autónoma en la forma establecida en esta ley o persigan beneficiar sus propios intereses o los de terceras personas;



			2. Realizar o incurrir en actos contrarios a esta ley o a los intereses de la empresa autónoma, o usar su cargo para obtener beneficios y prebendas indebidas para sí o para terceros;



			3. Constituir a la empresa autónoma en aval, fiadora o codeudora solidaria de terceras personas, naturales o jurídicas;



			4. Contraer obligaciones cuyo monto supere el 50% del capital de la empresa autónoma, sin autorización del Presidente de la República;



			5. Efectuar o celebrar actos a título gratuito a favor de terceros;



			6. Someter a compromiso, y transigir reclamaciones y litigios, en asuntos en que la cantidad involucrada sea superior a mil unidades tributarias mensuales, sin la autorización previa del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, y 



			7. Obligarse a pagar y hacerlo, sin la autorización previa del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, indemnizaciones extrajudiciales por un monto superior a mil unidades tributarias mensuales, aún cuando esté plenamente comprobada la responsabilidad de la empresa autónoma.



f) De la remuneración de los directores



			Artículo 29.-  Los directores percibirán una dieta en pesos equivalente a ocho unidades tributarias mensuales por cada sesión a que asistan, con un máximo de dieciséis unidades tributarias mensuales por mes calendario.  El presidente, o quien lo subrogue, percibirá igual dieta, aumentada en el 100%.



			Sin perjuicio de lo anterior, los directores podrán, además, percibir ingresos asociados al cumplimiento de las metas establecidas en el "plan de gestión anual", los que en ningún caso podrán exceder del 100% de su dieta.



g) De la cesación en el cargo de director



			Artículo 30.-  Son causales de cesación en el cargo de director las siguientes:



			1. Renuncia aceptada o solicitada por el Presidente de la República;



			2. Remoción, por decreto supremo expedido a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, por cualquiera de las causales siguientes: inasistencia injustificada a tres sesiones consecutivas o a seis sesiones del directorio, ordinarias o extraordinarias, durante un semestre calendario; no guardar la debida reserva que establece el artículo 43 de la ley Nº 18.046 sobre la información relativa a la empresa autónoma, o ejecutar los actos prohibidos por el artículo 28 de esta ley;



			3. Incapacidad psíquica o física que le impida desempeñar el cargo, y



			4. Sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad.



			El reemplazo de los directores que cesen en sus funciones se hará en la forma dispuesta en el artículo 22.



			En caso de inhabilidad, el director afectado cesará inmediatamente en el cargo.



h) Del funcionamiento del directorio



			Artículo 31.-  El directorio sesionará con la mayoría de sus miembros en ejercicio y adoptará sus acuerdos por mayoría de votos de sus miembros presentes, salvo en aquellos casos en que esta ley establezca un quórum especial.  En caso de empate, lo resolverá el voto del presidente del directorio, o quien haga sus veces.



			El directorio sesionará en forma ordinaria o extraordinaria. Son sesiones ordinarias aquellas que fije el propio directorio para días y horas determinadas, en las cuales se tratarán todas las materias que el presidente incluya en la tabla respectiva, la que deberá ser comunicada a los directores con no menos de veinticuatro horas de anticipación a la fecha de la sesión. El directorio no podrá establecer más de dos sesiones ordinarias por mes.



			Son sesiones extraordinarias aquellas en que el directorio es convocado para conocer exclusivamente de las materias señaladas en la convocatoria.  Estas podrán ser convocadas a iniciativa del presidente o a petición escrita de dos o más directores. La citación a sesión extraordinaria deberá hacerse con la misma anticipación señalada en el inciso anterior.



			De toda deliberación y acuerdo del directorio se deberá dejar constancia en un libro de actas, el que deberá cumplir con las normas contenidas en el artículo 48 de la ley Nº 18.046.





Párrafo 7

Del gerente general



			Artículo 32.-  En cada empresa autónoma habrá un gerente general, de la exclusiva confianza del respectivo directorio.  El gerente general será designado y removido por el directorio, en sesión especialmente convocada al efecto, por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio.



			La remuneración y demás condiciones del contrato de trabajo del gerente general serán determinadas por el directorio con el voto favorable de la mayoría absoluta de los directores en ejercicio, en el momento de su designación.





			Artículo 33.-  Corresponderá al gerente general la ejecución de los acuerdos del directorio y la supervisión permanente de la administración y funcionamiento de la empresa autónoma.



			El gerente general gozará de todas las facultades de administración necesarias para el cumplimiento y desarrollo del giro ordinario de la empresa autónoma, además de las facultades que el directorio le delegue expresamente.



			No obstante lo señalado en el inciso anterior, el gerente general requerirá acuerdo previo del directorio para:



			1. Adquirir bienes raíces o derechos constituidos sobre ellos;



			2. Enajenar, gravar o dar en arrendamiento bienes raíces o derechos constituidos sobre ellos, en conformidad a los artículos 11 y 12 de esta ley, y



			3. Contratar créditos a plazos superiores a un año.





			Artículo 34.-  El cargo de gerente general es incompatible con el de director de alguna empresa relacionada con la actividad marítima o portuaria.



			El gerente general tendrá las mismas inhabilidades, responsabilidades, obligaciones y prohibiciones que esta ley establece para los directores.





			Artículo 35.-  El gerente general asistirá a las sesiones de directorio con derecho a voz y será responsable con los miembros de éste de todos los acuerdos que redunden en perjuicios para la empresa autónoma, a menos que deje expresa constancia en acta de su opinión contraria.





Párrafo 8

De la administración financiera, de la contabilidad y del personal



a) Del régimen económico





			Artículo 36.-  Las empresas  autónomas estarán  sujetas a las mismas normas financieras, contables y tributarias que rigen para las sociedades anónimas abiertas.  Sus balances y estados de situación deberán ser sometidos a auditorías de firmas auditoras externas.





			Artículo 37.-  Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, a las empresas autónomas les serán aplicables las normas que establecen los artículos 11 de la ley Nº 18.196, 29 y 44 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, y 2º del decreto ley Nº 2.398, de 1978.





			Artículo 38.-  Las empresas autónomas deberán confeccionar anualmente su balance consolidado, por puerto y terminal, al 31 de diciembre de cada año.



b) De la fiscalización



			Artículo 39.-  Las empresas  autónomas quedarán sujetas a la fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros.





			Artículo 40.-  Las empresas autónomas estarán sujetas al control de la Contraloría General de la República sólo respecto de los aportes y subvenciones que reciban del fisco.



c) Del personal



			Artículo 41.-  Los trabajadores de las empresas autónomas se regirán exclusivamente  por las disposiciones del Código del Trabajo y sus  normas complementarias, y por las de esta ley.





Título II

Otras disposiciones





			Artículo 42.-  Las disposiciones de esta ley, los reglamentos y normas que en relación con ella se dicten, serán aplicables a todos los recintos portuarios de competencia de las empresas autónomas y respecto de los bienes ubicados fuera de los recintos portuarios que éstas posean a cualquier título.



			Se exceptúa de lo dispuesto en el inciso precedente a los puertos de carácter exclusivamente militar y a las secciones de puerto que tengan esa misma calidad.





			Artículo 43.-  Las empresas autónomas se regirán por las normas de esta ley y, en lo no contemplado por ella, por las normas del derecho privado, en particular aquellas que rigen a las sociedades anónimas abiertas.  En consecuencia, salvo las excepciones que contempla esta ley, no les serán aplicables las disposiciones generales o especiales que rigen a las empresas del Estado.





			Artículo 44.-  Mediante decretos supremos del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, firmados, además, por el o los Ministros que según el caso corresponda, se establecerán las normas que regirán la coordinación de los diversos organismos públicos que tengan relación con actividades que se desarrollen dentro de los recintos portuarios.





			Artículo 45.-  El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones dictará el reglamento que establecerá las normas y los procedimientos que regulen las licitaciones a que se refiere el artículo 8º de esta ley y la presentación por parte de los particulares de los proyectos de construcción y habilitación de obras portuarias.  De igual forma, establecerá las normas y procedimientos que regulen la elaboración, modificación, presentación y aprobación del "plan maestro", del "calendario referencial de inversiones" y del "plan de gestión anual".  Este último se aprobará por decreto conjunto del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y del Ministerio de Hacienda.



			Asimismo, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones contará con las siguientes atribuciones, las que ejercerá a través de la Subsecretaría de Transportes:



			a) Proponer acciones conjuntas entre organismos públicos y privados destinadas a potenciar la eficiencia, capacidad y competividad del sistema portuario nacional, así como su  desarrollo comercial;



			b) Proponer planes estratégicos del sistema portuario estatal, velando por el mejoramiento de sus niveles de eficiencia y competividad;



			c) Incentivar, apoyar y promover la introducción de nuevas tecnologías en la explotación de los servicios portuarios.



			d) Procurar un desarrollo armónico de los puertos con su entorno urbano, las vías de acceso y el medio ambiente, y



Promover, desarrollar y mantener un sistema de información estadística relacionada con el sector portuario, a disposición de los agentes públicos y privados.



			Artículo 45 bis.- E1 reglamento a que se refiere la primera parte del artículo anterior, contendrá, a lo menos, los siguientes elementos:



			1°. Las normas que regulan el procedimiento de adjudicación;



			2º. E1 plazo máximo de vigencia de los contratos;



			3°. Los criterios técnicos de asignación de las propuestas;



			4° Las obligaciones técnicas, operacionales y económicas que deben incorporarse en las respectivas bases de licitación;



			5º. El monto de las garantías que deben rendirse;



			6°. E1 régimen de sanciones aplicables a los incumplimientos de los contratos;



			7° Las causales de extinción de dichos actos y contratos, y



			8° Los contenidos mínimos de las bases de licitación.



			Tratándose de concesiones portuarias éstas se extinguirán por:



			a) El vencimiento del plazo de la concesión;



			b) Mutuo acuerdo de las partes;



			c) Incumplimiento grave de las obligaciones del concesionario;



			d) Las causales que estipulen las bases de licitación.





			Artículo 46.-  Cada año se fijarán, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, el que deberá llevar además la firma del Ministro de Hacienda, los montos de los ingresos adicionales que podrán percibir los directores de cada empresa autónoma conforme a lo dispuesto en el artículo 29 y las condiciones que deben cumplirse para su pago, así como las metas establecidas.



			El cumplimiento de las metas deberá ser certificado por empresas auditoras externas.





Título III

De las definiciones básicas



			Artículo 47.-  Para los efectos de esta ley, se entenderá por:



			Areas de entrada y salida de naves: son las que comprenden el espacio marítimo natural o artificial, que constituye la vía de tránsito que permite a las naves acceder a las instalaciones portuarias o retirarse de ellas.



			Area de atraque y permanencia de naves: es la franja marítima de quinientos metros que circunda una instalación portuaria a mar abierto o de penetración o la dársena.



			Bienes comunes: son las obras de infraestructura que se ubican en el interior de los puertos, que sirven indistintamente a todos los que operan en los recintos portuarios, destinadas a proporcionar áreas de aguas abrigadas y a otorgar servicios comunes, tales como vías de circulación, caminos de acceso, puertas de entrada, etc.



			Calendario referencial de inversiones: es el programa de las inversiones en frentes de atraque, áreas conexas y bienes comunes que pueden ser ejecutadas por particulares o la empresa autónoma, y que considerará un período mínimo de cinco años.



			Concesión portuaria: es el contrato solemne, otorgado por escritura pública, a través del cual una empresa autónoma concede con exclusividad a una persona natural o jurídica, por un período determinado, un área de un bien inmueble para que ésta ejecute una obra, preste servicios, desarrolle o mantenga una obra, otorgándosele como contraprestación la explotación de la misma.



			Esquema monooperador: es el sistema de operación portuaria en que la movilización de carga en el frente de atraque es realizada por una única empresa de muellaje.



			Esquema multioperador: es el sistema de operación portuaria donde las distintas empresas de muellaje pueden prestar sus servicios en un mismo frente de atraque.



			Frente de atraque: es la infraestructura de un puerto que corresponde a un módulo operacionalmente independiente con uno o varios sitios y sus correspondientes áreas de respaldo, cuya finalidad es el atraque de buques, esencialmente para operaciones de transferencia de carga o descarga de mercaderías u otras actividades de naturaleza portuaria.



			Frentes de atraque equivalentes: son los módulos operacionales que están diseñados y construidos para atender naves de similar diseño y tipo de carga.



			Plan de gestión anual: es el instrumento en que se establecen los compromisos de gestión que el directorio de cada empresa autónoma contrae para un período de doce meses, tales como niveles de ingresos y egresos, cantidad de naves, volúmenes y tipo de carga por movilizar, así como sus indicadores operacionales.



			Plan maestro: es el instrumento de planificación territorial en que se delimitan las áreas marítimas y terrestres comprometidas para el desarrollo previsto de un puerto o terminal, y sus usos, para un período mínimo de veinte años.



			Puerto, terminal o recinto portuario: es el conjunto de espacios terrestres, infraestructura e instalaciones, así como aquellas áreas de entrada, salida, atraque y permanencia de naves que, por su ubicación geográfica, por sus condiciones físicas naturales o artificiales y de organización, están destinados a la realización de operaciones de tráfico portuario, movilización y almacenamiento de carga.



			Sitio: es aquella porción del frente de atraque destinada a la atención de una nave.





Título final



			Artículo 48.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 290, de 1960, de la Empresa Portuaria de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto supremo Nº 91, de 1978, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.



			1. En el artículo 4º:



			a) Sustitúyese, en el inciso primero, la palabra "Director" por "directorio" y la frase “Talcahuano, Puerto Montt y Punta Arenas” por “San Vicente, Talcahuano, Puerto Montt, Puerto Chacabuco y Punta Arenas”.



			b) Intercálase, como inciso segundo, nuevo, el siguiente:



			"Asimismo, será objeto principal de la Empresa desarrollar todos los actos jurídicos y operacionales conducentes a poner en funcionamiento las empresas autónomas continuadoras de la Empresa Portuaria de Chile.".



			2. Sustitúyese el artículo 9º por el siguiente:



			"Artículo 9º.-  La Empresa Portuaria de Chile será administrada por un directorio, integrado por cinco miembros.  El Presidente de la República designará el directorio y su presidente, quienes permanecerán en sus cargos hasta que cumplan el cometido asignado por el artículo 4º de esta ley y mientras cuenten con la confianza del Presidente de la República.



			El directorio, además, estará integrado por un representante de los trabajadores, el cual sólo tendrá derecho a voz. Será elegido en votación secreta y directa por los trabajadores de la Empresa.  La elección se convocará por el gerente general para día, hora y lugares determinados.  La convocatoria a elección deberá ser publicitada para conocimiento de los trabajadores, con no menos de ocho días de anticipación a aquel fijado para su realización.  La circunstancia de integrar el directorio de algún sindicato no será obstáculo para ser elegido director en representación de los trabajadores. 



			El directorio, en su sesión constitutiva, deberá aprobar, por la simple mayoría de sus miembros, un reglamento interno de funcionamiento, el que deberá referirse, a lo menos, a los siguientes aspectos:



			a) La subrogancia del presidente del directorio;



			b) La periodicidad de las sesiones del directorio;



			c) El quórum necesario para sesionar no podrá ser inferior a cuatro directores, y



			d) Las materias propias de sesión ordinaria o extraor�dinaria.".



			3. Sustitúyese el artículo 10 por el siguiente:



			"Artículo 10.-  Los directores deberán ser chilenos y tener un título profesional universitario o haber desempeñado, por un período no inferior a tres años, continuos o discontinuos, un cargo ejecutivo superior en empresas públicas o privadas, con excepción del representante de los trabajadores quien sólo deberá ser chileno.”



			A los directores les serán aplicables las inhabilidades establecidas en el artículo 35 de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, con excepción del Nº 4.



			No podrán ser directores:



			a) Los Ministros de Estado, Subsecretarios, Senadores, Diputados, Intendentes, Gobernadores, Secretarios Regionales Ministeriales, Alcaldes, Concejales, así como los miembros de los Consejos Regionales y los Jefes de los Servicios Públicos.



			b) Las personas que por sí, sus cónyuges, sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, o a través de personas naturales o jurídicas en que tengan control de su administración, o que posean o adquieran, a cualquier título, intereses superiores al 10% del capital en empresas navieras o portuarias, agencias de naves y, en general, empresas relacionadas con la actividad marítima o portuaria.



			Los directores percibirán una dieta en pesos equivalente a ocho unidades tributarias mensuales por cada sesión a que asistan, con un máximo de dieciséis unidades tributarias mensuales por mes calendario.  El presidente, o quien lo subrogue, percibirá igual dieta, aumentada en el 100%.".



			4. Sustitúyese el artículo 11 por el siguiente:



			"Artículo 11.-  La responsabilidad, derechos, obligaciones y prohibiciones de los directores se regirá por los artículos 39, 40, 43, 44, 45, 46, 47 y 48 de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, con las excepciones que establece esta ley.



			Los directores deberán emplear, en el ejercicio de sus funciones, el cuidado y diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus propios negocios y responderán solidariamente de los perjuicios causados a la Empresa por sus actuaciones dolosas o culpables.



			Será aplicable a los directores lo dispuesto en el artículo 42 de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas.



			Sin perjuicio de lo anterior, éstos no podrán:



			a) Adoptar políticas o decisiones que no tengan por finalidad cumplir el objeto de la Empresa en la forma establecida en esta ley o persigan beneficiar sus propios intereses o los de terceras personas.



			b) Realizar o incurrir en actos contrarios a las  normas de esta ley o a los intereses de la Empresa, o usar de su cargo para obtener beneficios o prebendas indebidas para sí o para terceros.".



			5. Sustitúyese el artículo 12 por el siguiente:



			"Artículo 12.-  Corresponderá al directorio la administración y representación de la Empresa con las más amplias y absolutas facultades, las que podrá delegar en el gerente general o en ejecutivos superiores de la Empresa, y sin otras limitaciones que aquellas que expresamente establece la ley.".



			6. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 13, la frase "En el ejercicio de sus atribuciones, corresponde al Director:" por "En el ejercicio de sus atribuciones, corresponde, además, al directorio:".



			7. Agrégase al artículo 13 el siguiente número, nuevo: 



			"21. Ejecutar todos los actos jurídicos y operacionales necesarios para la constitución y el inicio del funcionamiento de las empresas autónomas continuadoras de la Empresa Portuaria de Chile.



			En particular, deberá proponer al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones el valor libro de los bienes que compondrán el activo inmovilizado de cada una de las empresas autónomas continuadoras y el respectivo balance consolidado de sus puertos o terminales y hacer entrega material de todos los bienes de la Empresa a las empresas autónomas continuadoras, según corresponda.



			Estará igualmente facultado para realizar, a nombre de la Empresa, aquellos pagos a los trabajadores que se originen como consecuencia de la transformación de la Empresa, tales como indemnizaciones o bonos de transformación, los cuales no serán imponibles ni se considerarán para el cálculo de indemnizaciones.



			E1 directorio de la Empresa Portuaria de Chile en el plazo de 60 días, propondrá al Presidente de la República la delimitación de cada uno de los recintos portuarios que administra a fin de que sean determinados mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.





			8. Sustitúyese en el inciso primero del artículo 14, la palabra "Director" por "directorio".



			9. Sustitúyese el artículo 15 por el siguiente:



			"Artículo 15.-  En la Empresa existirá un gerente general, de la exclusiva confianza del directorio, que será designado y removido por éste, en sesión especialmente convocada al efecto.  Asimismo, en los puertos y terminales que determine el directorio, habrá un administrador local nombrado por éste, cuyas funciones y atribuciones serán las que el directorio señale.



			Corresponderá al gerente general la ejecución de los acuerdos del directorio, la supervisión permanente de la administración y funcionamiento de la Empresa.



			El gerente general, sin necesidad de mención expresa, gozará de todas las facultades de administración necesarias para el cumplimiento y desarrollo del giro ordinario de la Empresa, además de las facultades que el directorio le delegue expresamente.  En particular, podrá delegar parcialmente sus facultades en los administradores locales, ejecutivos o funcionarios de la Empresa.



			No obstante lo anterior, se requerirá acuerdo previo del directorio para:



			a) Adquirir y gravar bienes raíces o derechos constituidos sobre ellos;



			b) Vender, ceder, transferir o arrendar, en conformidad al artículo 8º, y



			c) Contratar créditos a plazos superiores a un año.



			El cargo de gerente general es incompatible con el de director de alguna empresa relacionada con la actividad marítima o portuaria.  El gerente general tendrá las mismas inhabilidades, responsabilidades, obligaciones y prohibiciones que se establecen para los directores.



			El gerente general asistirá a las sesiones de directorio con derecho a voz y será responsable con los miembros de éste de todos los acuerdos perjudiciales para la Empresa, a menos que deje expresa constancia en acta de su opinión contraria.".



			10. Sustitúyese en el artículo 18, la palabra "Director" por "directorio".



			11. Sustitúyese el artículo 32 por el siguiente:



			"Artículo 32.-  La adquisición de toda clase de bienes muebles y la contratación de servicios cuyos valores excedan de quinientas unidades tributarias mensuales se harán en propuesta pública.  No obstante, el directorio podrá disponer, con el voto favorable de cuatro de sus miembros en ejercicio, adquisiciones por propuestas privadas, siempre que los valores de adquisición o de contratación no excedan de mil quinientas unidades tributarias mensuales.".



			12. Sustitúyese en el artículo 33, letra d, y en el artículo 34, la palabra "Director" por "directorio".



			13. Sustitúyese el artículo 35 por el siguiente:



			"Artículo 35.-  La enajenación de toda clase de bienes muebles cuyos valores excedan de quinientas unidades tributarias mensuales se hará en subasta u oferta pública, según lo determine el directorio.



			Si no hubiere interesados o se rechazaren todas las ofertas, y tratándose de bienes cuya naturaleza y ubicación no haga conveniente proceder nuevamente en la forma señalada, el directorio podrá aprobar, con el voto favorable de cuatro de sus miembros en ejercicio, la venta en propuesta pública, siempre que el valor de enajenación de dichos bienes muebles no exceda de mil quinientas unidades tributarias mensuales.".



			Artículo 49.-  El decreto con fuerza de ley Nº 290, de 1960, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 91, de 1978, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, se entenderá derogado noventa días después de la fecha de publicación del decreto supremo que designe totalmente el primer directorio  de la última empresa autónoma que inicie sus actividades.



Artículos transitorios



			Artículo 1º.-  La designación del primer directorio de la Empresa Portuaria de Chile se hará dentro de los diez días siguientes a la fecha de publicación de  esta ley.



			La designación de los primeros directorios de las empresas autónomas deberá hacerse dentro del año siguiente a la publicación de esta ley.





			Artículo 2º.-  Para efectos de lo dispuesto en el artículo 24, la duración de las funciones del primer directorio de las empresas autónomas será:



			a)  Si el directorio es de cinco miembros, tres directores se desempeñarán cuatro años en sus cargos y dos, dos años.



			b)  Si el directorio es de tres miembros, dos directores se desempeñará cuatro años en su cargo y uno, dos años.



			Lo anterior es sin perjuicio de que sobrevenga alguna de las causales consideradas en el artículo 30 de esta ley.





			Artículo 3º.-  Las empresas autónomas a que se refiere el artículo 1º de esta ley, darán inicio a sus actividades a partir de la fecha de publicación en el Diario Oficial del decreto supremo que complete la designación del primer directorio, momento a partir del cual la Empresa Portuaria de Chile quedará inhibida de ejercer sus atribuciones respecto de los puertos y terminales que pasen a operar las respectivas empresas autónomas.



			Facúltase al Presidente de la República para que, en el plazo de seis meses contados desde la publicación de esta ley, mediante la  dictación de uno o más decretos con fuerza de ley, derogue o adecue todas las disposiciones legales aplicables a las empresas autónomas que no sean compatibles con las disposiciones de esta ley.



			Artículo 4º.- A los trabajadores de la Empresa Portuaria de Chile, que sean titulares de cargos de planta a la fecha de publicación en el Diario Oficial del decreto supremo que completa la designación del primer directorio de cada empresa autónoma, que se encuentren destinados a los respectivos puertos terminales de la empresa autónoma que inicia sus actividades, y que cuenten a igual fecha con a lo menos, quince años de servicios efectivos prestados en la referida Empresa, y tengan veinte o más años de imposiciones o servicios computables en los regímenes previsionales que administra el Instituto de Normalización Previsional, les serán suprimidos sus cargos para efecto de lo dispuesto en el artículo 12 del decreto ley Nº 2.448, de 1979.



			Los cargos de la planta de la Empresa que quedaren vacantes por aplicación de lo dispuesto en el inciso anterior, se entenderán suprimidos por el solo ministerio de la ley, a contar de la fecha en que cesen en servicio los funcionarios que los sirven.



			Facúltase a la Empresa Portuaria de Chile para otorgar una indemnización a aquellos trabajadores que se acojan a jubilación en virtud del inciso primero.  Esta indemnización se determinará considerando el total de haberes mensuales de la última remuneración percibida en la citada Empresa, descontando el incremento a que se refiere el artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980, y será equivalente a un mes de dicha remuneración por cada año o fracción superior a seis meses trabajados en cualquier calidad o cargo en la citada Empresa.



			Los trabajadores mencionados en el inciso anterior que celebren contratos de trabajo con las empresas autónomas a que se refiere esta ley o con aquellas sociedades en que éstas tengan participación o con organismos de la Administración del Estado o con sociedades en que ésta participe, deberán reintegrar al Fisco, previamente a la celebración del contrato respectivo, la indemnización percibida, expresada en unidades de fomento.".



			Artículo 5º.- Los trabajadores de la Empresa Portuaria de Chile que sean titulares de cargos de planta a la fecha de publicación en el Diario Oficial del decreto supremo que complete la designación del primer directorio de cada empresa autónoma, que se desempeñen en sus respectivos puertos o terminales que no cumplan con los requisitos para acogerse a la jubilación que establece el artículo anterior y que pasen a desempeñarse en la respectiva empresa autónoma, lo harán sin solución de continuidad, pudiendo percibir el desahucio a que tuvieren derecho a partir de la fecha en que opere el cambio de régimen laboral.  Los cargos de planta de la Empresa Portuaria de Chile que quedaren vacantes por aplicación de lo antes dispuesto no podrán ser provistos bajo ninguna forma.



			Los contratos de trabajo que corresponda celebrar entre las empresas autónomas y los trabajadores a que se refiere el inciso anterior deberán constar por escrito dentro de los noventa días siguientes a la fecha de incorporación a la respectiva empresa autónoma.  Dentro del mismo plazo, cada empresa autónoma deberá dictar sus reglamentos internos conforme a las disposiciones del Código del Trabajo.



			El total de haberes mensuales y demás beneficios sociales que se consignen en los contratos de trabajo a que se refiere el inciso anterior no será en ningún caso inferior, en su monto final mensual, a aquel que esté percibiendo el trabajador en la Empresa Portuaria de Chile, a la fecha en que opere el cambio de régimen laboral, excluidas de dicho monto las asignaciones de sobretiempo y de recargo por turno, y de feriados, o aquellos beneficios que las reemplacen.  Durante el período que medie entre el cambio de régimen laboral y la primera negociación colectiva, la asignación de recargo por turno se pagará en un monto no inferior al que perciban al momento del citado cambio, sólo respecto de los trabajadores que efectivamente los realicen.





			Artículo 6º.-  Los bienes muebles e inmuebles que integren el patrimonio de la Empresa Portuaria de Chile en virtud del decreto con fuerza de ley Nº 290, de 1960, o que dicha Empresa actualmente use o explote, no obstante pertenecer al dominio del fisco o de otro servicio público integrante de la Administración del Estado, se traspasarán en dominio, por el solo ministerio de la ley, a la respectiva empresa autónoma sucesora legal de la Empresa Portuaria de Chile, a partir de la fecha de constitución de cada empresa autónoma.







			Artículo 7º.-  La determinación y el valor libro de los bienes que conforman el patrimonio inicial de cada empresa autónoma, sus activos y pasivos, se hará dentro del primer mes de iniciadas sus actividades, mediante uno o más decretos supremos expedidos por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, los que deberán llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda.





			Las empresas autónomas se constituirán, por el solo ministerio de la ley, en deudoras del fisco hasta por 2.670.742 unidades de fomento, como suma total del conjunto de las empresas autónomas que se crean por esta ley.  Para tales efectos, se determinarán para cada empresa autónoma, mediante los decretos supremos señalados en el inciso anterior, los montos y condiciones financieras que les correspondan.





			Para estos efectos, la Empresa Portuaria de Chile deberá confeccionar un inventario de los bienes que comprenden dicho patrimonio y señalar el valor actual de mercado de aquellos que constituyen el activo inmovilizado de cada empresa autónoma.  Esta valorización  será realizada mediante el concurso de firmas externas idóneas.  Los  valores así determinados pasarán a constituir el nuevo valor libro de tales bienes.  Asimismo, deberá realizar un balance consolidado de los puertos y terminales de competencia de cada empresa autónoma.





			La entrega material de los bienes se hará a partir de la publicación de los decretos supremos a que se refiere el inciso primero, dejándose constancia de ello en una acta extendida ante notario.





			Las inscripciones, anotaciones y registros existentes a nombre de la Empresa Portuaria de Chile de los bienes que conforman el patrimonio inicial de cada una de las empresas autónomas, se entenderán practicadas y vigentes a favor de éstas en los Registros públicos del lugar donde dichos bienes estuviesen ubicados, de lo que deberá dejarse constancia al margen de las inscripciones, anotaciones y registros.





			Los decretos supremos señalados serán suficiente título para practicar cada transferencia, inscripción y anotación que proceda en los Registros respectivos.  Los funcionarios encargados de practicar las transferencias, inscripciones, anotaciones o reavalúos procederán a efectuarlas al solo requerimiento de la respectiva empresa autónoma y sin costo para ella.







			Artículo 8º.-  Las empresas autónomas deberán contar con el primer "plan maestro" y "calendario referencial de inversiones" para cada uno de los puertos y terminales de su competencia, dentro del plazo de un año contado desde el inicio de sus actividades.".







- - - - - - 









			Acordado en sesiones celebradas los días 3, 9 y 30 de Octubre; 6 y 19 de Noviembre;  3, 4, 10, 17 y 18 de Diciembre de 1996, y 7 y 9 de Enero de 1997, con asistencia de sus miembros, HH. Senadores señores Cooper (Presidente), Hamilton, Hormazábal, Mc Intyre y Otero.



			Sala de la Comisión, a 14 de Enero de 1997.









































ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA 

Abogado Secretario de la Comisión
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RESEÑA





I.	BOLETÍN Nº:1688-09



II.	MATERIA	:Proyecto de ley que moderniza el sistema portuario estatal.



III.	ORIGEN	:Mensaje.



IV.	TRAMITE CONSTITUCIONAL: Segundo trámite constitucional.



V.	APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: Aprobado en general por la unanimidad de 79 Diputados de 120 en ejercicio.



VI.	INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 3 de septiembre de 1996.



VII.	TRAMITE REGLAMENTARIO	: Primer Informe



VIII.	URGENCIA: En sesión de fecha 7 de Enero de 1997 se hizo presente urgencia para el despacho de la iniciativa, con el carácter de ”simple“.



IX.	LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:	

			1.- Ley Orgánica de la Empresa Portuaria de Chile, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 91, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de fecha 12 de julio de 1978.

			2.- Decreto ley Nº 211, que fijó normas para la defensa de la libre competencia, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 511, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de fecha 27 de Octubre de 1980.

			3.- Decreto ley Nº 3.607, que derogó decreto ley Nº 194, de 1973, y establece nuevas normas sobre funcionamiento de vigilantes privados.

			4.- Ley Nº 18.045, Ley de Mercado de Valores.

			5.- Ley Nº 18.046, Ley sobre Sociedades Anónimas.

			6.- -Ley Nº 18.196, Normas complementarias de administración Financiera, Personal y de Incidencia Presupuestaria.

			7.- Decreto Ley Nº 1.263, de 1975, Orgánico de Administración Financiera del Estado.

			8.- Decreto Ley Nº 2.398, de 1978, Normas complementarias de administración Financiera y de Incidencia Presupuestaria.

			9.- Ley Nº 5.687, sobre Prenda Industrial.





X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO:49 artículos permanentes y 8 artículos transitorios.



XI.	PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: Modernizar la actual administración de los puertos estatales creando, como continuadoras legales de la Empresa Portuaria de Chile, empresas portuarias estatales descentralizadas y autónomas, regidas por las normas de las sociedades anónimas abiertas.



XII.	NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: El artículo 40 debe ser aprobado con quórum de Ley Orgánica Constitucional, y los artículos 1º 2º permanentes y 4 transitorio deben ser aprobados con quórum calificado.



XIII.	ACUERDOS: Aprobar idea de legislar. Unanimidad. HH. Senadores señores Cooper, Hamilton, Hormazábal, Mc Intyre y Otero.



















ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA

Secretario Abogado de Comisiones
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